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I N T R o D u e e I o N 

A raíz de las reformas 1.levadas a cabo durante el 
sexenio del ent~nces presidente Licenciado Carlos Salinas 
de Gortari, al artículo 27 constitucional, derivadas de la 
iniciativa presidencial de 1991-1992, asi como su 
repercusión en la promulgación de la respectiva legislación 
reglamentaria, nació la inquietud del presente trabajo~ 

Reformú cuya trascendencia incidió de tal manera 
en las estructuras jurídicas de la materia agraria, que me 
fue necesario conocer; no obstante la amplitud de la misma, 
el tema que llamó mi atención cuestionándome respecto a él, 
fue el de las autoridad es agrar las; planteándome de esn 
forma, si se habían dado cambios relativos a ellas, y de 
haberlos, saber qué órgano u órganos asumirían las 
facultades de aquéllas o, en su caso, de cuáles nuevas 
facultades serían investidas. 

De ahi que tengo a bi.en presentar ésta 
investigación, a la cual he intitulado: "Los Orgnnos de la 
Justicia Agraria en la Nueva Ley''-

El estudio esta dividido en tres capitulo~~, 
saber: 

Capítulo I. Con el objeto de cumplir con una de 
las premisas del método cientí~ico, parto de lo general a 
lo particular, esto es, parto del estudio del artícuLo 27 
constitucional desde su origen hasta llegar a la reforma de 
1992; ya que ésta última, precisamente, contiene el nuevo 
régimen de los tribunales agrarios. 

Capítulo 1I- Realizó el estudio sobre el conc'7pto 
de autoridad, acto de autoridad y autoridades agrarias, 
culminando con la manifestación de mi concepto sobre el 
particular; apoyándome al efecto en divers~s concepciones 
que para el caso nos han brindado tratadistas distinguidos, 
Enciclopedias Jurídicas importantes, así corno, 
Jurisprudencia emitida por nuestro máximo Tribunal y 
Tribunales Colegiados de Circuito. 

Así también, hago un análisis histórico de las 
autoridades agrarias en la icgislación, que ha marcado el 
rumbo de la reforma agraria: Decreto del 6 de enero de 
1915, Artículo 27 Constitucional de l917, Códigos Agrarios 
de 1934 1 1940 y 1942, y Ley Federal de la Reforma Agraria 
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de 1971, con el fin de conocer las autoridades que sobre la 
materia figuraron en ese tiempo. 

Capítulo III. En él llevo a cabo, primeraIDente, 
un bosquejo de la Ley Agraria 1 Ley Orgánica de 1os 
Tribunales Agrarios y Reglamento Interior de los Tribunales 
Agrarios, puesto que más adelante al realizar el estudio 
amplió de los Tribunales ~grarios: Tribunal Superior y 
Tribunal Unitario, como órganos de la impartición de 
justicia en la materia, esta legislación y su reglamento 
son base para el conocimiento de los mismos: ello, con 
independencia de algunas obras que se han ocupado del tema. 

En términos parecidos real.izó la investigación, 
respecto al Registro Agrario Nacional y Procuraduría 
Agraria, en relación con la Ley Agraria, Reglamento 
Interior de 13 Procuraduría Agraria y Reglamento Interior 
del Registro Agrario Nacional; con el objeto de conocer su 
transcendencia en relación al nuevo régimen aqrario. 

De tal modo, que todo lo ~nterior nos conlleve al 
conocimiento del nuevo régimen de lus estructuras 
jurídicas, concretamente, al de los Tribunales Agrarios, 
como únicos órgCJ.nos administradores de la justicia agraria; 
y como consecuencia 1 al conocimiento del régimen 
transitorio de la Ley Agraria vigente, en relación con las 
autoridades agrarias contempladas en anterior Ley Federa1 
de la Reforma Agraria. 

Asimismo, con la finalidad de que la presente 
investigación, pueda llegar a ser de utilidad para l.os 
compañeros y maestros de nuestra Máxima Casa de Estudios. 

La sustentante. 



CAPITULO I 

EL ARTICULO 27 CONSTITUCIONAL 

1- ANTECEDENTES. 

El articulo 27 de la Carta Magna, es uno de los 
preceptos de mayor mérito y trascendencia del constituyente 
de 1917, pues conforma junto con el articulo 123, la base 
fundamental sobre la que descansa nuestro 
constitucionalismo social. Acoge los principios y normas 
esencial.es que regulan la propiedad territorial; principios 
que son consecuencia de 1.a incansable 1.ucha revolucionaria 
del pueblo mexicano. 

Ha sido extensa y compleja la historia de este 
articulo constí tucional: sin embargo, trataré de exponer de 
forma clara y concisa sus principales antecedentes 
constitucionales e históricos, con la finalidad de percibir 
su extraordinaria incubación. Dichos antecedentes -sea de 
forma esquemática- son los siguientes: 

1 .. - Representación de Manuel Abad y Qucipo a nombro de los 
labradores y comerciantes de Valladolid de Michoacán, 
fechada el 24 de octubre de 1805. 

2 .. - Constitución Política de la Monarqufa Espaiiola, 
promulgada en Céidiz el 19 de marzo de 1812. Arti.culo 
20 .. , 40. y 172 fracciones IV, VII y X. 

3. - Proyecto para confiscación de intereses de europeos y 
americanos, adictos al gobierno, de José María More los, 
suscrito en Tlacosautitlán, Jalisco, e] 2 de noviembre 
de 1813-

4 .. - Decreto Constitucional para la libertad de la América 
Mexicana, sancionado en Apatzingán el 22 de octubre de 
1814- Artículo 34 y 35. 

S.- Reglamento Provisional Político del Imperio Mexicano, 
suscrito en la ciudad de México el 18 de diciembre de 
1822. Art!cuJ_o 13. 

6.- Base primera del Plan de la Constitución Política de la 
Nación Mexicana, de l6 de mayo de 1823 .. 

7. - Decreto por el que se concedieron premios y acción 
a tierras baldias a los patriotas que prestaron sus 
servicios para sostener la Independencia y Libertad, 
de fecha 19 de junio de 1823. Artículos lo., 20. y 9o .. 

B .. - Decreto de Colonización del Itsmo de Tehuantepec, 
fechado el. l.4 de octubre de 1823. Artículo So., 60 .. , 
9o .. y 13 .. 

9 .. - Acta Constitutiva de la Federación Mexicana, fechada en 
J.a ciudad de México el 31 de enero de 1824. Articu1o 
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20. 
10. -Decreto sobre colonización dictado por el. soberano 

Congreso General. Constituyente de los Estados Unidos 
Mexicanos, el 18 de agosto de 1824 .. Artículo 1o. al. 
So., 12 y 13 .. 

11 .. -Constitución Federal de los Estados Unidos Mexicanos, 
sancionada por el congreso General Constituyente el 4 
de octubre de 1824. Artículo 112, fracción III. 

12.-Decreto por el que se expulsa del país a los 
extranjeros, del 20 de marzo de 1829. Artículo 19 .. 

13 .. -Ley de Colonización del Estado de Coahui1a y Tejas, 
fechada el 4 de febrero de 1834. Artículos 10. 3o. y 
So. 

14 .. -Leyes Constitucionales de la República Mexicana, 
suscritas en la ciudad de México el 29 de diciembre de 
1836. Artículo 20., fracción III de la primera; 45, 
fracción III de la tercera; y 18, fracciones III, V y 
VI de la cuarta. 

15. -Proyecto de Reformas a las Leyes Constitucionales de 
1836, fechado en la ciudad de México el 30 de junio de 

1840. Artículo 9o. fracciones IX, X y XI, 21 fracción 
IV, 64 fracción III; y 125 fracción X. 

16.-Primer Proyecto de Constitución Politica de la 
Rep~blica Mexicana, fechado en la ciudad de M¿xico el 
25 de agosto de 1842. Artículo lo. y 7o fracción XV. 

17.-Voto particular de la Minoría de lu comisión 
Constituyente de 1842, fechado en la ciudad de México, 
el 26 de agosto del mismo ano. Artículo So. fracción 

V; y 45. 
18.-Segundo Proyecto de constitución Política de la 

República Mexicana, fechado en la ciudad de México el 
2 de noviembre de 1842. Artículo 13, fracción XXIV; y 
70, fracción XXXVI. 

19.-Bases Orgánicas de la República Mexicana, acareadas 
por la honorable junta 1egisl.ativa establecida conforme 
a los decretos de 19 y 23 de diciembre de 1842, 
sancionadas por el supremo Gobierno Provisional con 
arreglo a los mismos decretos el. día 12 de junio de 
1843 y publicadas por bando nacional el día 14 del 
mismo mes y año. Artícul.o 9o., fracción XIII; y 134, 
fracción V. 

20. -Decreto de Colonización del estado de Tamaulipas, 
publicado el 3 de octubre de 1843. Articulo 10., 2o. y 
40. 

2i.-Pl.an Agrario del. general Zavala, expedido en el Estado 
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de México, en el año de 1850. Artículo 3o. y 4o. 
22.-Circular del Ministerio de Relaciones Interiores y 

Exteriores tendiente a colonizar el estado de Sonora, 
fechado el 31 de agosto de 1850. 

23.-Estatuto Orgánico Provisional de la Reptiblica 
Mexicana, dado en el Palacio Nacional de México el 15 
de mayo de 1856. Articulo 65 y 117 fracción VIII. 

24.-Proyecto de Constitución Pública de la República 
Mexicana, fechado en la ciudad de México el 16 de 
junio de 1856. Artículo 23. 

25.-Voto particular de Ponciano Arriaga sobre el derecho 
de propiedad regulado en el proyecto de constitución 
de 1856, emitido en la ciudad de México el 23 de junio 
del mismo año. 

26.-Ley de Desamortización de Bienes de Manos Muertas, 
promulgada por Ignacio Cornonfort, el 25 de junio de 
1856. 

27.-Proyecto de la Ley Orgánica sobre el Derecho de 
Propiedad, prese1~tado por Isidoro Ol·1era al Con0reso 
Constituyente de 1856, de 7 de agosto del ~ismo ano. 
Artículos lo. al So. 

28.-Artículo 27 de la Constitución Política de la RepUblica 
Mexicana, sancionada por el Congreso General 
Constituyente el 5 de febrero de 1857. 

29.-Ley que anula la promulgada el 25 de junio de 1856, 
expedida por Felix Zuluaga, el 28 de enero de 1858. 

30.-Leyes de Reforma, Manifiesto del gobierno 
constitucional a la nación, suscrito por Benito Juárez, 
Melchor acampo, Manuel Ruiz y Miguel Lerdo de Tejada, 
el 7 de julio de 1859. 

31.-Leyes de Reforma. Ley de Nacionalización de Bienes 
Eclesiásticos promulgada por Benito Juárez, el 12 de 
julio de 1859. 

32.-Leyes de Reforma. Decreto por el que quedan 
secularizados los hospitales y establecimientos de 
beneficencia, fechado el 2 de febrero de 1861. Artículo 
10. y 3o. 

33.-Decreto que 1egitima la desamortización y 
nacionalización de los bienes eclesiásticos, QXpedido 
por Maximiliano el 26 de febrero de 1865. Articulo 9o 
y 110. 

34.-Estatuto Provisional del Imperio Mexicano, dado en el 
Palacio de Chapultepec el 10 de abril de 1865. Artículo 
68. 

35.-Decreto sobre el fundo legal dado en el Palacio de 
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Chapultepec el. 16 de septiembre de 1866. 
36.-Reforma del artículo 27 de la Constitución Política de 

la República Mexicana de 1857, del 25 de septiembre de 
1873. 

37 .. -Decreto sobre Col.onización, fechado en la ciudad de 
México, el 31 de mayo de 1875. 

38 .. -Decreto sobre Colonización y Compañías deslindadoras 
promulgado por Manuel. González, el 15 de diciembre de 
1883 .. 

39. -Ley sobre ocupación y Enajenación de Terrenos Baldíos, 
publicada el 25 de marzo de 1894. 

40 .. -Ley sobre aprovechamiento de aguas federal.es, del 4 de 
junio de 1094. 

41--Reforma y adición al artículo 27 de la constitución 
Pol.itica de la República Mexicana de 1857, del 14 de 
mayo de 1901 

42 .. -Programa del Partido Liberal Mexicana, fechado en la 
ciudad de San Luis Missuri, EUA., el lo. de ju1io de 
1906. Puntos 17, 18, 34, 36 y 37. 

43.-Plan de San Luis Potosi suscrito por r·rancisco I. 
Madero, e1 5 de octubre de 1910. Punto Jo. 

44.-Plan de Ayula, fachado el 28 de noviembre de 1911 .. 
Puntos 60. al So. 

45.-Plan de santa Rosa, fechado en la ciudad de Chihuahua 
el 2 de febrero de 1912- Punto 2. 

46.-Proyecto de Ley Agraria de Pascual orozco, fechado el 
25 de marzo de 1912. 

47.-Proyecto de la Ley Agraria de Luis Cabrera, presentado 
ante la Cámara de Diputados, el 3 de diciembre de 1912. 

48.-Proyecto de Ley Agraria presentada al Primer Jefe del 
Ejército constitucionalista, por Pastor Rouaix y José 
Inés Novelo, el 15 de diciembre de 1914. 

49.-Decreto promulgado por Venustiano carranza el 6 de 
enero de 1915. 

50.-Mensaje y Proyecto de constitución de Venustiano 
Carranza, fechados en la ciudad de Qucrétaro el lo. de 
diciembre de 1916'. 

"Como consecuencia de la conquista -manifiesta 

1 Y-a_ Derechos del Pueblo Mexicano, México a través de 
sµs Cgnstitucignes, Editorial LII Legislatura Cámara del 
Congreso de la Unión, Tercera edición, México 1985, Tomo 
IV, p.p. 27-12 a 27-70. 
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David Garc~a Estrada- surgió 1a ocupación de las tierras, 
particularmente las que correspondían a los nobles, 
sacerdotes y los guerrero; por consiguiente, las formas de 
tenencia de la tierra existentes a la l.legada de los 
españoles (tlatocalalli, pillalli, a1tepetla11i, 
calpul.lalli, mitlchimalli y teotlalpan), fueron extinguidas 
casi de inmediato al paso de l.a conquista""'· Pues como un 
derecho de los conquistadores la tierra fue repartida entre 
ellos según su grado, servicio y merced; la riqueza y, por 
ende, la propiedad de las tierras dada a los conquistadores 
y heredada a los colonos, se fue acumulando a lo largo de 
tres siglos en manos de los espanolQs, criollos y clero, 
bajo la miseria y explotación de 1os indios y castas. 

Probab1emente nadie vio con mayor claridad las 
condiciones económicas, sociales y politicas de México a 
principios del siglo XIX, que e1 obispo de Michoacán Manuel 
Abad y Queipo; quien a t:.-avé.s de sus memorias y sus 
representaciones (primer antecedente), ''hizo un análisis 
profundo tle la situación social y económica de la Nueva 
España; previó la revolución de Independencia y con clara 
visión señaló l.a necesidad de que se expidiera una ley 
agraria por medio de la cual se distribuyeran las tierras 
realengas entre las poblaciones rurales necesitadas y 
propuso otras muchas medidas de carácter político y 
económico tendientes a terminar con los abusos del poderío 
espafiol sobre el proletario indígena••~. Sin embargo, pese 
a 1a admirable valentía y gran visión que tuvo de la 
realidad, sus esfuerzos fracasaron ante los intereses e 
incomprensión de las autoridades. 

En los albores de la independencia, era 
manifiesto que 1as propiedades y riquezas se encontraran 
en manos de los espafioles, que los indios y castas fueran 
sometidos a contribuir con la fuerza de su trabajo en favor 
de 1a clase dominante; lo que aunado a los re~cntimientos 

~a Evolución del Derecho Agrario en México, Varios 
autores, Obra Jurídica Mexicana, Procuraduría General de la 
Repüb1ica, Segunda edición, México i9B7, Tomo I, p. 904. 

:sLucio Mendieta y Núñez, El problen¡_g Agrario en 
~. Editorial Porrúa, Vigesimosegunda edición, México 
1989, p. 91 .. 
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políticos y a 1as aspiraciones de los hombres más cultos de 
1a colonia a un régimen de 1ibertad y democracia, creó 
conciencia para el levantamiento armado de 1810. 

Iniciada la guerra de independencia, don Miguel 
Hidalgo y Costilla para cumplir con su programa social, 
e>q:lidió en Guadalajara, el. 5 de diciembre de 181.0, el 
primer decreto agrarista en el que declara ''se entreguen 
a los Naturales las tierras para su cultivo, para que en lo 
sucesivo (no) puedan arrendarse, pues su goce sea 
únicamente de los Naturales en sus respectivos pueblos'''. 
Ordenamiento en el que se observa, el interés por la suerte 
del aborigen y preocupación por los problemas derivados de 
l.a tenencia de la tierra; dando con el.lo un contenido 
agrario a la lucha por la independencia de Méxicoª También 
cabe recordar, como complemento de éste decreto, que en la 
misma Guadalajara 1 llevo a cabo la abolición de la 
esclavitud y de los tributos que pesaban sobre los indios 
y mestizosª 

Por otra parte, en cuanto a lu constitución 
Liberal de cactiz de 1912 (segundo antecedente), si bien es 
cierto, que ésta nació en un momento de inestabil idnd 
política de España, también lo es, el hecho de que en la 
Nueva España existía una gran agitación por independizarse 
de la metrópoli, ignorancia y desvalimiento do la clase 
indígena; situaciones por las que no fue posible aplicar 
dicha Constitución de forma generalª Asimismo, tampoco 
otras tantas ordenes y decretos que se dictaron en favor de 
los indios en la Península, no obstante la bondad de sus 
propósitos, difícilmente se vieron cumplidas en la 
realidad, pues las mismas y en términos de don Lucio 
Mendieta y Nüfiez ''la mayor parte de las veces eran letra 
muerta"!\ª 

Don José María Morelos y Pavón -expresa Agustín 
Cue Cánovas- fue un veraz "representante de las clases 
exp1otadas de la población novohispana, y un auténtico 

'Jesüs Silva Herzog, 
Reforma Agrarja, Editorial 
Segunda reimpresión, México 

El Agrarismo Mexicano y la 
Fondo de Cultura Económica, 

1.985, p. 40. 

~Lucio Mcndieta y Núñez, Op. Cit , p. 90. 
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intérprete de 1os verdaderos fines de 1a revo1uci6n 
emancipadora"•. Los actos fundamentales de su obra 
se encuentran plasmados en l.a formación de1 Congreso 
de Chi1pancinqo y sus proyectos de nueva organización de1 
pa~s (tercer y cuarto antecedente); actos que se resumen 
en 1os siguientes postulados: abolición de l.a esclavitud, 
supresión de l.as castas, distribución equitativa de l.os 
impuestos y de l.a tierra. Pues More1os sabia que para el. 
indio y las castas, explotadas y miserables, la única 
fuente de trabajo y sustento era casi exclusivamente l.a 
tierra, por ello trató de restaurar l.os usos y normas 
indianas. 

En este orden de ideas, la guerra de 
independencia fue una revolución agraria y una lucha de 
el.ases, que constituyó la culminación violenta y dramática 
de un largo período histórico de explotación y dominio de 
una clase por otra. 

Después de once años de lucha sobrevino el 
advenimiento de su consumación. "Pero ya sabernos -dice 
Martha Chávez Padrón- que los consumadores de la 
Independencia no fueron Hidalgo ni Morelos; y que el 24 de 
febrero de 1821 al firmarse el Plan de Iguala por el 
exrealista Don Agustín de Iturbide, se convino el respecto 
a la propiedad ta1 cual estaba constituida durante el 
régimen de la Colonia Española, lo cual significó un 
peligroso aplazamiento de los verdaderos ideales de 
independentistas respecto del sistema de tenencia social de 
1a tierra'17 • Aplazamiento, que como ya veremos en su 
oportunidad, culminaría con el Decreto de 6 de enero de 
1915, paso legislativo de gran trascendencia. 

Ahora bien, durante el período que va de 1821 a 
1856, los gobiernos subsecuentes del México independiente 

6 La Independencia de México, Varios autores, Del Arbol 
de la Noche Triste al Cerro de las Campanas, 1.ectt1ras de 
Historia de México, Editorial Pueblo Nuevo, Sexta edición, 
México 1980, Tomo II, p. 51. 

'7El Derecho Agrario de la Revolución Mexicana y su 
Impacto Transformador en la Teoría Jurídica Contemporánea, 
Obra Jurídica Mexicana, qp, Cit , p. 547. 
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enfocaron l.a so1ución del. probl.ema agrario, desde un punto 
de vista equivocado: consideraron que podía resol.verse, no 
mediante una equitativa redistribución de la tierra, sino 
a través de una pol.ítica de colonización. Se creyó, afirma 
don Lucio Mendieta y Núñez "que el pai.s, 1ejos de necesitar 
un reparto equitativo de la tierra, l.o que quería era una 
mejor distribución de sus pobladores sobre el territorio y 
población europea que levantase el nivel cultural de la 
indígena, que estableciera nuevas induF;.tr ias y explotara 
l.as riquezas del suelo'' 9

• 

Para .la realización de esas pretensiones, se 
expidieron diferentes leyes, decretos y circulares sobre 
colonización (antecedentes octavo, décimo, decimotercero, 
vigésimo y vigesimosegundo), en los que se observa la 
tendencia a favorecer por un lado, la inmigración europea 
y, por el otro, el de fomentar la explotación agrico1a con 
familias me>.:icanas que quisieran ir a poblar las zonas 
desha~itadas. Desatendiéndose, por consiguiente, de 
afrontar el verdadero problema agrario, ya que a las 
masas campesinas se les dejó en las mismas condiciones en 
las que se encontraban. 

Estas medidas l.egislat.ivas no fueron idóneas, 
pues abrieron grandes extensiones territoriales del país a 
la explotación extranjera y a la formación de latifundios. 
Finalmente, puede decirse que dichas leyes no fueron 
conocidas por los pueblos indigenas, ya que éstos "no 
sabían leer y vivían en su mayor parte lejos de los centros 
urbanos"". 

No es óbice señalar que las disposiciones de 
colonización, dieron el pretexto que desemboco en la 
separación de Texas y en la guerra con los Estados Unidos 
de Norteamérica; que costo la mitad del territorio 
nacional. Lo cual nos muestra, l.a vinculación existente 
entre los problemas relacionados con la tierra rústica y 
1as funestas soluciones que se dieron al problema durante 
el México Independiente; esto es, las leyes de 
colonización .. 

•Lucio Mendieta y Núñez, op Cit., p .. 99. 

•Jesús Silva Herzog, op Cjt , p. 44. 
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Posteriormente, cuando ya el conflicto 
internacional estaba desencadenado, los hechos llevaron a1 
gobierno a legislar sobre las condiciones que los 
extranjeros deberían de reunir, a fin de adquirir bienes 
r~sticos dentro del territorio nacional. 

Concluida la guerra de 1847 los Estados 
Unidos de Norteamérica; los conservadores intentaron 
reorganizar al país, así que nuevamente pusieron a Santa 
Ana para que ejerciera el poder, el cual aplicó con energía 
y decisión una política reaccionaria tendiente a establecer 
una monarquía. Por J.o que, en 1854 fue procl_amado el Plan 
de Ayutla; iniciándose con ello, la Reforma. 

En plena época de Reforma; hacia el año de 1856, 
como ya es sabido, el clero poseía un enorme poder (tanto 
económico como po1.ftico) y era evidente que el lamentab1e 
estado económico del país; se debía en gran medida a la 
amortización de sus bienes; 1o cual motivo a que se 
emitieran, entre otras, las Lcyns de Desamortización y 
Nacionalización (vig€simosexto, vigesimonoveno a 
trigesimoterccr antecedente). 

La Ley de 25 de junio de 1856, obligó a la venta 
de las propiedades rústicas y urbanas del clero; determinó 
la incapacidad de las corporaciones civiles y religiosas 
para adquirir tierras o administrarlas; con excepción de 
los edificios destinados directamente al servicio de su 
institución. No obstante; su artículo 26 nos muestra el 
verdadero espíritu que perseguía: no privar al clero de sus 
riquezas; sino convertirlo en un capitalista financiero; 
pues lo autorizó para invertir el producto de sus fincas 
r~sticas y urbanas, en acciones de empresas agrícolas, 
industriales y mercantiles. 

sin embargo, los efectos de dicha ley distaron 
mucho del propósito para el que había sido creada; así que 
a1 no obtenerse los resultados esperados, se expidió 1a Ley 
de Nacionalización de Bienes Eclesiásticos de 12 de julio 
de 1859, por la cua1 se dispuso pasar al dominio de 1a 
nación todos los bienes del clero; excepto sus edificios 
destinados a1 culto; pero de igual forma; 1as consecuencias 
de esta ley fueron distintas a las de su creación. Asi que 
-dice Lucio Mendieta y Núñez- ambas leyes "dieron muerte a 
la concentración eclesiástica: pero extendieron en su lugar 
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el. 1atifundio y dejaron a su merced una pequeña propiedad, 
demasiado reducida y demasiado débil, en manos de los 
indígenas"'º· 

Antes de continuar, resulta importante recordar 
el. pensamiento de Ponciano Arriaga, uno de los más 
distinguidos diputados de1 Constituyente de 1856, respecto 
al. problema de 1a propiedad de la tierra, vertido con gran 
nitidez en su Voto particular de fecha 23 de junio de 1856 
(vigesimoquinto antecedente). En éJ. advierte la desigualdad 
existente en el país, originada por el acaparamiento de la 
propiedad de la tierra y la imposibilidad de formar un 
gobierno popular, si millones de mexicanos vivían en 
condiciones deplorables en las grandes haciendas. 

El voto particular, pronunciamiento rotundo y 
solitario, no pudo vencer J.a prudencia de la historia, 
ya que -como manifiesta Sergio García Ramirez-, "en la 
corriente social del liberal.ismo, Arriaga propugnó, sin 
éxito, un nuevo régimen de la propiedad; (pues) en el 
Constituyente prevalecerían, al cabo, las ideas liberales 
ortodoxas, tanto en el sistema de la propiedad como en el 
del. trabajo. El. pensamiento de Arriaga quedó en espera de 
vientos favorables, que acudieron en el Congreso de 1916-
1917, bajo el empuje de la revolución campesina, 
inaplazable" 11

• 

Posteriormente, retomando el tema de l.as Leyes de 
Reforma, se elevó a rango constitucional la Ley de 25 de 
junio de 1856 en el artículo 27 de la Constitución de 1857 
(vigesimoctavo antecedente); artículo que consagró el 
derecho de propiedad con un concepto de corte 
individualista, que en nada ayudó a solucionar el problema 
de la tierra; pero que estimuló la formación de latifundios 
mediante el despojo y 1a privación de personalidad jurídica 
a l.os pueblos indígenas. 

Una vez terminada. la contienda Reformista, las 

1 ºLucio Mendieta y Núñez, op. Cit _, p. 125. 

nsergio García Rarnírez, Elementos de D'f!recho procesal 
Agrario, Editorial Porrúa, Primera edición, México 1993, p. 
20. 
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propiedades entraron a un voraz proceso de concentración 1 

pues no existía una 1ey que prohibiera esa acumulación. 
De tal manera 1 que surgieron de nueva cuenta las Leyes de 
Co1onización y con ellas, las compañ.!as deslindadoras; 
éstas aceleraron la decadencia de la pequeña propiedad y 
contribuyeron a la formación de extensos latifundios. 

Entre las Leyes de Baldíos y Colonización de 
1875, 1883 y 1894 (trigesimoséptimo a trigesimonoveno 
antecedente) existieron diversos nexos; puntos esenciales 
que coinciden, esto es, la formación de compañ.1as 
deslindadoras, lo dispuesto sobre enajenación de terrenos 
baldíos, extensiones enajenables y condiciones de pago. 

Al respecto, declara Martha Chávcz Padrón "todo 
este sistema legal dará como resul..tado, por una parte la 
concentración de la propiedad en unas cuantas manos hasta 
llegarse al latifundio de superficies cuantiosas; y por 
otra este hecho -como factor central do una sociedad 
fundamentalmente rural- señalara un pueblo despose ido, cuya 
calidad de trabajador rural se verá agravadn, por ínfimos 
salarios, jornadas cxhnustivas, sistemus de leva, de 
acasi11amiento y de tienda de raya, analfabetismo, etc•112

• 

A finales del siglo XIX y principios del XX, en 
medio de una aparente calma evolutiva del país, se alzaron 
1as voces discordantes de los campesinos, tras un anhelo 
por remediar su angustiosa situación. En lo.s años previos 
a la revolución, México era un país en que "el 3. 1-% de l.a 
población eran terratenientes, tanto que el 96.9% 
carecía por completo de la tierra; por una parte eran 
contados los terratenientes, por la otra, peonaje explotado 
mantenido en una verdadera esclavitud y formado por casi la 
tota1idad del pueblo mexicano"º· situación que fue 
creando conciencia para la participación de indígenas, 
mestizos y castas en la guerra civil, y acabar con la 
injusticia de la cual eran objeto. 

uEl Derecho Agrario de 1a Revolución Mexicana, Obra. 
Jur.!dica Mexicana, Op Cit , p. 549 y 550. 

13Tzvi Medin, Ideglogta y praxis Política de t,ázaro 
Cárdenas 1 Editorial Siglo XXI 1 Decimosexta edición, México 
1992, p. 7 y a. 
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En estas circunstancias, surge el Plan de San 
Luis Potosí de 5 de octubre de 1910 (cuadragesirnotercer 
antecedente) suscrito por Francisco I. Madero, cuyo 
princip<:!.l postulado fue: "sufragio efectivo no reelección"; 
lema que fue válido para el sistema político mexicano, que 
imperaba con gran fuerzn en ül país. F.n cuanto al problema 
de la tierra, declaro sujetas a revisión todas las 
disposiciones de la secretaria de Fomento y los fallos de 
los tribunales, por medio de lo$ cuales habían sido 
despojados de sus terrenos los pueblos indígenas; con el 
fin de que les fueran devueltos. Sin embargo, tal 
declaración no prosp~ro, ya que estuvieron a cargo del 
problema de la t~orra los conservadores, quienes por sus 
intereses estaban en contra de resolver dicho problema. 

Lo anterior, originó el descontento entre los 
revolucionurios, particularmente el de Emilinno Zapata y 
sus compañeros; quienes al insistir en la. repartición de 
tierras expLdie!:""on el Plan de Ayala de 28 de noviembre de 
19ll (cuadragesimocuarto untcccden-:...c), l~l cucil 1-ue de un 
profundo espfritu agrarista y mas radic~l qua 01 d<! San 
Luis; en él se declaraba de manera exr'res3 que ) os puoblos 
debían entrar en posesión de los terrenos, montes y ~g~as 
11 qu~ hayan usurpado los hacendados, científicos o los 
caciques, a la sombra de la tiranía y de la justicia 
venal."; ordena.ndosc por tanto, 1.:t. e>:propja~ión de las 
tierras monopolizadas por lo~~ poderosos propietar.ios d<::! 
ellas, con la finalidad de que los pueblos, comunidades y 
ciudadanos de la República obtuvicrnr. ejidos, fundos 
1ega1es para los pueblos y campos de sembradura o de labor. 

Así, el 30 de abril de 1912 en el Estado de 
Puebla, concretamente en Ixcami lpa Ue Guerrero, Emi l iano 
Zapata bajo su lemn ''tierra y libertad'', llevo a cabo la 
primera resti-::.ucion de tierras; si. tuac ión que motivo a Un 
más los campesinos para la lucha revolucionaria. Lucha 
que no término, hasta gua los derechos de los campesinos 
fueron viéndose satisrechos. 

En el año posterior al Plan de Ayala, se firmaron 
otros documentos, entre ellos, el Plan de santa Rosa 
(cuadragesimoquinto antecedente) suscrito el 2 de febrero 
de 1912 en el panteón del mismo nombre, situado en los 
suburbios de Chihuahua, en el que sus autores se muestran 
como partidarios y defensores de un socialismo agrario 
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integral.; y el. Pl.an orozco ( cuadragesimosexto antecedente) 
firmado en la capital de Chihuahua, en el cual se advierte 
l.a inf1uencia del Manifiesto del Partido Liberal de 1906 
(cuadragesimosegundo antecedente); en dicho plan se pedía 
l.a expropiación de grandes haciendas no cultivadas para 
repartirse. 

El 15 de diciembre de 1914, 1.os diputados Pastor 
Rouaix y José Inés Novel.o presentaron al Primer Jefe del 
Ejército constitucionalista Venustiano Carranza, un 
Proyecto de Ley Agraria (cuadra ges irnoctavo antecedente), 
que pretendía resolver de forma integral el problema de l.a 
tierra. Este proyecto contuvo en lo fundamental, el 
criterio social de sus autores; sin embargo, no prosperó. 

El documento que constituyó, sin lugar a duda, el 
paso legislativo de mayor trascendencia en materia agraria, 
fue la Ley del 6 de enero de 1915 (cuadragesimonoveno 
antecedente). Esta Ley fue redactada por el licenciado Luis 
Cabrera; conforme a las ideas que habia expresado en su 
proyecto de1 5 de diciembre de 1912 sobre la recons~itución 
de ejidos de 1os pueblos ante la Cámara de Diputados 
(cuadragesimoséptimo antecedente): proyecto que por cierto 
no prosperó en aquél año. 

Esta 1ey marca el principio de lo que se ha 
convenido en llamar la Reforma Agraria en México. La 
cél.ebre Ley -refiere Jesús Sil.va Herzog- "consta de nueve 
considerandos y doce artículos de enorme interés y 
trascendencia. Para nosotros la trascendencia y el interés 
estriban no solo en la justificación del movimiento 
revol.ucionario, sino en el criterio que sustenta respecto 
a que todos los pueblos sin tierras; hayan tenido o no 
ejidos tienen derecho a tenerlas para satisfacer sus 
necesidades""". Finalmente; cabe decir que esta 
l.ey fue el.evada rango constitucional, en 
sus finalidades y lineamientos generales, en el 

artícul.o 27 de la Constitución de 1917. 

Derrotados Villa y Zapata y triunfantes Carranza 

HJesús Silva Herzog; Breye Historia dP la Bevplución 
Mexicana, Editorial. Fondo de Cultura Económica, Séptima 
reimpresi6n 1 México 1973, p. 169. 
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y obregón, se convocó a un Congreso Constituyente; que se 
reunió en Querétaro desde fines de 1916, a fin de reformar 
1a Constitución de 1857; ante el cual el Primer Jefe del 
Ejército constitucional i sta venustiano Carranza, presentó 
el proyecto de reformas a dicha Constitución (quincuagésimo 
antecedente), que sometía a estudio y deliberación de la 
asamblea. En el se ''reproducía buen número de articulas de 
la Constitución de 1857 sin ninguna modificación, pero 
contenfa cambios más o menos substanciales en varios de los 
más importantes. Sin embargo, esos cambios resultaron 
demasiado prudentes o timidos para el ala izquierda del 
Congreso que i ncuest i onabl emente const i tui a la mayor ia del 
mismo"' ... Pero, el Congreso no concedio su aprobación, 
pues era neces3rio ir mas alla de eso~ cambios. 

Asi, al mismo tiempo que se desar~ollaba el 
proceso revolucionar_i_0, fueron surgiendo diversas 
corrientes de ideología agrarista. que, se ini..::::jó con la 
res ti tucion de t ierr.:i.s ( 11 e· .. · a da a cabo por Err:i 2.. i ano Zapata 
y Lucio Blanco); incluyó la creaciór.. y proteccion :!e 2..a 
pequefla propiedCJ.d y terx;-1inó po.!:"' r8cunoce:- l ó nGC:L'!J. i daci de 
dotar de tierras a los campesinos. 

Como se puede observar, he expuesto a lo largo de 
la historia de México los principolcs antecedentes 
constitucionales e históricos del articulo 27 de la Carta 
Magna (aunque no con la extensión que merecin cada uno de 
ellos, debido a que no es el tema central del presente 
estudio); a través de los cuales se percibió con paciencia 
su pausada gestación, hasi:.a culminar (como se? observará en 
el punto siguiente) con nacimiento en el Congreso 
Constituyente de 1917; como consecuencia de ia lucha 
cruenta de un pueblo por alcanzar y consolidar su libertad. 
su independencia, su soberanía, asi como un destino propio 
y una vida digna. 

1~estls S~lva Herzog. Op cit , p. 305. 



2 - EL TEXTO CONSTITUCIONA.r~ -

El congreso Constituyente de 1917, previos los 
debates de1 proyecto del articulo 27 constitucional, 
aprobó el texto de dicha disposición, el cual estableció 
entre los aspectos de mayor alcance politico, económico y 
social los siguientes: 

''Primero. La declaración de que la propiedad de 
las tierras y aguas corresponde originalmente a la nación. 

Segundo. El principio de que la propia nación 
tiene en todo tiempo el dPrecho de imponer a la propiedad 
privada las modalidades que dicte el interés público ... 

Tercero. El principio de expropiación por causa 
de utilidad pública. 

Cuarto. 
nación el dominio 
y que tal dominio 

El principio de que corresponde a J.a 
directo de los recursos del subsuelo 
es inalienable e imprescriptible ... 

Quinto. La exigencia de que durante el próximo 
período constitucional -1917-1g20- debían fraccionarse 
los latifundios con eJ fin de crear ln pequeñQ propiedad. 

sexto. L..:> elevación a precepto constitucional de 
1a Ley de G de enero de 1915. Que dct mayor fuerza 
a la ob1igación de restituir y dotar de tierrns los 
pueblos. 

Séptimo. La prohibición de que las asociaciones 
re1igiosas de cualquier índole pudieran adquirir, poseer 
o administrar bjcnes raíces, ni capitales impuestos sobre 
ellos .... " 1 

... 

Precepto constitucion~l qua pormi1ncció incólume 
hasta el año de 1934, pues debido al desarrollo de la 
sociedad y cJ. Estado, en relación con los asuntos deJ. 
campo, fue preciso llevar a cabo algunas reformas que lo 
mantuvieran a la vanguardia de las necesidades que han 
imperado en el petis. Asi, entre el texto original del 
artículo 27 constitucional y el actual, existen notables 
diferencias producidas hasta 1992; por lo cual resulta 
interesante hacer un estudio al respecto. 

1 
... Jesús Silva Herzog, ~~, p. 310 y 311 .. 



2.1. PROMULGACION. 

''Los art!cu1os 4o. y So. del P1an de Veracruz, 
que en diciembre de 1914 reformó y adicionó al de 
Guadal.upe, estipulaban: "al triunfo de la revolución .... el 
primer jefe .•. convocará a elecciones para el Congreso de 
la Unión •.. '' y que, el propio mandatario "dará cuenta ante 
él. del_ uso que haya hecho de las facultades que por el 
presente se haya investido, y especialmente le someterá las 
reformas expedidas y puestas en vigor durante la lucha, con 
el fin de que el Congreso las ratifique, enmiende o 
complemente, y para que elevo a preceptos constitucionales 
aquellas que deban tener dicho carácter, antes de que se 
restablezca el orden constitucional"'·. 

Sin embargo, para septiembre de 1916 había 
cambiado la situacion politica y militar del país, por lo 
que, el Sefior carranza modificó también el propósito legal 
de los citados artículos, mediante decreto de 15 de 
septiembre de ese mismo afio; habiendo sido su intención 
cambiar 1-a esencia de la Constitución. Así, después de 
haber sido modificados los artículos en cuestión, éstos 
ordenaban al Poder Ejecutivo convocara a eleccjones p~ra un 
Congreso constituyente y presentara en él, el un Proyecto 
de Constitución Reformada para que se discuta, apruebe o 
modifique; asimismo, se señalaba el tiempo de dos meses 
para llevar a cabo esn tarea. 

En éste orden de ideas, el Congreso Constituyente 
fue convocado por Venustiano Carranza mediante decreto de 
19 de septiembre de 1916. Dicho Congreso se instaló el 21 
de noviembre en la ciudad de Querétaro, con ln finalidad de 
reformar la constitución do 1857; así, inició su labor el 
10. de diciembre de l916 y lo terminó el 31 de enero de 
1917. 

Al llegar el lo. de diciembre, el congreso inició 
su tarea en el Teatro Iturbide de la ciudad de Querétaro, 
teniendo como presidente al licenciado Luis Manuel Rojas, 
quien recibió de manos del senor Carranza el Proyecto de 
Reformas que sornetia a estudio y deliberación de la 
asamblea. El proyecto, como ya qundó asentado, era 
precario, pobre y ambiguo en sus disposiciones; por ende, 
no daba satisfacción a ninguna de las promesas de 1a 

PQerechos del. Pueblo Mexicano, Op. Cit., Tomo I, p. 
224. 
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Revo1ución. De ta1 suerte, el articulo 27 se limitaba 
a decir de los ejidos que "se restituyeran o dieran a los 
pueblos conforme a las leyes"; y la fracción X del articuJ.o 
73, autorizaba al Poder Legislativo Federal para ''legislar 
en toda la Repüblica sobre trabajou; por lo que, en estas 
condiciones el Conqreso, que en su mayor!a eran 
revolucionarios radicales, no concedió su beneplácito al 
proyecto de carranza, pues resultaba necesario asumir su 
compromiso popular e · mas lejos de lo que se les 
presentaba. 

Bajo estas circunstancias, el Congreso trabajó 
continuamente,, desde el 21 en que se reunió al 30 de 
noviembre en que se declaró legítimamente instalado; asi 
como, del lo. de diciembre de 1916 hasta el 3l de enero de 
19l7, fecha en que se clausuró; dedicó seis sesiones a su 
reglamento y 60 al estudio del proyecto de las iniciativas. 
cabe señalar que en la sesión séptima nombró a la Comisión 
de Constitución y en la veintiún a una segunda, pues no se 
bastó la primera. 

El articulo 27 r·ue, entre otros, uno de los 
últimos articulas en debatirse y aprobarse; lo cual acaeció 
en sesión permanente el 29 de enero de l9l7. El 
Constituyente hab1a pospuesto indef inidamcnte el debate 
sobre el artículo, pues bien sabia que éste encerraba el 
problema mñs trascendental de la Revolucion: el régimen de 
la propiedad y la cuestión agraria. 

En consecuencia, Pastor Rouaix, extraordinario 
diputado constituyente que tan activamente trabajo en la 
parte social de la Constitución, junto con un grupo de 
diputados y con el auxilio del licenciado Andrés Malina 
Enríqucz; se dieron a la tarea de redactar en la capilla 
del Palacio Obispal de la ciudad de Querétaro, el proyecto 
del articulo 27 (as1 como el del 123); que después fue 
enriquecido por la comisión de constitución. Asi, la 
Comisión redactora del proyecto lo presentó en sesión de 25 
de enero de 1917, en cuya iniciativa se expresó: "El 
artículo 27 tendrá que ser el más importante de todos 
cuanto contenga la constitución que el H. congreso viene 
elaborando. En este articulo tienen por fuerza que sentarse 
los fundamentos sobre los cuales deberá descansar todo el 
sistema de los derechos que pueden tenerse a la propiedad 
a la propiedad raíz comprendida dentro del. territorio 
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naciona1 

Fina1mente 1a misma Comisión redactora a1 
e1aborar en definitiva el proyecto, y después de haber oído 
a 1os grandes oradores de la Revo1ución Mexicana, logró 
que se aprobara, sin gran discusión, e1 texto 
constitucionai. 

ªDiario de Debates del Congreso Constituyente 1916-
J...2.J..2., Ediciones de la Comisión Nacional para las 
Celebraciones de1 175 Aniversario de 1a Independencia 
Nacional y 75 Aniversario de la Revo1ución Mexicana, 
Primera edición, México 1960, Tomo I, p. 1223. 



2. 2 • REFORMAS .. 

La evol.ución del. Estado y la sociedad en 
correlación con el progreso del campo, determinaron un 
apreciabl.e número de reformas al original artículo 27 
constitucional, que van desde 1934 hasta 1992. Reformas que 
objetivamente se impusieron con la finalidad de 
perfeccionar su redacción para esclarecer algunos de sus 
conceptos; y subjetivamente, tendientes a la actualización 
de la legislación agraria, a los cambios politicos, 
económicos y social.es que el país ha demandado, así como al 
mejoramiento de la vida en el campo. Estas son: 

Presidente Sustituto de la República Mexicana 
General Abelardo L. Rodríguez. 
Período 3-IX-32/30-XI-34. 
Promulgación DOF 30-XII-33. Publicación DOF lO-I-34. 

"Se reforma y adiciona la fracción IX; se 
adicionan las fracciones III, VI, VIII, X, XI, XII, XIII, 
XIV, XV, XVI, XVII Y XVIII. Precisa en su párrafo tercero 
que el fraccionamiento de los latifundios será para el 
desarrollo de la pequeña propiedad agrícola en explotación. 
Cambian los términos de puablos, rancherías y comunidades 
por los de núcleos de población. Agrega al párrafo tercero 
la confirmación de dotaciones de acuerdo con el decreto de 
6 de enero de 1915, y se le agrega a la fracción III. 
Establece el que las instituciones de beneficencia, 
sociedades comerciales y bancos tengan capitales impuestos 
por bienes raíces. Integra la fracción VI que habla del 
derecho a las tierras, aguas y bosques comunales por parte 
de las poblaciones que guarden estado comunal. Agrega un 
segundo párrafo a la fracción rrI, declarando nulas las 
diligencias que haya privado de tierras, bosques y aguas a 
1as comunidades que guarden estado comunal. Integra las 
fracciones VIII, IX, X, XI, XII, XIII, XIV, XV, XVI, XVII 
Y XVIII en las que se crea una dependencia directa del 
Ejecutivo Federal, encargado de la aplicación de las leyes 
agrarias y un cuerpo consultivo, una Comisión Mixta, 
Comités Particulares y Comisariados Ejidales, con las 
funciones que las leyes orgánicas reglamentarias fijen". 

Presidente de la República Mexicana 
General Lázaro Cárdenas del Río. 
Per~odo lo.-XII-34/30-XI-40. 
Promulgación DOF 24-xi-37. Publicación DOF 6-XII-37. 

"Se adiciona la fracción VII. Inc1uye la 
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declaración de la jurisdicción federa1 de las controversias 
l.imítrofes entre terrenos comunales". 

Presidente de la República Mexicana 
General Lázaro Cárdenas del Río. 
Período lo.-XII-34/30-XI-40. 
Promulgación DOF 27-XII-39. Publicación DOF 9-XI-40. 

"Se adiciona el párrafo sexto. Precisa que 
tratándose del petróleo no se expedirán concesiones, y que 
la ley regJ.amentaria respectiva determinará la forma en que 
la Nación explotará dicho recurso". 

Presidente de la República Mexicana 
General Manuel Avila Camacho. 
Período 1o.-XII-40/30-XI-46. 
Promulgación DOF 15-I-45. Publicación DOF 21-IV-45. 

"Se reforma el párrafo quinto. Instituye la 
propiedad de la Nación sabre determinados bienes en materia 
hidráulica ... 

Presidente de 1a República Mexicana 
Licenciado Miguel Alemán Valdés. 
Periodo 1o.-XII-46/JO-XI-52. 
Promulgación DOF 31-XII-46. Publicación DOF 12-II-47. 

''Se reforman y adicionan las fracciones X, XIV y 
XV. Procedencia del juicio de amparo para los que posean 
certificado de inafectabilidad; se determina l.a pequeña 
propiedad agrícola y ganadera y la extensión mínima de l.a 
unidad individual en diez hectáreas". 

Presidente de 1a República Mexicana 
Licenciado Miguel Alemán Valdés. 
Periodo lo.-XII-46/30-XI-52. 
Promulgación DOF 22-XI-48. Publicación DOF 2-XII-48. 

"Se adiciona la fracción I. Autoriza a los 
Estados extranjeros para adquirir en propiedad privada los 
inmuebles necesarios para el servicio directo de sus 
embajadas". 

Presidente de la República Mexicana 
Licenciado Adolfo López Matees. 
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Per~odo 1o.-XII-58/30-XI-64. 
Promul.gación DOF 6-I-60. Publicación DOF 20-I-60. 

"Se reforman l.os párrafos cuarto, quinto, sexto 
y séptimo, y l.a fracción I. Establ.ece el dominio directo de 
l.a Nación sobre la plataforma continental y zócalos 
submarinos. Declara propiedad de la Nación las aguas 
marinas interiores. Establece la facultad de la federación 
para crear reservas naturales mediante decl.aratoria". 

Presidente de la Repdbl.ica Mexicana 
Licenciado Adolfo López Matees. 
Per~odo 1o.-XII-58/30-XI-64. 
Promulgación DOF 23-XII-60. Publicación DOF 7-I-61. 

"Se adiciona el párrafo sexto. Establece la 
competencia exclusiva de la nación respecto a la materia 
e1.éctrica". 

Presidente de la República Mexicana 
Licenciado Luis Echeverría A1varez. 
Per~odo 1o.-XII-70/30-XI-76. 
Promu1gación DOF 7-X-74. Publicación DOF B-X-74. 

"Se reforma 1a fracción VI primer párrafo, inciso 
e de 1a fracción XII, la fracción XII y el a de la fracción 
XVII. Suprime del texto la alusión a los territorios". 

Presidente de la República Mexicana 
Licenciado Luis Echeverría Alvarez. 
Período 10.-XII-70/30-XI-76. 
Promulgación DOF 4-II-75. Publicación DOF 6-II-75. 

"Se adiciona e1 párrafo sexto y séptimo. 
Restringe la facultad de otorgar concesiones o contratos 
en materia de minerales radioactivos. Faculta a la Nación 
para el aprovechamiento de ia energía nuclear y su uso para 
fines pacíficos•'. 

Presidente de la República Mexicana 
Licenciado Luis Echeverria Alvarez. 
Periodo 10.-XII-70/30-XI-76. 
Promulgación DOF 26-I-76. Publicación OOF G-II-76. 

"Se adicionan los párrafos tercero y octavo. 
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Establece 1a zona economica exclusiva de 200 mi11as 
náuticas. incorpora las modalidades de 1a propiedad 
privada". 

Presidente de la República Mexicana 
Licenciado Miguel de la Madrid Hurtado. 
Periodo lo.-XII-82/30-XI-88. 
Promulgación DOF 2-II-83. Publicación DOF 3-II-83. 

''Se adicionan las fracciones XIX y XX. Instituye 
el desarrollo integral del campo y la justicia agraria 
expedita". 

Presidente de la República Mexicana 
Licenciado Miguel de la Madrid Hurtado. 
Periodo lo.-XII-82/30-XI-88. 
Promulgación DOF 29-VII-87. Publicación DOF 10-VIII-87. 

"Se reforma el pa..rrafo tercero. Dispone l.a 
protección al equilibrio ecológico". 

Presidente de la República Mexicana 
Licenciado Carlos Salinas de Gortari. 
Período 10.-XII-88/30-XI-94. 
Promulgación DOF 3-I-92- Publicación DOF 6-I-92. 

"Se reforman el párrafo tercero y las fracciones 
IV, VI; primer párrafo VII; XV y XVII; se adicionan 1os 
párrafos segundo y tercero a la fracción XIX y se derogan 
1as fracciones X a XIV y XVI. Da por terminado e1 reparto 
agrario, se crean los tribunales agrarios. Reconoce la 
personalidad jurídica de los núcleos de población ejidal y 
comunal. Reconoce los derechos de los ejidatarios sobre sus 
parcelas. Suprime la prohibición a las corporaciones 
civiles de tener en propiedad o administrar bienes raíces 
y la adquisición de terrenos rüsticos por parte de las 
sociedades mercantiles por acciones''-

Presidente de la República Mexicana 
Licenciado Carlos Salinas de Gortari. 
Período 1o.-XII-88/30-XI-94. 
Promulgación DOF 27-I-92. Publicación DOF 28-I-92. 

"Se reforman las fracciones II y III. Otorga 
capacidad a las asociaciones religiosas para adquirir, 
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poseer o administrar l.os bienes que sean indispensables 
para. su objeto•0 •. 

Es evidente que entre l.as reformas 11.evadas a 
cabo al precepto constitucional. en comento, l.a más 
rel.evante para los fines del presente estudio, es sin duda 
la penUltima de ellas, esto es, l.a publicada en el Diario 
Oficial de l.a Federación el. 6 de enero de 1992, pues 
incidió en la conformación de una nueva l.egisl.ación agraria 
y, por ende, en un nuevo orden de las estructuras jurídicas 
de la materia agraria. 

ucgnsti tyci ÓD política de lgs Estados Unidgs 
Mexicanps, Secretaria de Gobernación, México 1995, p.p. 177 
y ss .. .c...f..r....t. Derechos del Pueblo Mexicano, Op Cit..a.,, p.p. 134 
y ss .. 



3. INICIATIVA PARA MODIFICAR EL ARTICULO 27 CONSTITUCIONAL 
1991-1992 .. 

El 16 de octubre de 1987 -comenta Mario Ruiz 
Massieu- el entonces candidato a la presidencia de la 
Repliblica Carlos Salinas de Gortari, manifestó: "Reconozco 
los problemas que todavia enfrentamos en ocasiones en la 
tenencia de l.a tierra. Analizaré con máximo interés las 
inquietudes en torno a la políticR de subsidios del campo 
a la ciudad, y a l.a necesidad de mejorar la producción 
industrial y a la producción en el campo ... '''''. As~, para 
el. año de 1991, el ya Presidente de l.a República Licenciado 
Carlos Salinas de Gortari, ante la dif~cil situación que 
vivía el campo mexicano, anunció que seria presentado un 
proyecto de reformas al articulo 27 con~titucional, que 
atendería ese grave problema. Iniciativa que envió a la 
Cámara de Diputados, el día 7 de noviembre de ese mismo 
año .. 

La iniciativa presidencial provocó las más 
diversas reacciones; por un lado estaban aquellos que la 
apoyaban incondicionalmente, por el otro, quienes 
consideraron quo la propuesta tendía a 1~ privatización del 
campo y, por ende, al fin de la reforma agraria. sin 
embargo~ al margen de cualquier evaluación a favor o en 
contra, representó una propuesta fundamental en el marco 
del desarrollo del agro. Y puso en la discusión pública 
temas que (hasta el d.ia de hoy) han significado gran 
controversia: privatizaci.ón de tierras ejidalcs, 
legalización del arrendamiento, desarrollo de empresas 
agropecuarias y terminación del reparto agrario. 

Ahora bien, a fin de exponer las rinalidades y 
alcances de la reforma, en resumen se citan los diez puntos 
más relevantes de la iniciativa, dados a conocer por el 
entonces Presidente Salinas el 14 de noviembre de 1991 (La 
Jornada 15 de noviembre de 1991), en un acto celebrado con 
representantes del sector agropecuario y los lideres de las 
12 organizaciones campesinas que integran el Consejo 
Agrario Permanente (CAP): 

"1. - La reforma promueve justicia y libertad para 

70La Procuración Agraria en México, Varios autores, 
Obra Jurídica Mexicana, Procuradur~a General de la 
República, Gobierno del Estado de Guerrero, Primera 
edición, México 1988, Torno V, p. 4933. 
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e1 campo ••• el propósito es (proporcionar) justicia social 
efectiva, por 1a vía del empleo; la producción, la 
capacitación y el reparto equitativo de los beneficios. 
También lo es restituir al campesino la libertad para 
decidir, en condiciones adecuadas, el destino de su 
parcela .... 

2 .. - La reforma protege al ejido. Se e.leva a rango 
constitucional la propiedad comunal y ejidal ..... por la 
reforma, el ejido y la comunidad serán de ejidatarios y 
comuneros. Esto quiere decir, otorgarles el dominio sobre 
los recursos y la libertad para administrarlos .... 

3.- La reforma permite que los campesinos sean 
sujetos y no objetos del cambio ... toma corno principio el 
que los campesinos decidan con libertad el dominio pleno 
sobre la tierra 1 su manejo y administración 1 - • - crea las 
condiciones para que los campesinos decidan ... 

4.- La reforma revierte el minifundio y evita el 
regreso del latifundio. Al minifundio se le combate con 
asociaciones productivas (y la participación de sociedades 
mercantiles) que hagan viable y atractiva la ínversi6n 1 la 
aplicación de nuevas tecnolog~as, el aprovechamiento de 
mejores medios de comercia1ización 1 industrialización y 
exportación .. -

Para combatir toda pretensión de constituir 
latifundios 1 la iniciativa mantiene los limites actuales a 
la pequeña propiedad, exige fijar límites de extensión a 
las sociedades, que impida concentraciones jndividuales de 
vastas extensiones. Demanda, igualmente 1 fijar la extensión 
máxima de la parcela de un ejidatario y también los mínimos 
en el proceso de parcelación para evitar más 
fracmentaciones ... 

5. - La reforma promueve la capi talizacion del. 
campo ... La reforma dará certidumbre a la tenencia de 
la tierra. Este será un elemento decisivo para alentar 
el financiamiento al campo. Es decir, habrá más crédito 1 

más inversión 1 más capitalización en el campo al terminar 
con el temor de la afectación permanente. Para aprovechar 
esta oportunidad 1 se propone que se perrni tan sociedades 
mercantiles en el campo: con todas las restricciones ya 
señaladas ... 
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6. - La reforma establece rapidez jurídica para 
resolver rezagos agrarios. Muchos campesinos han pasado 
años solicitando se resuelvan sus peticiones; miles de 
expedientes están sin dictaminar y sin resolver. Por eso se 
propone la creación de Tribunales Agrarios; ahi habrá 
justicia pronta y expedita. Pero no se dejará solo al. 
campesino frente a 1 tribunal; precisamente una de las 
funciones de la secretaria de la Reforma Agraria será la de 
la Procuración de Justicia para los campesinos ante los 
Tribunales ... 

7.- comprometer recursos presupuestales 
crecientes al campo ... crecerán en términos reales, los 
recursos presupuestales para el campo no (se) 
provocaran movimientos migratorios masivos a las grandes 
ciudades porque vamos a generar empleo en el medio rural 1 

vinculado al campo y a la agroindustrin ... 

a.- Seguro a1 ejidatario: se subsidia parte del 
costo y se amplía 1a cobertura ... subsidiar, con cargo al 
gobierno federal, el 30% de la prima del seguro ... medida 
(que) permitirá elevar el valor asegurado por Agrcasemcx 
del 70 al 90 por ciento de la cobertura ... 

9.- Se crea el Fondo Nacional para empresas de 
Solidaridad se orientará a apoyar las actividades 
agrícolas 1 agroindustriales, de extracción y 
microindustriales. Para ello, se constituirán empresas de 
solidaridad como forma de organización para la producción 
que permita la vinculación de los campesinos, ejidatarios 
y comuneros, sus hijos y sus avecindados ... 

10.- Se resuelve la cartera vencida con Banrural 
y se aumentan los financiamientos al campo. Se transfiere 
al programa de solidaridad o a un fideicomiso, fuera de 
Banrural, la cartera vencida''· 

Al reducir a lo más esencial los puntos citados 
con antelación, esto es, a sus finnlidades o motivos; el 
licenciado Guillermo I. Ortíz Mayagoitia, manifiesta que 
"una de las finalidades concretas de 1a iniciativa fue 1a 
de ponerle fin a1 reparto agrario; pero esta decisión va 
acompañada de otros propósitos que la compensan: establecer 
la justicia agraria a través de nuevos Tribunales 
especializados, capitalizar al campo, el respeto 
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irrestricto a la pequeña propiedad y establecer nuevas 
formas de asociación de 1os ejidos 11n. 

De 1o anterior, se desprende que se dan ciertas 
respuestas a1 problema del agro, pues se da libertad y 
autonomia a los campesinos para organizarse en asociaciones 
productivas, propiciando la compactación de parcelas para 
combatir e1 minifundio; sin embargo, deja serias 
preocupaciones sobre los riesgos de acumulación de tierras 
por la vía del arrendamiento o de la compra simulada por 
parte de empresarios, caciques o comisariados ejidales; 
asimismo, al buscar la compactación de tierras, la 
explotación de grandes extensiones por empresarios y 
empresas agrícolas, las economías de escala y la 
utilización de alta tecnología y capital, propiciará el. 
desp1azamiento de los campesinos, transformándo1os de 
productores a obreros agrícolas; así como lu emigración de 
mi11ones de e1los a los centros urbanos. 

Finalmente c1 6 de enero de 1992 se pub1icó e1 
decreto de reformas en el Diario Oficial de la Federación, 
y en cumplimiento a1 articu1o Primero de sus transitorios, 
comenzó a regir el 7 de ese mismo mes y año. 

Reforma por la que se reconstituye el. articul.o 27 
de la Carta Magna, en los términos siguientes: dec1ara 
extinguido el reparto ugrario; reconoce la persona1idad 
jurídica de los núcleos de población ejidal y comuna1; así 
como los derechos de 1os ejidatarios sobre sus parcelas; 
establece la posibilidad de que las tierras de propiedad 
social se incorporen al régimen de propiedad privada, y 
viceversa; y crea la nueva jurisdicción agraria. 

Ahora bien, uno de los fines de la iniciativa de 
1991., fue el de justicia agraria a través de Tribunal.es 
Especial.izados 1 aunque ya en algunas ocasiones se hab~a 
tratado de crear a 1.os Tribunal.es Agrarios. ''La versión 
actual del artículo 27 -comenta Sergio Garcia Ramírez
proviene del decreto de reformas del. 3 de enero de 1992, 

ncurso de Amparo en Materia Agraria, Varios autores, 
Manual del Juicio de Amparo, suprema corte de Justicia de 
1a Nación, Editorial Themis, Segunda edición actua1izada, 
México 1994, p. 198. 
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pub1icado en el Diario Oficial de la Federación del 6 de 
enero. El 3 de diciembre de 1982, el (entonces) Presidente 
de 1a Madrid envió a la Cámaru de Diputados -primer paso en 
la consideración del. asunto por el Constituyente 
Permanent~, poder revisor de la Constitución- una 
iniciativa de reformas a l.os articules 16, 25, 26, 27, 
fracciones XIX y XX, 28 y 73, fracciones XXX-O, XXXIX-E y 
XXIX-F. Esta propuesta planteó un "capítulo económico" que 
renovara los textos vigentes en aquel momento. Así las 
cosas, el tema de la justicia agraria se ub.icó en esa 
circunstancia". 

"'Por lo que hace a la fórmula vigente del 
artículo 27 -prosigue el citado autor-, conviene 
puntualizar, en primer término, que el tema de la justici~ 
agraria se conserva en la fracción XIX. De ésta, el primer 
párrafo es el aportado por las reformas y adiciones de 
1982, antes mencionadas e:l segundo péirrafo de la 
fracción XIX, tomado parcialmente del anterior segundo 
párrafo de la fracción VII del articulo ~7 C. -en lo que 
respecta a J.a jurisdicción federal sobre los conflictos 
agrarios-, y aportado, en otra parte, por la reforma de 
1992"z2

• Es con la reforma antes referida, con la cual el 
asunto de la justicia agraria adquiere realidad, 
a través de los Tribunales Especializados. 

Al efecto, se transcribe la parte conducente de 
la iniciativa de reformas de 1991-1992: 

•
1 Mediantc el uso preferente de la v~a 
conciliatoria y con acciones de procuración y 
gestoría para los pueblos y campesinos es posible 
resolver el rezago agrario". 

"Para garantizar la impartición de justicia y 
definitividad en materia agraria se propone 
establecer en e1 texto constitucional, en la 
fracción VII, Tribunal.es Federales Agrarios de 
Plena jurisdicción, ellos estarán dotados con 
autonomia para resol.ver con arreglo a la 1ey de 
manera expedita, entre ellos, los asuntos 
relativos a la tenencia en ejidos y comunidades, 

22sergio Garcia Ramírez, Op. Cit., p. 32 y 34. 
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las controversias entre ellos y las referentes a 
sus limites, con ello se sustituye el 
procedimientomixtoadministrativojurisdiccional 
derivado de la necesidad de una inmediata 
ejecución•• -

De conformidad con lo antes expuesto, el actual 
art~culo 27 constitucional en su fracción XIX, a la letra 
dice: 

"XIX. Con base en esta Constitución, el Estado 
dispondrá las medidas para la expedita y honesta 
imparticidn de la justicia agraria, con objeto de 
garantizar la seguridad juridica en la tenencia de la 
tierra ejidal, comunal y de la pequefia propiedad, y apoyará 
la asesoría legal de los campesinos. 

Son de jurisdicción federal todas las cuestiones 
que por limites de terrenos ejidales y comunales, 
cualquiera que sea el origen de éstos, se hallen pendientes 
o se susciten entre dos o m6s núcleos de población; asi 
como las relacionadas con la tenenciu de la tierra de los 
ejidos y comunidades. Para estos efectos y, en general, 
para la administración de justicia agraria, la ley 
instituirá tribunales dotados de autonomía y plQna 
jurisdicción, integrados por magistrados propuestos por el 
Ejecutivo Federal y designados por la Cámara de Senadores 
o, en los recesos de ésta, por la Comisión Permanente. 

La ley establecerá un órgano para la procuración 
de justicia agraria, y ••. •• 



CAPITULO II 

LAS AUTORIDADES AGRARIAS HASTA LA REFORMA CONSTITUCIONAL DE 
1992 

1. CONCEPTO DE AU'J.'ORIDAD. 

Desde que 1os romanos dieron forma a 1a pal.abra 
"auctoritas", e1 uso de este concepto ha sído comp1ejo, 
pues se ha reinterpretado de diversas maneras y se ha 
uti1izado también con significados notoriamente diversos. 

A fin de poder definir e1 concepto de autoridad, 
citaremos 1o que sobre e1 particular se dice en algunos 
diccionarios, así como 1o que opinan algunos destacados 
tratadistas. 

En tal virtud, e1 Diccionario Enciclopédico de 
Derecho Usual, dice: "Autoridad. Dos voces fundamental.es 
presenta esta voz básica en toda sociedad organizada, 
puesto que no se ha conocido aún una experiencia social 
ampl.ia ajustada o desajustada a una auténtica anarquía (v). 
Una de e11as, en abstracto, reve1a potestad, poder, 
facu1tad, atribuciones, e incluso inf1ujo y prestigio 
persona1; 1a otra, más concreta en su encarnación humana, 
significa la persona revestida de aque1las funciones o 
aureolada con tal va1or". 

Como se observa, este primer concepto de 
autoridad es empleado en relación estrecha con 1a noción de 
poder; por tanto, existe el. prob1ema de identificar el 
término autoridad y de describir las relaciones entre ésta 
y e1 de poder. 

Sostiene Arrazo1a -continúa el citado 
diccionario- "que la autoridad constituye todo el orden 
social y moral, o es el alma y condición sine que non de 
uno y otro; porque sin ella no existiría la sociedad ni el 
orden, pues ni éste ni aquélla se conciben sin un poder 
leg~timo que ordene, con fuerza coercitiva, contra la 
desobediencia". 

Se advierte en ésta opinión, que la autoridad es 
considerada como un elemento esencial para una sociedad y 
como un poder 1egítimo de orden, que sin éste no habría 
orden y todo sería un caos; por 1o que, de igual forma que 
el anterior, es relacionado con e1 término poder. 
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Asimismo, en dicha obra se distinguen a1gunos 
tipos de autoridad: 

"Autoridad administrativa. Delegado de1. Poder 
Ejecutivo, encargado de 1a gestión de 1os actos que 
interesan a 1a administración públ.ica para cumplimiento de 
sus fines, ejecutando y haciendo ejecutar l.as l.eyes y las 
disposiciones de 1.a autoridad constituida. 

Autoridad burocrática. La legión civil. de l.a 
burocracia asimilable en más de un aspecto a l.a rígida 
estructura militar, se apoya, con algo menos de rigor, en 
una jerarquía perfectamente escalonada también. Si, en el 
Ejército, l.a discipl.ina es un imperativo para remover 
lenidades en los servicios ordinarios y vacilaciones o 
cobardías ante los riesgos de la l.ucha, el mando 
administrativo se basa en la necesidad de la resolución por 
niveles, dentro de l.a descentralización impuesta por cada 
rama administrativa. 

Autoridad constituida. Representante del poder 
público, el que en su nombre gobierna o administra, con 
independencia de la legitimidad de su nombramiento o 
procedencia. 

Autoridad eclesiástica. En lo espiritual. 
trascendente, 1a potestad o en influjo de los jerarcas de 
1a iglesia sobre los fiel.es, como pastores e intérpretes 
calificados de 1a revelación divina y los textos canónicos. 

Autoridad enemiga. En caso de invasión de ajeno 
territorio o Estado, todos los poderes políticos y 
administrativos de ia autoridad civil enemiga pasan a la 
militar del ocupante; que, en consecuencia, puede publicar 
el estado de sitio y suspender los derechos 
constitucionales, como libertad de prensa, reunión 
y asociación",,.· 

derecho 
Por otra parte, de acuerdo con l.a doctrina del 
público, e1 tratadista Alfonso Noriega canttl 

23piccionario Enci clqpédicq de perecho Usual• Editoria1. 
Heliasta, Vigésima edición, Argentina 1986, Tomo I, p. 424 
y 425-
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manifiesta que por "autoridad debernos entender aque11os 
órganos que están, en atención a lo dispuesto por 1a ley, 
investidos de facultades de decisión y de ejecución"2 •. 

Para e1 licenciado Miguel A.costa Romero 
"autoridad es todo órgano del Estado, que tiene atribuidas 
por e1 orden jurídico, facultades de decisión o de 
ejecución o alguna de ellas por separado 112~. 

Así también, e1 jurista Ignacio Burgoa se orienta 
en sentido parecido al de los dos autores anteriores, a1 
decir que "autoridad es aquel órgano estatal, de facto o de 
jure, investido con facultades o poderes de decisión o 
ejecución, cuyo ejercicio crea, raodifica o extingue, 
situaciones generales o concretas, de hecho o jurídicas con 
trascendencia particular o determinada, de una manera 
impera ti va" 2 

.... 

De éstos t~es conceptos, se observa que cuando 
los órganos de la Administración Pública Centralizada 
tienen facultades de decisión y ejecución, son consideradas 
autoridades. Sin embargo, el problema se presenta 
tratándose de organismos descentralizados y empresas de 
Estado, en los cuales, dada su variedad de actividades, y 
1o disperso de la legislación administrativa que los 
regula, en algunos casos son considerados como autoridades 
{Instituto Mexicano del Seguro Social e Instituto de 
seguridad y servicios sociales de los trabajadores del 
Estado) y en otros todavía no se define claramente ese 
carácter (Universidad Nacional Autónoma de México). 

Asimismo, se advierte que dentro de 1a 
administración pública los órganos que la integran no 
siempre tienen facultades de decisión y ejecución, sino que 

,,.Alfonso Noriega, Lecciones de Amparo, Editorial 
Porrüa, Primera edición, México 1975, p. 325. 

7 ""Miguel Acosta Romero, Teqría General dgl Derecho 
Administrativo, Editorial Porrúar Octava edición, México 
1988, p. 632. 

Mignacio Burgoa, El Jyicig de Amparo, Editorial 
Porrúa, Decimonovena edición, México 1983, p. 338. 
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puede suceder que so1o tengan 1a primera y que existan 
órganos auxi1iares que intervengan en algunos 
procedimientos previos o posteriores a 1a ejecución de sus 
determinaciones. 

Por su parte, el tratadista Rafael de Pina Vara 
manifiesta que "autoridad es 1a potestad legalmente 
conferida y recibida para ejercer una función pública, para 
dictar a1 efecto resoluciones cuya obediencia es 
indeclinable bajo 1a amenaza de una sanción y 1a 
posibilidad legal de su ejecución forzosa en caso 
necesario. se denomina también autoridad a la persona u 
organismo que ejerce dicha potestad". 

En 1a definición expuesta por este tratadista, 
sobresale el hecho de que la autoridad puede ser tanto una 
persona como un organismo, que ejerce la potestad de mandar 
y hacerse obedecer mediante un elemento coercitivo; 
situación que la hace más aceptable que las hasta aqu1.. 
citadas. 

De igual forma, el referido tratadista distingue 
diversas clases de autoridad, las cuales son: 

"Autoridad penitenciaria. La encargada de la 
ejecución de las penas. 

Autoridad responsable. Para los efectos del 
amparo es, aquella "que: dicta u ordena 1 ejecuta o trata de 
ejecutar la ley o el acto reclamado. 

Autoridad de cosa juzgada. Eficacia concedida a 
1a sentencia judicial irrevocable en cuanto se refiere a 1a 
cuestión en ella debatida y resuelta. 

La cosa juzgada puede entenderse en dos sentidos: 
En el primero, significa la imposibilidad de impugnación de 
la sentencia reca~da en el proceso, bien porque no exista 
recurso contra e11a, bien porque se haya dejado transcurrir 
el térnino señalado para interponerlo. En sentido 
substancial, la cosa juzgada entendida en el sentido de 
indiscutibilidad de la esencia de la voluntad concreta de 
la ley afirmada en la sentencia. La eficacia de la cosa 
juzgada en sentido material se extiende a los procesos 
futuros, en consecuencia, lo que se establece en la 
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sentencia pasada en autoridad de cosa juzgada no puede 
ser objeto de nuevo juicio""'7

• 

Para eJ. J.icenciado Carlos 
pa1abra autoridad proviene del 
nauctorictas, autorictatis", 1a 
acepciones: 

Are11ano Garc1.a, 1a 
sustantivo latino 

cu a J. tiene varias 

"a) Carácter o representación de una persona por 
su empleo, mérito o nacimiento; 

b) Potestad, facultad; 
e) Potestad que en cada pueblo ha estab1ecido su 

Constitución para que le rija y gobierne, ya dictando 
1eyes, ya haciéndolas observar, ya administrando justicia~ 

d) Poder que tiene una persona sobre otra que 1e 
está subordinada, como e1 padre sobre los hijos, e1 tutor 
sobre eJ. pupilo, e1 superior sobre 1os inferiores; 

e) Persona revestida de algún poder, mando o 
magistratura; 

f) Crédito y fe que, por su mérito y fama, se da 
a una persona o cosa en determinada materia; 

g) Texto, expresión o conjunto de expresiones de 
un 1ibro o escrito, que se citan o alegan en apoyo de lo 
que se dice; 

h) Autoridad de cosa juzgada: se dice de lo que 
esta ejecutoriado 112

•. 

El citado autor, como se denota, expresa algunos 
conceptos que ya hemos referido con ante1aci6n; sin 
embargo, considera a la autoridad como potestad establecida 
en un documento, es decir, una Constitución, con fines de 
gobierno. 

Por 1o que hace al ámbito fiscal, Sergio de la 
Garza declara que la autoridad administrativa tributaria 
"es quien desarrolla el procedimiento encaminado a 
lograr en última instancia, a través de pasos, el pago de1 

2 .,.Rafael de Pina Vara, Diccionario de Derechq, 
Editorial Porrúa, Decimotercera edición, México 1985, p. 
113. 

2 
.. carlos Arellano García, El Jyjcio de Amparg, 

Editorial Porrúa, segunda edición, México 1983, p. 473. 



- 35 -

tributo" .. 

La actividad administradora esta regida por el 
principio de oficiosidad y, por tanto, le corresponde a 1a 
autoridad la responsabilidad del impulso del procedimiento, 
a través de todos sus pasos, hasta la debida recaudación 
del impuesto; sin que, por consecuencia, tenga que esperar 
que e1 sujeto pasivo tome la iniciativa .. 

Además, la autoridad fiscal desarrolla una serie 
de actividades de vigilancia previa y a posteriori; así 
como de sanción, respecto a las infracciones que descubre .. 

Las obligaciones tributarias de la autoridad 
fiscal, son: la dirección del procedimiento en conformidad 
estricta con la ley; la toma de las resoluciones y acuerdos 
que discrecionalmente juzgue necesarios, para proteger e1 
pago de los créditos fiscales; y el cumplimiento de las 
demás obligaciones formales establecidas para tutelar 
aquél.. 

Asimismo, -agrega Sergio de la Garza- las 
autoridades administrativas en materia tributaria, pueden 
c1asificarse de la siguiente manera: 

"Autoridades de determinación. Entre estas se 
encuentran el secretario de Hacienda y Crédito Público 1 los 
Subsecr·~tarios de Ingresos y de Inspección Fiscal, J..a 
Direccion General Técnica, la Dirección General de 
Recaudación, las Administraciones Fiscales Regionales en el 
Distrito Federal y en las diferentes regiones de la 
República, la Dirección General de Aduanas con sus aduanas, 
la Dirección General del Registro Federal de Vehículos con 
sus Delegaciones. 

Autoridades administradoras. Para los efectos del 
Reglamentos del Código Fiscal Federal (Artículo. 20) son 
autoridades administradoras: las autoridades fiscales de l.a 
Secretaria de Hacienda y Crédito Público, de las entidades 
federativas coordinadas y de los organismos 
descentra1izados 1 competentes para conceder 1a autorización 
de que se trate. Lo son, por tanto, todas l.as que tienen 
facu1tades administrativas generales y particul.ares. 

Autoridades de vigi1ancia. Lo son ].as direcciones 
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Genera1es de Auditor~a Fisca1, de Vigi1ancia de Fondos y 
Va1ores y de1 Registro Federa1 de Vehículos, con sus 
De1egaciones Regionales. 

Autoridades recaudadoras. De acuerdo con el 
Reg1amento de1 Código Fisca1 Federa1, lo son: 1as oficinas 
de aduanas y federales de hacienda, y las autoridades 
fiscales de las entidades federativas coordinadas y de los 
organismos descentralizados, competentes para recaudar la 
contribución =ederal de que se trate, y para llevar a cabo 
el procedimiento adrninistrativo de ejecución. 

AuL.oridades de represión. son las autoridades 
encargadas de imponer sanciones, cuando descubran una 
infracción. Prácticamente todas las autoridades 
administradoras tienen f .:tcu 1 tades de imponer sanciones, 
ademas de la ?rocur3duria Fiscal de la Federación v sus 
órganos subalternos .. '°"". ~ 

Es de observar que el citado autor, refiere en 
particular a una clase de autoridad (autoridad 
administrativa tributaria o autoridad fiscal), con la cual 
no se define el termino gencrico de autoridad: sin er.tbargo, 
muestra que dicha autoridad cuenta con facult~des de 
decisión y ejecucio~. que cumplimenta. en conjunción con sus 
órganos auxiliares. 

Se advierte en las opiniones expresadas con 
ante1ación, que mientras la doctrina considera que 
"autoridad es el órgano de la administración pública, con 
facultades de decisión y ejecución''; la suprema corte de 
Justicia de la Nación ha establecido, en las tesis 
jurisprudencia1cs visibles en las paginas 519 y 520 1 

números 300 y 301, del Apéndice al Sernanario Judicial de la 
Federación, el concepto de autoridad para los efectos del 
juicio de amparo, en los siguientes términos: 

"El ~érrnino 'autoridades 1 para los efectos del 
amparo, comprende a todas aquellas personas que 
disponen de la fuerza pUblica, en virtud de 

;•sergio F.=-ancisco de la Garza, Derecho Financiero 
Mexicang 1 Editorial PorrUa, Decimoséptima edición, México 
19921 p. 657 y 658. 
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circunstar:cias, ya legal.es, ya de hecho, y que, 
por l.o mismo, estén en posibilidad raaterial. de 
obrar como individuos que ejerzan actos públicos, 
por e1 hecho de ser pública l.a fuerza de que 
disponen". 

y que tales autoridades "Lo son, no solamente l.a 
autoridad superior que ordena el acto, sino 
también las subalternas que l.o ejecuten o traten 
de ejecutarlo, y contra cualesquiera de el.las 
procede el amparo". 

Estas jurisprudencias han tenido y at.ln tienen 
gran influencia en el desarrollo del juicio de amparo. Sin 
embargo, las mismas definen l.o que debe entenderse por 
autoridad para los efectos del juicio de garantias, es 
decir, define a la llamada autoridad responsable, que ••es 
3quell.a que por especial intervención en el acto 
reclamado, está obligada responder de la 
constitucionalidad de1 mismo, en la controversia que se 
plantea ante los tribunales de la Federación, para resolver 
sobre dicha cuestión u,,,; autoridades que por su 
intervención en e.l acto reclamado pueden ser autoridad que 
dicta u ordena y autoridad que ejecuta o trata de ejecutar. 

También dicha autoridad responsable es una de las 
partes del juicio de garantías, órgano del Estado que forma 
parte de su gobierno y de quien proviene el acto que 
reclama el quejoso, por estimar que lesiona o que 
transgrede en su detrimento sus garantías individuales. 

Hasta aquí, se ha dado a conocer lo que la 
doctrina ha considerado respecto al concepto de autoridad, 
y 1o que al efecto ha manifestado la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación a través de su jurisprudencia; pero 
¿ qué se dice en relación al concepto en cuestión, en la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos ?. 

E1 primer párrafo del artículo 16 constituciona1, 
establece que: 

>°Genaro Góngora Pimentel, Introducción al Estudio del 
Juicio de Amparo, Editoria1 Porrúa, Cuarta edición 
a.np1iada, México 1992, p. 294. 
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"Nadie puede ser mo1estado en su persona, 
familia, domici1io, papeles o posesiones, sino en 
virtud de mandamiento escrito de la autoridad 
competente, que funde y motive 1a causa 1ega1 del 
procedimiento". 

Ante tal interroga~te el maestro Cipriano Gómez 
Lara, comenta que "esta referencia a la autoridad 
competente engloba a cualquier tipo de autoridad, ya sea 
1egis1ativa, administrativa o judicial. E1 gobernado tiene 
con ello la garantía de que los actos de molestia para él, 
deban provenir siempre de una autoridad competente, es 
decir, de una autoridad que debe estar actuando dentro de 
ese ámbito, esfera o campo, dentro de los cuaJ.es puede 
validamente desarro11ar o desempeñar funciones y 
atribucionesu. 

De lo expuesto por el maestro Cipriano Gómez, se 
advierte que la autoridad competente es aquella que actúa 
dentro del marco legal de competencia conferido; que de 
acuerdo con el Derecho Público, radica sobre un texto gue 
define su naturaleza y precisa sus limites; es decir, se 
funda sobre un sistema de legalidad escrita: la 
Constitución, las leyes y Jos reglamentos, los cuales 
tienen como papel justificar y repartir las diversas 
competencias en el seno del Estado y de la administración. 
En estas circunstancias, si dicha autoridad actúa fuera de 
su esfera de competencia, sus actos estarían violando una 
garantía del gobernado. 

Ahora bien, al hacer referencia a la citada 
autoridad competente, se advic::::-te por contraposición y 
consecuencia), que existen también la autoridad 
constitucionalmente incompetente y la autoridad 
incompetente; definiciones que al efecto nos son 
proporcionadas por Juan Palomar de Miguel, en su 
Diccionario para Juristas; éstas son las siguientes: 

Aquel l. a 
"Autoridad 
que no 

constitucional.mente incompetente. 
está facultada para intervenir 

ncipriano Gómez Lara I Teoría General del Prgceso, 
Editor1al. Universidad Nacional. Autónoma de México, Séptima 
edición, México 1987, p. 157. 
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en e1 conocimiento de algunos hechos de acuerdo con 1a 
Constitución. 

Autoridad incompetente. La que carece de 
competencia por cualquiera de 1as causas l.ega1es 11 n ... 

Después de haber expuesto 1os diversos conceptos 
sobre e1 término autoridad y para dar por terminado con e1 
punto que nos ocupa, se concluye que "autoridad es todo 
órgano de gobierno, investido de facultades de decisión y 
ejecución, o en su caso, con una de e11as, que pueden 
ordenar o ejecutar por sí mismas o por medio de un órgano 
auxi.J.iar una resolución, ya sea de carácter administrativo, 
legislativo o judicialº. 

nJuan Palomar de Miguel, piccjgnarig para Jyristas, 
Editorial. Mayo Ediciones, Primera edición, México 1981, p. 
149. 



1.1. AC"J.'O DE AUTORIDAD. 

Una vez determinado el concepto de autoridad y en 
virtud, de que e1 acto de autoridad resulta estar 
íntimamente vinculado con ésta, se procede al estudio del 
referido acto. 

Es natural que en un régimen de derecho -dice 
Roberto Ríos E1izondo- "se suponga que los actos del Estado 
persona moral sean actos jurídicos, es decir, 
manifestaciones de voluntad ajustadas a la Constitución, 
directa o indirectamente, y por ello significan e1 
ejercicio de un poder legal. Como toda expresión volitiva, 
el acto jurídico involucra una finalidad que no es otra que 
la de producir un efecto jurídico, bien sea al crear una 
situación jurídica, invistiendo a una persona con esta 
situación (status), o legalizando una situación jurídica 
preexistente. 

Es cierto , desde luego, que toda persona física 
o moral de derecho privado realiza una actividad, como 
parte consustancial a su existencia, pero ésta es 
diferente, por propia naturaleza, de la actividad estatal 
que, como se dijo, siempre representa el ejercicio de un 
poder legal. El Estado crea el Derecho, es decir, las 
leyes, y las aplica. Dicho de otra forma, este fenómeno 
social consiste en reconocer y expresar formalmente la 
voluntad del pueblo y en ejecutar esta voluntad. En el 
primer caso, se vale de la norma jurídica expedida por el 
legislador representante popular que es, en esencia, 
general, impersonal, y se le denomina "1ey'' o ''regla de 
derecho": en el segundo caso, se sirve de órganos o 
funcionarios administrativos o judiciales, que son, desde 
luego, personas físicas, elegidas o no por el pueblo, según 
sean los sistemas constitucionales. 

La consecución de sus fines -continúa el citado 
autor-, la creación y aplicación del derecho imprimen al 
Estado moderno un dinamismo extraordinario que requiere de 
una regulación apoyada en el derecho ptiblico y representa 
los más variados como disímbolos aspectos. Para esta 
interesante ac~ividad el Estado se organiza conforme a la 
Constitución y las leyes especiales que de ella emanan, de 
manera que los diversos órganos ejerzan una determinada 
función. Ahora bien, si el Estado entraña, por esencia, el 
poder, el mando supremo sobre la colectividad, debemos 
concluir que esas funciones significan el ejercicio de 
ese poder para casos genera.1.es y para casos concretos, 
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según se trate de crear e1 derecho o de ap1icar1o 
a situaciones individuales. 

Consideramos que e1 acto 1egis1ativo, e1 judicial 
y e1 administrativo tienen una natura1eza intrínseca que 
los caracteriza, define y distingue unos de otros. Esos 
actos en razón de su aspecto formal, tomando en cuenta 
primordia1mente a1 órgano que los emite, es útil para los 
casos de impugnación de los actos, o de hacer respetar 
ciertos principios que devienen de los derechos esenciales 
de1 hombre y de postulados doctrinales universalmente 
aceptados, como son nu11um crimen, nulla poena sine proevia 
1ege y nu11um tributum sine l.ege, que exigen la 
intervención del poder legislativo en la definición de un 
delito y en la determinación de la pena correspondiente, 
asi como en la fijación de los impuestos. Desde luego, y 
como es bien sabido, la complejidad de las funciones del 
Estado moderno su gran dinamismo y ciertas situaciones de 
conveniencia pública, hacen que los poderes legislativo y 
ejecutivo real.icen actos de materialmente jurisdiccionales; 
los poderes legislativo y judicial emitan actos de 
naturaleza administrativa, y los poderes administrativo y 
judicial formulen actos legislativos con base en la 
Conscitución .. Además siempre se aprecia que, salvo los 
actos de administración interna que requieren efectuar de 
manera permanente los poderes legislativo y judicial; los 
actos legislativos que realizan los poderes judicial 
y administrativo; o los actos jurisdiccionales que ejecutan 
los poderes legislativo y administrativo son, en rigor, de 
carácter excepcional."n. 

De conformidad con lo anterior, la organización 
polí.tica basada en la división de los poderes de la Unión 
es, conforme a la Constitución, l.a esencia de nuestro 
sistema de gobierno: pero tal división no es absoluta, 
tiene excepciones, pues cada uno de l.os poderes ejecuta 
autorizado por la Constitución, actos que corresponden a 
cualquiera de los otros. 

Asimismo 1 por virtud de una ficción l.egal, el 
Estado tiene una doble personalidad: la de carácter público 

3~oberto Rí.os El.izando 1 El Acto de Gobierno~ Editorial 
Porrú~, Primera edición~ México 1975, p.p. 229 y ss. 
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y 1a de carácter privado. Actúa como persona de derecho 
púb1ico cuando 1o hace con imperio, en ejercicio de 1as 
funciones que 1e resultan propias, dada 1a circunstancia de 
ser depositario de 1a soberan~a de la que el pueblo es 
t~tu1ar; cuando sus actos reúnen 1os requisitos que son 
típicos y caracteristicos del acto autoritario, esto es, 
cuando son unilaterales, imperativos y coercitivos. 

Por su parte, el reconocido jurista Ignacio 
Burgoa manifiesta que el ''Acto de autoridad. Es todo acto 
que proviene de cualquier órgano del poder centralizado del 
Estado y que tiene como elemantos característicos la 
unilateralidad, la imperatividad y la coercitividad. Al 
través de él se manifiesta el poder público estatal o poder 
de gobierno. 

La unilateralidad implica que p.::1.ra la existencia 
del acto de autoridad es suficiente lu voluntad del órgano 
estatal que lo emite realiza, sin necesidad del 
conscntimlento del particular o gobernado hacin quien el 
acto se dirij2t. Este elRmento permito distingui~ el a~to de 
autoridad de los actos que suelan concert~r los órganos cicl 
Estado la concurrencia de los particulares o 
gobernados, y que gencr~lmcnte se ~raducen en contr~tos de 
carácter adninistrativo o civil. 

El elemento de i~pe~atividad otorga ul acto de 
autoridad su ca:::-ácter de acto de imperio el que la 
voluntad del Estado, externada al través de1 órqano 
respectivo, se encuentra en si tuacion de hegemonía 
frente a la del particular o gobernado, cuya voluntad y 
conducta está subordinada o supeditadd a éste. 

La coercitividad consiste en la capacidad 
inherente a todo acto de autoridad para hacerse obedecer 
coactivamente por el sujeto a quien se dirija, incluso 
mediante la ruerza pública y las sanciones de diversa 
especie. El acto de autoridad es coercitivo y la conducta 
del gobernado coercible y expresa un acto de gobierno o de 
imperio propio del poder público de1 Estado. 

En hipótesis excepcional.es -sigue diciendo el 
referido autor- también sue1e registrarse el acto de 
autoridad, los elementos característicos señalados, 
cuando proviene de alguna entidad paraestata1, bajo la 
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condición de que la 1ey obligue a los órganos estatales 
centralizados del poder público a ejecutarlo coactivamente 
sin facultad para evaluarlo o cuestionarlo. 

Todo acto de autoridad consta de dos elementos a 
saber, e1 motivo determinante y el sentido de afectación. 
El primero estriba en las causas, razones, factores o 
circunstancias que 1o determinen, y el segundo consiste en 
la manera como el acto agravia al gobernado en sus derechos 
subjetivos o intereses jurídicos. En otras palabras, el 
motivo determinante responde al por qué y al para qué 
del acto, y el sentido de afectación al cómo afecta el 
acto al sujeto contra quien se dirige" ...... 

Ahora bien, con el fin de mostrar un panorama 
teórico-práctico sobre el tema; apoyo la anterior 
consideración, con la tesis visible a fojas 55 y 56, 
vo1umen 175-180, Sextu parte, del Semanario Judicial de la 
Federación, sustentada por el Tcrcc-r Tribunal Colegiado en 
Materia Administrntivu del Primer Circuito, cuyo tenor es 
e1 siguiente: 

"CONSTITUCION, VIOI_,ACIONES A LA - NO SON 
CONVALIDABLES BAJO NINGUN SUPUESTO_ El articulo 
16 constitucional ordena que todos los actos 
dictados por las autoridades de) pais, se emitan 
dentro de los catálogos de atribuciones o 
facultades expresamente establecidos por 1 n 
Constitución y las leyes. Es bien sabido que las 
autoridades solamente pueden hacer lo que 
expresamente les ~sta permitido por la 
Constitución y demás ordenamientos, por lo que si 
actúan fuera de sus atribuciones, estarán 
realizando actos viciados de incompetencia y 
violatorios del art.ículo 16 constitucional. Por 
otra parte, la constitución Federal, y 
especialmente las garantias individuales del. 
gobernado son preceptos de orden público por 
excelencia que constituyen la cima del sistema 
jurídico mexicano, razón por la cual, los 

3 "Ignacio 
Constitucional 
Primera edición, 

Burgo a , Di ce ion ax..i~· º~~-~d~e~-~D~e_r~e~Cuh~o~ 
Garantías y Amparp, Editorial Porrúa, 
México 1984, p. 16 y 17. 
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derechos consignados a favor de 1os gobernados 
son irrenunciabl.es, y los actos de autoridad que 
se dicten en contravención a tal.es garantías no 
son convalidables bajo ningún supuesto. Si un 
acto administrativo fue dictado fuera de 1as 
atribuciones que han sido otorgadas a 1a 
autoridad emisora, está viciado de incompetencia 
y es viol.atorio del artículo 16 consti tuciona1; 
por lo tanto, si contra dicho acto se promueve un 
medio de impugnación argumentándose 1 además 
precisamente el citado vicio, 1.a autoridad que 
conozca del. mismo está obligada a estudiar 1.a 
violación y de ser fundada, a hacer 1.a 
declaratoria respectiva. dejando sin efecto el. 
citado acto. No es posible que el vicio de 
incompetencia se subsane o convalide por el. 
simple hecho de que la autoridad que resuelve el. 
medio de defensa, también es competente, para 
emitir el acto impuesto, ya que lo técnico y lo 
jurídicamente correcto en ese caso, es que la 
autoridad resol.u.tora declare fundado cJ agravio 
hecho valer por la incompetencia de quien emitió 
el acto impugnado, dejándolo sin efecto, sin 
embargo. debe hacerse notar, que la autoridad en 
el primer caso actuará como la sustanciadora y 
resolutora del medio de defensa de que se trata, 
y en el segundo, como la emisora de un acto 
administrativo en perjuicio del particular, en 
ambos supuestos dentro de sus atribuciones, pero 
utilizando facultades distintas según la 
hipótesis jurídica que se presente". 

Por otra parte, el tratadista Rafael de Pina dice 
que el "acto de autoridad es aquel que realiza, en 
cumplimiento de sus funciones y dentro de 1.a esfera de sus 
atribuciones oficiales, un funcionario público revestido de 
autoridad"'~~. 

El Estado crea las leyes y 1as aplica; requiere 
de una regulación apoyada en el derecho púb1ico, es decir, 
en la Constitución y en 1as leyes especiales que de e11a 
emanan; que realiza a través de los diversos funcionarios 

>~afael de Pina Vara, Op Cit., p. l.13-
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u órganos administrativos judicial.es, a quienes l.es 
confiere facu1tades de decisión y ejecución para que 
ejerzan una determinada función; que debe de estar dentro 
de1 ámbito de competencia que l.e fue otorgada legal.mente. 

A1 respecto, es ap1icabl.e l.a tesis visibl.e en 
1a página 35, vol.umen 89, Tercera parte, del. semanario 
Judicial de l.a Federación, que dice: 

"FONDAMENTACION DE ACTOS DE AUTORIDAD. Cuando el. 
art..icul.o 16 de nuestra Ley Suprema previene que 
nadie puede ser mol.estado en su persona, sino en 
virtud de mandamiento escrito de la autoridad 
competente que funde y motive la causa legal. del. 
procedimiento, está exigiendo a l.as autoridades, 
no que simplemente se apeguen, según su criterio 
personal. ~ntimo, a una ley, si no que conozca de 
qué 1ey se trata y los preceptos de e11a que 
sirvan de apoyo al mandamiento relativo de las 
propias autoridades, pues esto ni remotamente 
constituiría garantía para e1 particular, por lo 
contrario, lo que dicho Artículo les está 
exigiendo es que citen 1a ley y los preceptos de 
e11a en que se apoyen, ya que se trata de que 
justifiquen legalmente sus proveídos haciendo ver 
que no son arbitrarios. Forma de justificación 
tanto más necesaria, cuanto que, dentro de 
nuestro régimen constitucional, las autoridades 
no tienen más facultades que las que expresamente 
1es atribuye la ley". 

Finalmente, con el objeto de delinear este tema, 
y después de haber expuesto diversas concepciones respecto 
a1 acto de autoridad; para efectos del presente estudio nos 
ad.herimos al concepto proporcionado por Rafael de Pina, que 
dice: "acto de autoridad es aquel que realiza, en 
cwnp1imiento de sus funciones y dentro de la esfera de sus 
atribuciones oficiales, un funcionario público revestido de 
autoridad". 



1.2. CONCEPTO DE AU'I'ORIDAD AGRARIA. 

A través de1 desarrollo del tema agrario, (cuya 
solución asumió el Estado Mexicano a t.í.tulo de compromiso 
pol.í.tico, social y moral derivado de las prevenciones 
agrarias como "decisiones pol.í.ticas fundamentales" de la 
Constitución) fueron apareciendo diversas autoridades que 
se encargaron del orden agrario, a quienes se les 
concedieron atribuciones administrativas, que les eran 
inherentes en virtud de su naturaleza formalmente 
administrativa, y atribuciones materialmente 

jurisdiccionales que los invest.!an de l.a 
autoridad necesaria, para resolver los numerosos litigios 
relacionados con la cuestión agraria: la tenencia y el uso 
de la tierra. Surgiendo, asimismo, las autoridades internas 
de los ejidos y comunidades. 

Dichas autoridades encargadas del orden agrario 1 

encuentran su más remoto antecedente histórico en la 
cultura azteca. Pues se tiene conocimiento, -comenta Jesús 
Sotomayor Garza- "de que ellos contaban con un tribunal 
ante quien se planteaban las controversias del Calpulli 1 

que 1 como se recordará, era una de las formas de tenencia 
de la tierra de nuestros antepasados. Este tribunal 
superior es.taba representado por tres de los más ancianos 
representantes del Calpulli. 

En las épocas subsecuentes -continúa el autor en 
cuestión-, es decir, durante la colonia, el México 
independiente, la reforma y la etapa revolucionaria hasta 
1915, fueron las autoridades comunes las que conocieron de 
los problemas agrarios, y no es sino hasta que Don 
Venustiano Carranza, en cumplimiento a las adiciones del 
Plan de Guadalupe, promulga el decreto del 6 de enero de 
1915 1 cuyo contenido respeta los principios del Plan de 
Ayala del 23 de noviembre de 1911, sobre todo en lo que se 
refiere al principio sobre la creación de dependencias 
especiales para el tratamiento de los problemas agrarios. 
En efecto 1 los artículos 4o. y 60. de ese decreto señalan 
expresamente como autoridades agrarias a las siguientes: 

I. 
II. 

III. 
IV. 
v. 

Comisión Nacional Agraria. 
Comisión Local Agraria. 
Comités Particulares Ejecutivos. 
Gobernadores de los Estados. 
Jefes Militares. 

Posteriormente, el decreto publicado en e1 año de 
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1916, seña1a a1 Presidente de 1a Repúb1ica como autoridad 
agraria; seña1amiento que fue respetado por 1.as 
1egis1aciones agrarias de 1934, l.940, 1942 y en 1a Ley 
Federal de 1a Reforma Agraria de ·1971. 

De 1as autoridades Agrarias reglamentadas en e1 
decreto de 6 de enero de 1915, la Ley de Ejidos de 1920 
suprimió a los Jefes Militares y a partir de 1934, en e1 
Código Agrario se sustituye a la Comisión Nacional Agraria 
por el Departamento Agrario y la Comisión Local Agraria por 
1a Comisión Agraria Mixta. En el Código Agrario de 1940, se 
designo como autoridad agraria al Jefe del Departamento de 
Asuntos Indígenas; sin embargo, la Ley Federal de Reforma 
Agraria de 1971 para nada menciona a tal Departamento como 
autoridad, por lo que podenos deducir que esa dependencia 
dejó de existir. 

El artículo segundo de la Ley Federal de Reforma 
Agraria, con su reforma publicada en el Diario Oficial de 
la Federación el 17 de enero de 1984, señala como 
autoridades agrarias a las siguientes: 

I. Presidente de la Repti.blica. 
II. Gobernadores de los Estados y el Jefe de1 

Departamento del Distrito Federal. 
III. Secretaria de la Reforma Agraria. 

IV. Secretaría de Agricultura y Recursos 
Hidráulicos. 

v. Cuerpo Consultivo Agrario. 
VI. Comisiones Agrarias Mixtas. 

Estas autoridades agrarias tenían su fundame~to 
en e1 Artícu1o 27 Constitucional, fracción XI (hasta antes 
de 1a reforma constitucional de 1991-1992) 1•>•. 

Actualmente, de conformidad con la reforma 
constitucional de 1991-1992, únicamente se consideran como 
autoridades agrarias a los Tribunales Agrarios (mismos que 
serán objeto de estudio en el capítulo tercero del presente 
trabajo), propiamente 11amados órganos, destinados para la 

nJesús Sotomayor Garza, El Nuevo perecho Agrario en 
~. Editorial Porrúa, Primera edición, México 1993, 
p .. p. 108 a 110. 
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para 1a impartición de 1a justicia agraria; cuyo fundamento 
se encuentra p1asmado en el párrafo segundo, fracción XIX 
de1 art~cu1o 27 de nuestra Constitución Política, que en su 
parte conducente dice: 

" ...... Para estos efectos y, en general, para la 
administración de justicia agraria, la ley 
instituirá tribunales dotados de autonom~a y 
p1ena jurisdicción, integrados por magistrados 
propuestos por el Ejecutivo Federal y designados 
por la Cámara de senadores o, en los recesos de 
ésta, por la Comisión Permanente'' .. 

En relación a tales órganos agrarios, se cita e1 
art~cul.o 10.. de la Ley Orgánica de los Tribunal.es 
Agrarios, que a l.a letra dice: 

"Articulo 10.. Los tribunales agrarios son los 
órganos federales dotados de plena jurisdicción 
y autonomía para dicta~ sus fallos, a los que 
corresponde, en los términos de 1a fracción 
XIX del Articulo 27 de la Constitución 
Po1ítica de los Estados Unidos Mexicanos, la 
administración de justicia agraria en todo el. 
territorio nacional" .. 

Tras el breve panorama histórico de las 
autoridades agrarias, has-=.a su transformación en órganos de 
justicia agraria, y tomando en consideración lo expuesto en 
1os puntos anteriores, para efectos de1 presente estudio, 
"autoridad agraria es todo aquel órgano dependiente de la 
Administración Pública Federal (dependencia) o funcionario 
púb1ico revestido de autoridad (magistrado), que dictamina 
o resue1ve una acción o prob1ema agrario, que conoce de 
oficio o que le ha sido sometido a su conocimiento y que 
ejecuta o hace cumplir su determinación conforme a la ley 
ap1icab1e al. caso concreto" .. 



2. ANALISIS HISTORICO DE LAS AUI'ORIDADES AGRARIAS. 

Entre 1as decisiones sociales de mayor 
trascendencia, concentradas en e1 texto constitucional a 
t.itu1o de mandamiento popular, se encuentra la cuestión 
agraria, el gran tema de la tierra, relación inmediata del 
hombre con su medio, condición de supervivencia y progreso, 
vértice de pasado, presente y futuro. De ahí 1a importancia 
del tema entre todos los que concurren en 1a Ley Suprema 
mexicana. 

El tema agrario está vinculado, por tanto, al 
problema de la propiedad, o bien, a las formas de tenencia 
y aprovechamiento de la tierra, sobre todo en la etapa 
rural de la sociedad (que prevaleció hasta los años 
recientes). Fue el tiempo en que la gran mayoría de los 
mexicanos vivían en el campo, de1 cua1 obtenían sus 
satisfactores para sí y para los centros urbanos, que han 
crecido incesantemente hasta ser, hoy día, el asiento 
fundamental de la población, y desplazando, también hoy en 
d~a, por varias razones, al campo. 

La historia de la cuestión agraria en México, ha 
sido compleja y larga~ Se halla en el origen de los más 
qenuinos movimientos revolucionarios, entre ellos, de forma 
particular, de la revolución social de 1.910 y los años 
siguj.entes. 

El problema del agro nació y se desarrolló 
durante la época de la colonia, al transformarse el sistema 
autóctono de la propiedad como consecuencia de la 
dominación española; alcanzando su plenitud en el 
movimiento revolucionario de 1910, cuyo génesis "radicó en 
el anhelo popuiar para remediar radicalmente la angustiosa 
situación de las grandes masas campesinas de la república, 
mediante una justa y equitativa redistribución de las 
tierras, que, para llevarse a cabo, exigía por modo 
ineludible el fraccionamiento de los latifundios en 
beneficio de los pueblos o comunidades agrarias, despojadas 
de personalidad jurídica por el artículo 27 de la 
Constitución de l.857'13"". Situación que, como ya sabemos, 
se hizo eco del clamor popular por resolver el problema del 
campo, a través del Plan de San Luis y el de Ayala. Siendo 
inminente la conflagración, la cual no terminó hasta que 

37Ignacio Burgoa, Las Garant,fas Indiyiduales, Editorial 
Porrúa, Decimoséptima edición, México 1983, 695. 
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1.os derechos de los campesinos fueron viéndose satisfechos .. 
Así, el primer intento 10 constituyó el Decreto de 12 de 
diciembre de 1914, que adicionaba al Plan de Guadalupe, 
conforme al cual se expidió la Ley del 6 de enero de 1915 .. 

De esta forma -afirma Martha Chávez Padrón- "la 
Reforma Agraria desde 1.915 y 1917 arrancó cubriendo l.a 
necesidad más inmediata y urgente que fue la del reparto 
agrario. Esta etapa comprende en su aspecto amplio y 
prioritario desde 191 7 a 1970. A su vez, abarca otras 
subetapas como fueron la fijación de los lineamientos 
jurídicos fundamental.es del ejido como institución 
predominante en el. campo mexicano, tarea que ocupó un 
período que va desde 1915 hasta 1934 fecha del primer 
Código Agrario. Después de esta fecha, comenzó la etapa del 
gran reparto agrario con Lázaro Ccirdenas ~ etapa que se 
extendió en cifras de magna consideración hasta final.es del 
sexenio de Gustavo Díaz Ordaz, o sea, hasta 1970. 

La secuela evolutiva de la legislación agraria 
puede seguirse en los siguientes Ordenamientos Legales: 

Ley de Ejidos del. 30 de diciembre de 1920. 
Reglamento Agrario del 10 de abril de 1922. 
Ley Reglamentaria sobre Repartición de Tierras 
Ejidales y Constitución del Pat!:'"imonio Parcelario 
Ejidal. del 19 de diciembre de 1925. 
Ley de Dotaciones y Restituciones de Tierras 
y Aguas del 23 de abril de 1927. 
Ley del Patrimonio Ejidal del 25 de agosto de 
1927. 
Ley de Restituciones y Dotaciones de Tierras 
y Aguas del 21 de marzo de 1929. 
Decreto del 23 de diciembre de 1931. 
Decreto del 10 de enero de 1934. 
Código Agrario del 22 de marzo de 1934. 
Código Agrario del 23 de septiembre de 1940. 
Código Agrario del. 30 de diciembre de 1942. 
Ley Federal de la Reforma Agraria del 16 de marzo 
de 1971 1n• y , 
úl ti mamen te l.a Ley Agraria del 7 de enero de 1992 .. 

38E1 Derecho Agrario de la Revolución, Obra Jurídica 
Mexicana, Op cit , p. 555 .. 



2.1. LEY DE 6 DE ENERO DE 1915. 

No es óbice seña1ar, que en aquél momento de 1a 
historia de México ( 1914), -dice Jesús Silva Herzog
"mientras en l.a capital de l.a República imperaba la 
anarqu~a y l.a Convención militar revo1ucionaria continuaba 
desintegrándose, en Veracruz el Primer Jefe del Ejército 
Constitucional.ista Encargado del. Poder Ejecutivo de l.a 
Unión (Venustiano carranza, radicado en ese Estado por las 
cuestiones políticas que imperaban en el país), adicionaba 
el. Plan de Guadal.upe por decreto de 12 de diciembre de 1914 
y expedía el 6 de enero de 191.5 la ley con l.a cual se 
inició en nuestro país la reforma agraria. 

Del decreto de 12 de diciembre citado con 
anterioridad, -prosigue el mismo autor- conviene 
transcribir el artículo segundo que es, sin duda, (para 
efectos del presente estudio) de importancia 
y trascendencia social. Dice así: 

Art. 20. E1 Primer Jefe de la Revolución y 
encargado de1 Poder Ejecutivo expedirá y pondrá 
en vigor, durante 1a lucha, todas la leyes, 
disposiciones y medidas encaminadas a dar 
satisfacción a las necesidades económicas, 
sociales y políticas del país. efectuando las 
reformas que la opinión exige coroo indispensables 
para restablecer el régimen que garantice la 
igualdad de los mexicanos entre sí; leyes 
agrarias que favorezcan la formación de la 
pequeña propiedad, disolviendo los latifundios y 
restituyendo a los pueblos las tierras de que 
fueron in justamente privados: leyes fiscales 
encaminadas a obtener un sistema equitativo de 
impuestos a la propiedad raíz; legislación para 
mejorar la condición del peón rural, del obrero, 
del minero y, en general, de las clases 
pro1etarias; establecimiento de la libertad 
municipal como institución constitucional; bases 
para un nuevo sistema de organización del. Poder 
Judicial Independiente, tanto en la Federación 
como en los Estados; revisión de las leyes 
re1ativas al matrimonio y al estado civil. de las 
personas: disposiciones que garanticen e1 
estricto cumplimiento de las leyes de Reforma~ 
revisión de los códigos Civil, Penal y de 
Comercio; reformas del procedimiento judicial, 
con el propósito de hacer expedita y efectiva la 
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administración de justicia; revisión de 1as 
1eyes relativas a 1a explotación de minas, 
petróleo, aguas, bosques y demás recursos 
naturales del país, y evitar que se forro.en otros 
en 1o futuro; reformas po1 i ticas que garanticen 
1a verdadera aplicación de 1a Constitución de 1a 
República y en general todas las demás l.eyes que 
se estimen necesarias para asegurar a todos los 
habitantes del país la efectividad y el pleno 
goce de sus derechos, y la igualdad ante la 
ley"""' .. 

Es de observar, que el articulo transcrito 
contiene promesas legisla"tivas tendientes a transformar 1.a 
organización del pais en aspectos fundamentales: con las 
cuales se reconoce que Carranza cumplió con algunas de esas 
promesas, entre las que cabe señalar la Ley de la Reforma 
Agraria y la Ley de Relaciones Familiares. 

Es sabido que ésta la ley fue redactada por el 
licenciado Luis Cabrera, conforme a lns ideas que había 
expresado en su célebre discurso el 5 de diciembre de 1912, 
sobre la reconstitución de los ejidos de los pueblos ante 
1a Cámara de Diputados. Consto de nueve considerandos y 
doce artículos de enorme interés y transcendencia. Don 
Lucio Mendieta J' N\.lñez respecto a la exposición de motivos 
de esta Ley, nos dice que "sintetiza la hi-storia del 
prob1ema agrario de Méxi~o, señalando, entre las causas del 
malestar y descontento de las poblaciones agricolas el 
despojo de los terrenos de propiedad comunal o de 
repartimiento de las tierras que les fueron concedidos por 
el Gobierno colonial como medio de asegurar la existencia 
de las clases ind~genas. Se indican los actos ~ediante los 
cua1es se llevó a cabo ese despojo a raíz de haber sido 
individualizada la propiedad comunal arregl.o a las 
1eyes de desamortización, y se tienen por tales las 
concesiones, composiciones o ventas concertadas con los 
ministros de Fomento y Hacienda, o a pretexto de apeos y 
desl.indes, para favorecer a los que hacían denuncios de 
excedencias o demasias y a 1as llamadas Compañías 
Deslindadoras: pues de todas maneras se invadieron los 
terrenos que du=ante largos años pertenecieron 

3•Jes~s Silva Herzog, Op cit ~ p.p. 166, 168 y 169. 
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a los pueb1os y en 1os cuales tenían éstos 1a base de su 
subsistencia •.• deduce 1a conveniencia de restituir por 
justicia y de dotar por necesidad, tierras a los pueblos 
desposeídos o carentes de ellas. 

Los puntos esenciales de la ley -sigue el citado 
autor- son los siguientes: 

Declara nulas las enajenaciones de tierras 
comunales de indios, si fueron hechos por las autoridades 
de los Estados en contravención a lo dispuesto en la Ley 
del 25 de junio de 1856. Declara igualmente nulas todas las 
composiciones, concesiones y ventas de esas tierras hechas 
por la autoridad federal, ilegalmente y a partir del 
10. de diciembre de 1870. Por último, declara la nulidad de 
las diligencias de apeo y deslinde practicadas por 
compañías deslindadoras o por autoridades 1oca1cs 
federa1es, en e1 período de tiempo antes indicado, si 
con el1as se invadieron ilegalmente 1as pertenencias 
comunales de los pueb1os, rancherías, congregaciones o 
comunidades indígenas"•º. 

Para 1a resolución de todas las cuestiones 
agrarias ºse crearon: La Comisión Nacional Agraria, la 
Comisión Local. Agraria y los comités Ejecutivos en cada 
Estado (y) estableció el. modo de iniciar el 
procedimiento (para dotar o restituir ejidos), presentando 
1a sol.icitud ante los Gobernadores o los Jefes 
Mil.itares"º· 

De esta forma 1a 
encar9actas para resolución 
agrarias, punto en el que 
esencial, motivo del presente 
1o subsecuente .. 

Ley crea a ].as autoridades 
de todas las cuestiones 
se encuentra el. elemento 
estudio, y que se expone en 

Los artículos 4o. y 60 .. de 1a Ley de 6 de enero 
de 1915, dicen: 

•°Lucio Mendieta y Ntlñe2, Op. Cit., p. 189 y 190. 

nMartha Chávez Padrón, El problema Agrarj o y el 
perecho Agrario en México, Editorial Porrtla, 
Vigesimosequnda edición, México 1991, p. 267. 
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"Art:í.culo 4o. Para los efectos de esta 1.ey Y 
demás leyes agrarias que se expidieren, de 
acuerdo con el programa pol:í.tico de 1a 
Revolución, se crearán: 

I. Una Comisión Nacional Agraria de nueve 
personas y que, presidida por el secretario de 
Fomento, tendrá las funciones que esta 1ey y 1as 
sucesivas le señalen; 

II. Una Comisión Local Agraria, compuesta de 
cinco persona, por cada Estado o Territorio de 1a 
República, y con las atribuciones que las leyes 
determinen; 

III. Los comités Particulares Ejecutivos que en 
cada Estado se necesiten, los que se compondrán 
de tres personas cada uno, con las atribuciones 
que se les señalen. 

Art~culo 60. Las solicitudes de restitución de 
tierras pertenecientes a los pueblos que hubieran 
sido invadidos u ocupados ilegítimamente, y a que 
se refiere el artículo 10. de esta 1ey, se 
presentarán en los Estados directamente ante los 
gobernadores, y en 1os territorios y Distrito 
Federal, ante las autoridades po1íticas 
superiores, pero en los casos en que la falta de 
comunicaciones o e1 estado de guerra dificultare 
1a a ce ion de los gobernadores, 1as sol ici tu des 
podrán también presentarse ante los jefes 
militares que estén autorizados especialmente 
para e1 efecto por el encargado del Poder 
Ejecutivo; a estas solicitudes se adjudicaran los 
documentos en que se funden. 

También se presentarán ante las mismas 
autoridades las solicitudes sobre concesión de 
tierras para dotar a los pueblos que carecieren 
de ellos, o que no tengan títulos bastantes para 
justificar sus derechos de reivindicación"•=-. 

Al hacer una minuciosa lectura de los arti.culos 
antes citados, se desprende que las autorid~des agrarias 

ºJesús Silva Herzog, Op Cit , p. 208 y 209. 
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eran las siquientes: 

J:. 
J:J:. 

J:J:J:. 
J:V. 
v. 

Comisión Nacional Agraria. 
comisión Loca1 Agraria. 
comités Particulares Ejecutivos. 
Gobernadores de 1os Estados. 
Jefes Militares. 

Cabe decir que en ésta Ley ya se considerada a1 
Presidente de la República como autoridad, según se señaló 
en su artículo 9o.; sin embargo, ello no fue expresamente 
as~, sino hasta el decreto de 19 de septiembre de 1916, con 
el que se reforma la Ley. Estas autoridades ten.!an una 
función determinada, que se desprende de su intervención en 
el procedimiento de dotación o restitución de tierras. 

El. órgano rector era la Comisión Nacional 
Agraria, de la cual dependía la Comisión Local Agraria y, 
de ésta, el. Comité Particular Ejecutivo (art. So.). Estos 
\11 timos, eran nombrados por "los gobernadores de los 
Estados o, en su caso, (por) 1os jefes militares de cada 
región autorizada por el encargado del Poder Ejecutivo" 
(art. 12). 

El procedimiento, se llevaba 
siguiente manera: 

cabo de l.a 

Las solicitudes de restitución o dotación de 
tierras se presentaban "en los Estados directamente ante 
ios gobernadores, y en 1os Territorios y Distrito Federal, 
ante las autoridades políticas superiores, pero en los 
casos en que la falta de comunicaciones o el. estado de 
guerra dificultare la acción de l.os gobiernos locales", 
tal.es solicitudes podrían presentarse ante "los jefes 
militares que estén autorizados para el efecto". Tratándose 
de restitución, era necesario acompañar los documentos que 
acreditaban el derecho a ella (art. 60.). 

El gobernador o jefe militar que había recibido 
la solicitud, oyendo "el parecer de la comisión local. 
agraria sobre la justicia de las reivindicaciones y sobre 
1a conveniencia, necesidad y extensión en las concesiones 
de tierras para dotar de ejidos, y resoiverá si procede o 
no 1a restitución o concesión que se solicita''· Si dicha 
so1icitud era procedente, el.. gobernador turnaba el. 
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expediente a1 Comité Particu1ar Ejecutivo correspondiente, 
para 1a identificación, des1inde y medición de1 terreno y 
proceder a 1a entrega provisional de 1a tierra a 1os 
solicitantes (art. 7o.). 

La resol.ución del gobernador o jefe mil.itar ten.i:a 
"el carácter de provisional", y eran ejecutadas por "e1 
comité particular ejecutivo, y el expediente, con todos sus 
documentos y demás datos que se estimaren necesarios, se 
remitirán despues a la comisión 1oca1 agraria, la que a su 
vez, lo elevará con un informe a la Comisión Nacional 
Agraria" (art. So.); la Comisión Nacional dictaminaba sobre 
la aprobación, rectificación o modificación de dichas 
resoluciones, cuyo dictamen era remitido al encargado del 
Poder Ejecutivo de la Unión, a fin de que expidiera los 
t.i:tul.os definitivos de propiedad en favor de los pueblos 
interesados (art. 90.); quienes iban a gozar en común de 
1as tierras dotadas o restituidas, mientras una ley 
reglamentaria establecía las condiciones en las que hab~an 
de quedar tales terrenos, así como, la ocasión y forma de 
hacer el reparto entro los vecinos (art. 11). 

Las tierras para las dotaciones eran tomadas de 
las haciendas colindantes con los pueblos solicitantes, 
quedando los propietarios de éstas, facultados para 
reclamar "ante los tribunales a deducir sus derechos dentro 
de1 término un ano, a contar desde la fecha de dichas 
resoluciones, pues pasado este término ninguna reclamación 
será admitida". En el caso de que dicho propietario hubiera 
obtenido una sentencia favorable a sus intereses, ésta 
"sólo dará derecho a obtener del Gobierno de la Nación 1a 
indemnización correspondiente", teniendo también e1 término 
de un año para reclamar el pago de dicha indemnización. 
(art. l.0)'" 3

• 

De esta forma, la idea fundamental de la Ley del 
6 de enero de 1915 aspiraba a proporcionar medios de vida 
a mil.es de familias paupérrimas y a elevar su nivel 
económico y cultural, mediante 1a dotación o restitución de 
tierras, pues ello les daría los productos necesarios para 
subsistir. No obstante, al expedirse la ley en una época en 
1a que imperaba aún la guerra civil, ésta se reaiizó 

..,~ Jesús Sil.va Herzog, op. cit .. , p.p. 207 a 211. 
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de forma defectuosa irregu1ar .. 

Asimismo, se consideró que 
provisional de 1as resoluciones emitidas 
restitución de tierra, constitu~an un punto 
en cuestión, ya que dejaban en situación 
pueb1os y a 1os hacendados .. 

e1 carácter 
por dotación y 
débil. de l.a 1.ey 
incierta a l.os 

Durante los dos años posteriores; se dictaron 
diversos documentos que complernen~aron la Ley del 6 de 
enero de 1915, entre éstos se encuentran 1.os siguientes: 

"Circular de 19 de enero de 1915, con la cual. se 
previno a los Gobernadores de los Estados para que 
procedieran a1 nombramiento de las comisiones Locales 
Agrarias. 

Acuerdo de 19 de ene!:""O de 1916; por el que señal.a 
que la aplicación del Decreto de 6 de enero de 1915 era de 
carácter general. 

Circular de 24 de marzo de 1916, mediante la 
cual se señaló la extens~ón que debían tene~ los ejidos que 
se restituyeran o dotaran a los pueblos. 

Circular de 30 de j~nio de 1916 1 a través de 
ésta excl.uyó a .las ciudades de la dotación y concedió dicha 
dotación seg~n la categoría del centro de población de1 que 
se tratare .. 

Circular de 29 de julio de 1916, por la que 
concreto los derechos para solicitar rei'\.~indicación de 
ejidos. 

Decreto de 19 de septiembre de 1916; por medio 
de1 cual se modifican los artículos 7o.; So .. y 9o .. de 1a 
Ley de 6 de enero de 1915; en el sentido de que .las 
dotaciones y restituciones serian definitivas, para lo cua1 
se ordenó que no se llevara a cabo providencia alguna en 
definitiva; sin que los expedientes fue!:""an revisados por .la 
Comisión Nacional Agraria y aprobado el dictamen de la 
misma por el Ejecutivo; .luego entonces; e.l Presidente de .la 
República fue investido como autoridad agraria; pues era de 
su incumbencia otorgar 1os títulos definitivos de las 
tierras restituidas o dotadas los so.licitantes 
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campesinos .. 

Circular de 11 de diciembre de 1916, sefta16 
como competente para conocer 1a tramitación de1 expediente 
para dotar o restituir a un puebl.o de tierras, a 1a 
comisión Loca1 Agraria de 1a Entidad correspondiente. 

Circular de 10 de enero de 1917, mediante 1a 
que se ordenó la activación de las solicitudes de 
restitución y dotación. 

Circular de 24 de enero de 1917, por la que se 
señalan los datos que deb~an constituir un expediente de 
dotación .. 

Circular de 10 de febrero de 1917, ordenó 1a 
tramitación por separado de los expedientes de restitución 
y dotación" ..... 

Respecto a ésta ley dice Mario Ruiz Massieu, 
contemp16 las primeras medidas tendientes a "favorecer 
al sector campesino en l.a sol.ución de l.os problemas 
agrarios más urgentes, como 1o eran la necesidad de 
restituir y dotar de tierras y aguas, I.a nu1ificación de 
actos jurídicos con los que se pretendían despojar 
ilegal.mente de sus tierras a los campesinos, y la creación 
de las comisiones nacional y local.es agrarias, as~ como de 
los comités particulares ejecutivos, como primeros órganos 
encargados de estas funciones" .. ~ .. 

Posteriormente, 1a Ley fue reformada el. 3 de 
diciembre de 1931, y por último, al reformarse e1 artículo 
27 constitucional. en 1934 (como se verá en su momento), 
desapareció de la legisl.ación agraria pues ya no se le 
consideró como ley constitucional. 

ºLa Evol.ución del. Derecho Agrario en México, Op cit., 
p. 907. 

45La Procuración Agraria en México, Obra Jurídica 
Mexicana, op cit , p .. 4937 .. 



2 ... 2 ,. ARTXCULO 27 CONSTJ:TUCXOHAL DE 191 7 ... 

Toda vez que e1 presente punto fue comentado con 
amplitud en e1 cap~tu1o primero de éste trabajo, me 
permitiré reiterar \lnicamente algunas de 1as ideas ya 
señaladas; tratando, a1 efecto, de concretizar. 

A través de l.a historia de México, destacaron 
diversos personajes que percibieron l.a magnitud de 1a 
problemática agraria; quienes en su momento expresarón tal 
situación, consientes de que el problema tendría como 1.inica 
forma de solución l.a redistribución equitativa de l.a 
tierra; sin embargo, para que dicha redistribución pudiera 
realizarse, tuvo que pasar mucho tiempo, a lo largo del. 
cua1 el. sector campesino vivió en una verdadera esclavitud, 
que cul.minó con l.a revolución de 1.91.0. Final.mente, tal 
postulado capital fue reconocido y concentrado en el texto 
del. artículo 27 de la Constitución de 1917, a titulo de 
mandamiento popular básico. 

Al efecto, se transcribe lo que el diputado Juan 
de Dios Bojórquez dijo en el. célebre Congreso constituyente 
de l.916-1917: 

"Señores diputados: En estos momentos se ha 
iniciado el debate más importante de este 
Congreso: tenemos a nuestra vista, tenemos que 
estudiar, durante estos debates, el probLema 
capital de la revolución, y el que más debe 
interesarnos, porqu1~ ya en la conciencia de todos 
l.os revolucionarios está que si no se resuelve 
este asunto, continuará la guerra••• ... 

Ahora bien, el documento que constituyó l.a 
primicia del postulado constitucional. fue la Ley del. 6 de 
enero de 1915, pues ésta se elevó a la categoría de l.ey 
constitucional., con sus lineamentos y finalidades 
general.es, en el art.ículo 27 de la constitución de la 
RepUblica, expedida en la ciudad de Querétaro el 5 de 
febrero de 1917; pasando a ser el antecedente indiscutible 
del artículo 27 constitucional. 

En éste orden de ideas, el. alumbramiento del. 
art~cul.o 27 constitucional. se dá al. convocado el. 

u.Diario de Debates del Congreso Constituyente 1916-
1917, Op Cit., p. 1084. 
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Congreso Constituyente en 1916, culminando 1a madrugada de1 
31 de enero de 1917 en la que se aprobó el texto 
consti tuciona1, y que a su vez clausuró la tarea del 
Congreso. De tal forma, el citado artículo consideró el 
problema agrario en todos sus aspectos, pues trató de 
resolverlo por medio de principios generales, que habr~an 
de servir de norma para la redistribución de la tierra y el 
futuro equilibrio de la propiedad rústica. 

Por lo tanto, dicho postulado constitucional -en 
su origen- contuvo cuatro nuevas direcciones: 

"lo. Acción constante del Estado para regular el 
aprovechamiento y la distribución de la propiedad de I.a 
propiedad y para imponer a ésta las modalidades que dicte 
el interés público. 

20. Dotación de tierras 
pob1ación necesitados. 

l.os núc1eos de 

3o. Limitación de la propiedad y fraccionamiento 
de 1atifundios. 

40. 
propíedad"'"". 

Protección y desarro1lo de 1a pequeña 

Como se puede observar, una de estas direcciones 
que se concentraron el texto constitucional, no son más que 
el punto fundamenta1 de la Ley del 6 de enero de 1915, esto 
es, 1a dotación y restitución de tierras. 

A1 efecto, se transcribe la parte conducente de1 
texto del artículo 27 de la Constitución de 1917, en 1a que 
se pueden apreciar dichos lineamientos fundamentales: 

"Los pueblos, rancherías y comunidades que 
carezcan de tierras y aguas, o no las tengan en 
cantidad suficiente para las necesidades de su 
pobl.ación, tendrán derecho a que se les dote de 
ellas, ••. En consecuencia, todas las tierras, 
bosques y aguas de que hayan sido privadas las 
corporaciones referidas, serán restituidas 

•7I,ucio Mendieta y NUñez, Op Cit., p. 194. 
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a éstas con arreg1o al. decreto de 6 de enero de 
1915, que continuará en vigor como 1.ey 
constitucional." .. 

En consecuencia, debido a que l.a Ley del. 6 de 
enero de l.915 fue el.evada a rango constitucional. en el. 
texto del. art~cul.o 27 de l.a Constitución de 1917; no hay 
grandes modificaciones en el. tema de nuestro estudio .. Y 
puesto que tal. l.ey ha sido comentada en el. punto anterior, 
se procede al. anál.isis del. Código Agrario de 1934 .. 



2.3 ... CXlDIGO AGRARIO DE 1934. 

Antes de comentar e1 punto que nos ocupa, es 
necesario hacer 1os siguientes p1anteamientos: 

Tanto el artículo 27 constitucional corno la Ley 
de 6 de enero de 1915, sólo contenían los lineamientos 
fundamentales de la Reforma Agraria; los cuales para 
poderse 11evar a 1a práctica tuvieron que haber exigido, 
desde luego, de una reglamentación, pero que como es sabido 
no existió; sin embargo, 1a entonces comisión Nacional 
Agraria creada por 1a citada ley, expidió una serie de 
circulares a medida que se advertían determinadas 
necesidades o que se presentaban problemas de 
aplicación de leyes fundamentales. De tal modo, éstas 
organizaron las cuestiones sustantivas y adjetj_vas a la luz 
de las disposiciones constitucionales, dando origen a 1a 
Legislación Reglamentaria Agraria. 

Ahora bien, "por decreto de 9 de enero de 1934, 
publicado en el Diario Oficial de la Federación el día 10 
del mismo mes y año, fue reformado el articulo 27 
constitucional. Para esa fecha, ya se había especulado 
bastante sobre el mencionado precepto, con distintos 
criterios; pero, de todos modos; aparecían como resultado 
de críticas y estudios realizados sus principales defectos, 
sus más notab1es lagunas, que produjeron en la práctica 
y en la legislación reglamentaria vac.il.:lciones, hasta 
contradicciones lamentables. La reforma del artículo 27 
constitucion~l se imponía para perfeccionar su redacción, 
para escl.arecer al.gunos de su:s conceptos; pero, 
desgraciadamente, la transformación de que fue objeto no 
tocó los puntos fundamentales". Sin embargo, "se 
introdujeron nuevas disposiciones de carácter procesal. que 
no deben figurar en los textos constitucionales, porque los 
procedimientos requieren con más frecuencia ser reformados 
para adaptarlos a las exigencias de la práctica y la 
reforma de la Constitución ofrece mayores dificultades que 
la reforma de 1.as leyes comunes". 

Con independencia de lo anterior, una "de las 
reformas sustanciales que se hicieron al art.iculo 27 
constitucional. (y que resultan de importancia para efectos 
del. tema), es la que se refiere a las autoridades agrarias. 
Considerándose incorporado al texto del antiguo art~culo 
27, el de la Ley del 6 de enero de 1915, las autoridades 
agrarias eran las señaladas en dicha 1ey. Según la reforma, 
ias autoridades agrarias son las siguientes: 
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Presidente de l.a Repúb1ica. 
Departamento Agrario. 
Gobernadores de los Estados. 
Comisiones Agrarias Mixtas. 
Comités Particu1ares Ejecutivos. 
Comisariados Ejida1esn••. 

Como se observa, la organización administrativa 
encargada de rea1izar 1a Reforma Agraria, era l.a misma que 
1a de 1a Ley de 1915; sól.o habían cambiado algunos nombres 
y 1a forma de integrar el trámite. Así, la Comisión 
Nacional Agraria era ahora el. Departamento Agrario y su 
cuerpo consultivo; 1.as Comisiones Local.es Agrarias eran las 
Comisiones Agrarias Mixtas; por lo que hace a los Jefes 
Mil.itares, éstos ya no se consideraron como autoridades 
aqrarias, desde l.a Ley de Ejidos de 28 de diciembre de 
1920, toda vez que las condiciones del país ya no hacían 
necesaria su intervención; respecto a las otras, ya 
existían con ese nombre en leyes anteriores. La 
trascendencia de la reforma estribó, en 1a integración del 
Cuerpo Consultivo y, sobre todo, en el de las Comisiones 
Agrarias Mixtas, pues en la anterior organización las 
Comisiones Locales Agrarias eran designadas por los 
gobernadores de 1os Estados y en cambio las Comisiones 
Mixtas se integradas por igual número de representantes de 
la Federación y del Estado respectivo y por un 
representante de los campesinos. Se trató de romper así, 
con la preeminencia política que los gobernadores 
tenían sobre las anteriores Comisiones Locales Agrarias. 

A raíz de las reformas introducidas en el 
articulo 27 constitucional, se hizo indispensable 
actualizar la legislación agraria a fin de actualizarla 
conforme a1 precepto constitucional reformado. En aquél. 
año, la abundancia de 1eyes existentes sobre la materia, 
que eran objeto de cambios frecuentes, sembraba una 
confusión 1egis1atíva: asi que se convino en reducir las 
disposiciones relativas a la Reforma Agraria, en un só1o 
ordenamiento, al que se 1e nombró Código Agrario. 

Asi, "el primer Código Agrario en México -comenta 

ºLucio Mendieta y NUñez, Op Cit., p.p. 239, 241 y 
242. 
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David Garc~a Estrada-, se publicó en e1 Diario Oficial de 
1a Federación el 12 de abril de 1934, mismo que reúne en 
forma ordenada y coherente los antecedentes de 1os diversos 
ordenamientos agrarios expedidos a la fecha, eliminando con 
e11o la dispersión de las disposiciones agrarias, 
propiciando y facilitando con eso su aplicación" ... 
Situación que consolida la autonom~a formal o legislativa, 
ya que reunió los preceptos contenidos en diversos 
ordenamientos agrarios expedidos hasta esa fecha. 

En éste Código "se conservó, en parte, la 
estructura, el esp~ritu y la letra de la Ley de Dotaciones 
y Restituciones de Tierras y Aguas, a la cual derogó y se 
consideraron los puntos esenciales de las leyes y decretos 
que a partir de la re:Corma de la Ley del 6 de enero, 
modificaron profundamente la legislación y la política 
agrarias. También reune las materias de otras leyes como la 
Reglamentación sobre Repartición de Tierras Ejidales y 
Constitución del Patrimonio Parcelario Ejida1, la de Nuevos 
Centros de Población Agrícola y la Responsabilidad de 
Funcionarios en Materia Agraria••~. 

Originalmente el Código de 1934, constó de diez 
títulos en ciento setenta y ocho artículos y siete 
transitorios. El titulo primero refería las 
autoridades agrarias; el segundo era relativo a las 
disposiciones comunes a las restituciones y dotaciones de 
tierras y aguas; el tercero trato sobre la capacidad 
jurídica comunal, así como individual y la pequeña 
propiedad; el cuarto se seilaló el procedimiento en materia 
de dotación de tierras y en el quinto la dotación de aguas; 
en relación al sexto título la creación de nuevos centros 
de población; el t~tulo séptimo trató sobre el Registro 
Agrario Nacional; el octavo el régimen de propiedad 
agraria; noveno y décimo, respectivamente, las 
responsabilidades y sanciones, así como 1as disposiciones 
generales. 

Es evidente, que el título que nos incumbe es e1 

..,'La Evolución del Derecho Agrario en México, Obra 
Jur~dica Mexicana, Op Cit., p. 913 y 914. 

~Lucio Mendieta y Núñez, op Cit , p. 245 y 246. 
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primero. ya que en éste se encuentra consignado el. tema 
central. de nuestro estudio; mismo que al. efecto se pasa 
a su anál.isis. 

"El. art~cul.o 1o. de éste primer Código considera 
como autoridades agrarias a l.as siguientes: 

I. Presidente de 1a Repúb1ica. 
II. Titul.ar del. Departamento Agrario. 

XII. Gobernadores de las Entidades Federativas. 
IV. Comisiones Agrarias Mixtas. 
v. Comités Ejecutivos Agrarios. 

VI. Comisariados Ejidal.es". 

Ahora bien, con el. objeto de tener conocimiento 
de J.as funciones de tal.es autoridades, es necesario hacer 
un recorrido a través de sus diversos art~culos y de l.a 
intervención de éstas en e1 procedimiento. 

"El. Presidente de l.a Repúbl.ica como suprema 
autoridad agraria, mediante su resolución definitiva no 
pod~a ser modificada, pon~a fin a un expediente agrario de 
restitución, dotación o ampliación de ejidos; de creación 
de un nuevo centro de población agrícola o de localización 
de 1a pequeña propiedad inafectab1e (art. 20.). 

El. Departamento Agrario a cargo de un jefe, era 
e1 órgano responsabl.e de la administración púb1 ica federal, 
de aplicar 1os preceptos del Código Agrario (art. 3). Su 
estructura descansaba en el Del.egado Agrario en cada 
entidad federativa, e1 Registro Agrario Nacional, las 
Oficinas de Tierras, Aguas y de Fraccionamientos y demás 
que fueran necesarias (arts. 3o. al so.). 

Los Gobernadores de las entidades federativas, 
además de las facultades para nombrar a los representantes 
de las Comisiones Agrarias Mixtas y comités Particulares 
Ejecutivos, 1a fundamental radicaba en su participación en 
la substanciación de 1os expedientes agrarios, que 
culminaba en e1 mandamiento de posesión (art. 10.). 

cinco 
a los 
(arts. 

Las Comisiones Agrarias Mixtas, descansaban en 
miembros que representaban a la Federación (dos) , 
gobiernos locales (dos) y a los campesinos (uno) 
12 al. 15). 
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El Comité Ejecutivo Agrario, compuesto por tres 
miembros Presidente, Secretario y Vocal, de 1os 
sol.icitantes de 1as acciones agrarias, que al efecto 
nombraba el. gobernador. Su principal. función consist~a en 
representar al ntlcleo solicitante desde el inicio de la 
acción agraria, hasta la ejecución de la posesión y l.a 
correspondiente entrega de las tierras al. Comisariado 
Ejidal y l.a documentación inherente a su gestión. Con esto 
el Comité Ejecutivo Agrario dejaba de funcionar, para dar 
paso al Comisariado Ejida1 (arts. 16 al 19). 

Los Comisariados Ejidales integraban con 
ejidatarios del. núcleo de población en cuestión, que 
llenando los requisitos personales de honorabilidad y 
residencia, fueran electos por la asamblea de ejidatarios 
convocada para esos propósitos. Los comisariados 
desempeñaban las funciones de mandatario del ejido. Se 
integraban de un Presidente, Secretario y Tesorero, 
propietarios y suplentes respectivamente, que durante dos 
años estaban en su cargo (arts. 119 al 125). 

El cuerpo Consul.tivo Agrario estaba integrado por 
cinco miembros ( art. 27, fracc. XI Const.); su 
nombramiento estaba encomendado al Presidente de la 
República. En tanto su principnl responsabilidad descansaba 
en el dictamen de los expedientes agrarios, a efecto de 
apoyar las resoluciones presidenciales. Otros renglones de 
su competencia eran la revisión y autorización de los 
p1anos y proyectos de las resoluciones presidenciales, 
consultor del jefe del Departamento Agrario y perito de las 
iniciativas de leyes agrarias del Presidente de 1a 
República (art. 7o.). 

Por otra parte, respecto al procedimiento el 
artículo 24 estabJ.eció 1a doble via ejida1, sehaló que ''si 
1a solicitud es de restitución, e1 expediente se iniciará 
por esta vía; pero al mismo tiempo se seguirá de oficio el 
procedimiento dotatorio, para el caso de que la restitución 
se declare improcedente''· Iniciándose asi, una verdadera 
etapa innovadora en los procedimientos, que favoreció a 1os 
núcleos de población solicitantes y economizó tiempo e 
inversión en el procedimiento. 

En este mismo orden de ideas, el artícu1o 25 
señaló que 11 si la solicitud es de dotación se seguirá. 
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1a tramitación por está v~a; pero si antes de1 mandamiento 
de posesión del. gobernador, se sol.ici.ta restitución e1 
expediente continuará por 1a dob1e vía dotatoria y 
restitución. En éste caso necesitará nueva dotación a I.os 
presuntos afectados". 

Por 1o que hace a l.a restitución, 1a instancia 
mixta 1 agraria-judicia1 1 desapareció; de aquí en adelante 
los t~tul.os se enviaron al. Departamento Agrario para que 
estudiara su autenticidad. En l.a dotación se notó una 
acción 111ás el.aborada, quizá porque a través de el.la se 
resolvía, en su mayor parte, el. reparto de tierras. 
Asimismo, el. articulo 31 creó la dotación complementaria, 
para e1 caso de que las tierras restitutorias resultarán 
insuficientes. 

En la dotación la solicitud se presentaba ante el. 
gobernador, quien 1a turnaba a la Comisión Agraria Mixta; 
en la solicitud sólo se requería manifestar la intención de 
promover l.a acción dotatoria, se publicaba y notificaba por 
escrito a los presuntos afectados; se formaría el censo 
agrario, 1os planos y 1os informes; l.a Comisión Agraria 
Mixta emitiría el. dictamen y el gobernador su reso1ución 
provisional, que en el caso de ser favorable se ejecutaría; 
en segunda instancia e1 Departamento Agrario completaría e1 
expediente y e1 Presidente de l.a República emitiria 1a 
resolución definitiva, l.a cual. se ejecutaría, publicándose 
en el. Diario Oficial. inscribiéndose en el Registro 
Agrario Nacional.. 

En relación a las pruebas, se suprimieron muchos 
p1azos innecesarios y se estableció el sistema d7 que "los 
presuntos afectados podrán ocurrir por escrito a las 
Comisiones Agrarias Mixtas, exponiendo lo que a su derecho 
convenga, durante 1a tramitación del expediente y hasta 
antes de que aquéllas rindan dictamen al. gobernador. En la 
misma forma podrán ocurrir ante el Departamento Agrario, 
desde que el expediente sea entregado a éste, hasta que e1 
CUerpo Consul.tivo Agrario lo dictamine, pero sól.o para el 
efecto de hacer observaciones" (art. 9o.)in. 

En materia del. procedimiento el. Código admitió la 

!n~ Martha Chávez Padrón, op. cit 1 p.p .. 326 a 329. 
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simp1ificación de trámites; conservó el aspecto forma1 de 
juicio de las 1eyes anteriores; pero sustituyó los plazos 
y términos que en ellas se concedían a las partes, pues los 
interesados podían presentar durante 1a tramitación de 1a 
primera y segunda instancia, las pruebas que estimaran 
convenientes, hasta antes de las resoluciones respectivas. 

Durante su vigencia, e1 Código Agrario de 1934 
sufrió diversas modificaciones tendientes a aumentar el 
área de afectación de las fincas; entre tales 
modificaciones se suprimieron incapacidades en los peones 
acasi11ados, se detcnninaron inafectabi1idades en función 
de cultivos, se creó la inafectabilidad ganadera, se 
establecieron los casos de ilegalidad en el fraccionamiento 
de 1atifundios, etc. Estas reformas se consignaron en 1os 
siguientes ordenamientos 1ega1es: 

Decreto de lo. de marzo de 1937, por medio de1 
cual se modificó e1 artícu1o 52 bis, inciso I, del Código 
en cuestión; creando la inafectabilidad ganadera cuya 
extensión "fluctuará entre 1os máximos de trescientas 
hectáreas para las tierras más feraces y cincuenta. mil. 
hectáreas para las desérticas, conforme a la clasificación 
que establ.ecía el Regl.amento de este artículo", el.lo "para 
l.a conservación y el incremento de l.a riqueza ganadera". 

Decreto de 9 de agosto de 1937, a través del. 
que se reforman l.os artículos 34, 36, 37, 45, 66, 83, 131 
bis y 139; y deroga los artículos 43, 64 y 52. 

Decreto de 30 de agosto de 1937, mediante el. 
que reformó l.os artículos 51 y 14B; y derogo el 53. 

Reglamento de 20 de octubre de 1937, a que se 
sujetarían las sol.icitudes de inafectabilidad de terrenos 
ganaderos; por el que la declaratoria de inafectabi1idad se 
estab1eció con vigencia de 25 años (art. 35, fracc. III), 
de trescientas a tres mil. hectáreas se fijo para 
sostenimiento de seiscientas cabezas de ganado mayor a sus 
equiva1entes y de quince mil a cincuenta mil hectáreas de 
tipo árido, para dos mil quinientas cabezas de ganado (art. 
7o.); pero originalmente estas inafectabilidades estaban 
sujetas a satisfacer l.as necesidades ejida1es colindantes 
no sólo antes de decl.ararse inafectables sino también 
durante e1 término de su vigencia, pues el. Decreto-
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concesión deber~a contener 11 1a existencia de terrenos no 
ganaderos afectab1es conforme 1a ley, para sati.sfacer 1as 
necesidades agrarias de los núcleos de población" (art. 35 
II inciso b, 11 y 21). El titular de un Decreto-concesión 
de inafectabil.idad ganadera deb.:ía proporcionar el dos por 
ciento o el cinco por ciento de cr.:ías de ganado mayor, 
o en su caso menor, respectivamente (art. 38). 

También se dictaron otros ordenamientos agrarios 
de importancia, durante éste per.:íodo, que son: 

Ley de Aguas de Propiedad Nacional 30 de agosto de 1934. 
Decretos que crearon la Casa del Agrarista en el Distrito 
Federal, del 11 de enero y 8 de mayo, ambos de 1935. 
Acuerdo de 9 de julio para que el P.N.R. organizara a los 
campesinos dotados de tierras. 
Decreto del 21 de octubre de 1935 que creó 1os Centros de 
Maquinaria Agr~co1a. 
Ley de Crédito Agr~co1a de 2 de diciembre de 1935. 
Reglamento de la Ley de Aguas de1 24 de marzo de 1936. 
Ley de Asociaciones Ganaderas del 7 de abril de 1936. 
Acuerdo Presidencial para la Región Lagunera de1 6 de 
octubre de 1936 y para la Región Henequenera del 8 de 
agosto de 1937. 
Ley de Asociaciones de Productores para la distribución 
y ventas de sus productos del 15 de junio de 1937. 
Reglamento de la Ley de Asociaciones Ganaderas del 19 de 
abril de 1938. 

- Convenio Internacional para los norteamericanos afectados 
con resoluciones agrarias del 29 de diciembre de 1938. 

Por último, cabe destacar que a través de la 
vigencia de éste Código el General Lázaro Cárdenas del R~o 
-manifiesta Tzvi Medin- "durante su sexenio presidencial 
(1o. de diciembre de 1934 al 30 de noviembre de 1940) 
repartió 17,609,139 hectáreas, a un promedio de 2,934,856 
hectáreas anuales, entre 774,009 beneficiados; en tanto 
que los diferentes gobiernos de 1a revolución hab.í.an 
repartido hasta momento un total de 10.085.863 
hectáreas, con promedio de 504,293 hectáreas 
anua1es"~3 • Etapa en la que se notó un extraordinario 
avance en el reparto agrario a 1os núcleos de pob1ación. 

ª2Tzvi Medin, Op cit , p. 160. 



2.4. CODIGO AGRARIO DE 1940. 

En l.as postrimerías del. régimen cardenista, se 
promulgó el 23 de septiembre de 1940 un nuevo Código 
Agrario que abrogó al de 1934; que conservó en gran parte 
1a 1etra y las orientaciones del anterior, pero que aportó 
innovaciones y modalidades de importancia; "otro intento 
p1ausible del Código a1 que nos referimos 1 fue el de 
perfección técnica pues separó con más o menos la parte 
sustantiva de la parte adjetiva 1 consiguiendo así una 
estructuración sistemática de su articulado en tres grandes 
partes fundamentales: 1a. Autoridades agrarias y sus 
atribuciones, 2a. Derechos Agrarios y 3a. 
Procedimientos para hacer efectivos esos derechosnss. 
Así como la introducción de algunos conceptos nuevos 1 

que marcaron un progreso innegable en la expresión jurídica 
de la reforma agraria. 

En l.a exposición de motivos de1 Código Agrario de 
1940 1 -manifiesta Josó Ramón Medina Cervantes- el General 
Lázaro Cárdenas expresó que "las experiencias recogidas 
en las giras de Gobierno iniciadas desde 1935 ... pusieron 
de manifiesto que l.a imperiosa necesidad de reformar el 
Código para hacer más rápida l.a tramitación tanto de las 
solicitudes agrarias que existían en el Departamento 
Agrario 1 como de l.as que se fueran presentando con motivo 
de l.as actividades desplegadas en la resol.uci6n de la 
primera fase del problema agrario: poner la tierra en manos 
de los campesinos. La tenencia de las disposiciones 
respectivas es permitir 1 donde hayu tierras suricientes, 
que se finque una agricul.tura comercial. en consonancia con 
las demandas económicas de la Nación 1 evitando que continúe 
fomentándose exclusivamente la agricul.tura doméstica que 1 

si bien podía satisfacer l.as necesidades de la famil.ia 
campesina 1 no produce lo suficiente para hacer concurrir 
los productos agrícolas ejidales excedentes al. mercado 
nacional". 

El nuevo Código se "sustentaba en trescientos 
treinta y cuatro artícul.os, más seis transitorios 1 

distribuidos en siete capítulos. 

Los responsables de la aplicación de la 
normatividad jurídica-agraria se encuadran en el Libro 
Primero: "Autoridades y Organos Agrarios" (dos capítulos). 

s:iiLucio Mendieta y N\l.ñez 1 op. Cit. , p. 257 y 258. 
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Aqu~ se estab1ece la d~visión entre autoridades agrarias y 
órganos agrarios; entendiéndose por autoridad agraria, 
aquél1as que ejecutan los actos y hechos jurídicos
agrarios; en tanto que 1os órganos no ejecutan dichos actos 
y hechos, pues sólo coadyuvan a 1.a ejecución de los mismos. 
De esta forma, 1os art~cu1os 1o. y 20. de1 Código Agrario 
de 1940 señalan a 1as autoridades agrarias y a 1os órganos 
agrarios. 

"Autoridades agrarias (art. 10.): 

I. Presidente de la República. 
II. Gobernadores de los Estados y Territorios 

Federales, y Jefe del Departamento del. 
Distrito Federal. 

III. Jefe del Departamento Agrario. 
IV. Secretaría de Agricultura y Fomento. 
v. Jefe de1 Departamento de Asuntos Indígenas. 

VI. Ejecutores de las resoluciones agrarias. 
VII. Comités Ejecutivos Agrarios. 

VIII. Comisariados Ejidales y los de Bienes 
comuna1es. 

Organos agrarios (art. 2o.): 

I. Cuerpo Consultivo Agrario. 
Secretario General y Oficial Mayor .. 
Del.egado, cuando menos, en cada Entidad 
Federativa y las dependencias necesarias que 
complementen y contemplen el funcionamiento de 
l.as anteriores. 

I.:t .. Comisiones Agrarias Mixtas, una por cada 
Entidad Federativa .. 

II.:t. Las Asambl.eas Generales de Ejidatarios y de 
miembros de núcleos de población, dueños de 
bienes ejida1es .. 

IV .. Consejos de Vigilancia Ejidales y de Bienes 
comunales .. 

v. Banco Nacional de Crédito Ejidal y demás 
instituciones similares que se funden .. 

Además de los aspectos contemplados en el Código 
de 1934, en éste a los Comités Ejecutivos Agrarios electos 
por los ntlcl.eos de población que ejercían l.as acciones 
agrarias, se precisaba que cesarían en sus funciones 
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a 1a ejecución de1 mandamiento si les era favorable a 1os 
solicitantes o, al ejecutarse la resolución presidencial. 
Se autorizaba a los Ejecutivos Locales para remover a los 
Comités Ejecutivos Agrarios, por incumplimiento de sus 
obligaciones asignadas (art. 7o.). 

A los Comisariados Ejidales y a los Consejos de 
Vigilancia, se les ampliaba a tres años su gestión (art. 
33), y se esclarecía el procedimiento para la elección de 
Comisarios y Consejos, respcctivumente; éstos 
ú.l timos " ... serán designados por unanimidad o,, en su caso, 
por la minoría de los miembros de la Asamblea que tomaron 
parte en la elección dC?l comisariado Ejidal ... " (art. 31). 
También se permitía la reelección de los Comisariados y 
Consejos. Entre otros aspectos y en base al grado de 
responsabilidad se permitía 1n suspensión bien 1a 
remoción de los Comisariados Ejidales y Consejos, 
respectivamente (art. 30). En caso que 1a resolución 
presidencial determinara la división o la fusión de los 
ejidos, el grupo(s) que se formura(n) dcbi3n elegir a su 
Comisariado y a su Consejo (art. 34). 

El Cuerpo Consultivo Agrario (en relación a1 
Código anterior) se ampliaba de cinco a ocho miembros, de 
1os cuales dos representaban a los ejidatarios y seis al 
Poder Ejecutivo Federal (art. 16). 

Para las convocatorias de las asambleas 
ordinarias extraordinarias quedaban facultados los 
Comisariados y Consejos. En caso que se negaren a convocar, 
lo hacía el representante de la Dirección de Organización 
Agraria de la Secretaria de Agricultura y Fomento o, en su 
defecto el del Banco Nacional de Crédito Ejidal. 

En lo concerniente a las ''Atribuciones de 1as 
autoridades y de los órganos agrarios" (Capitu1o III), 
redefinían algunas competencias, como la del Presidente 
de la República en e1 apartado de reconocimiento de una 

propiedad o de comunidades indígenas; e igualmente en el 
reconocimiento o ubicación de la propiedad inafectable 
(art. 35 fracc. IV y V). 

Para los Gobernadores se precisaba la resolución 
en primera instancia, que culminaba en los mandamiP.ntos de 
1os expedientes relativos a restitución y dotación de 
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tierras y aguas# dotaciones comp1ementarias, amp1iaciones 
de ejidos; y 1a opinión en 1os expedientes de creación de 
nuevos centros de población agrícola y expropiación de 
tierras y aguas ejidales (art. 36 fracc. Ir inciso a). 

El jefe del Departamento Agrario además de sus 
funciones administrativas, sumaba las ejecutar las 
resoluciones y acuerdos que ün materia agraria dictara e1 
Presidente de la República y resolver los conflictos en los 
ejidos motivados por deslindes y fijación de zonas de 
protección (art. 37 fracc. II y III). 

Continuaban (como en el Código Agrario) los 
Comités Ejecutivos Agrarios, como cuerpos transitorios de 
gestión de las acciones ejidales, que culminaban con el 
mandamiento de posesión provisional o, en su defecto con la 
posesión definitiva derivada de la resolución presidencial 
(a.rt. 38). 

A los Comisariados Ejidales además de la función 
básica como mandatario del ejido, se le otorgó la de 
administrar los bienes comunales del ejido, convocar 
mensualmente a asamblea general de ejidatarios y 
administrar el aprovechamiento de aguas, entre otras 
(arts. 39 al 41)-

El Cuerpo Consultivo Agrario seguia fincando su 
trabajo en los dictámenes de los expedientes y planos de 
ejecución en el parce1amiento ejida1. Sus facultades se 
amp1iaban a "Discutir y aprobar, en su caso, los planos y 
expedientes de ejecución de aquellas resoluciones 
presidenciales que por imposibilidad material no hayan sido 
ejecutadas en todos sus términos (art_ 42 fracc. IV). 

El Secretario General y Oficial Mayor del 
Departamento Agrario, se inscriben en el contexto de 
coadyuvancia del Jefe de ese Departamento Agrario. De ahí 
que sus atribuciones estén fincadas, o más bien para 
desarrollar las del titular de la institución. Este mismo 
tratamiento es válido para los Delegados Agrarios de las 
diferentes entidades federativas, excepto en funciones 
espec~ficas como la de presidir las Comisiones Agrarias 
Mixtas, entre otras (art. 43 al 45). 

Las Comisiones Agrarias Mixtas quedan en aspectos 



- 74 -

más concretos, como los de substanciar l.os expedientes de 
tierras y aguas; dictaminar l.os expedientes de restitución, 
dotación y ampliación de tierras y aguas, y opinar sobre l.a 
creación de 1os nuevos centros de población y expropiación 
de tierras y aguas ejidales (art. 46). 

Las Asambleas Generales de Ejídatarios en el 
apartado contencioso, resolvían en primera instancia los 
renglones sobre el disfrute de l.as parcel.as; l.a 
cal.if icación de l.as causas de suspensión temporal de l.os 
derechos de los ejidatarios como miembros del núcleo de 
pobl.ación ejidal.; y para privar en el uso de sus derechos 
comprendidos en el Código Agrario a los ejidatarios. con la 
salvedad, que l.as resoluciones de la Asamblea General de 
ejidatarios "··· sobre privación temporal o definitiva en 
el. goce de sus derechos, no será de inmediata ejecución 
y en todo caso serán revisadas por l.a Dirección Agraria 
Ejidal, para que resuelva en definitiva" (arts. 50 al 53 y 
323). 

Los Consejos de Vigilancia fincan sus quehaceres 
en la vigil.ancia del Comisariado Ejidal. como órgano de1 
núcleo de población ejidal, igualmente ün el cumplimiento 
oportuno de las disposiciones sobre organización, 
administración y aprovechamiento de ejidos; y en l.a 
comunicación a 1a Dirección de Orgunización Ejidal, 
Secretaría de Agricultura y Fomento del.Desarrollo del. 
Ejido y al Departamento Agrario lo referente a la propiedad 
ejidal (art. 54). 

La parte crediticia de los ejidos y comunidades 
se reservaba al Banco Nacional de Crédito Ejidal, y en un 
segundo al. Banco Nacional Obrero de Fomento Industrial 
(art. 57). 

La reglamentación de corrientes o sistemas de 
riego, quedaban a cargo de la Secretar~a de Agricul.tura y 
Fomento cuando no comprendían a ejidatarios; y a las dos 
dependencias si ejidatarios y particulares estaban 
contemplados en el aprovechamiento de corrientes o sistemas 
de riegos (art. 58). 

Finalmente, la competencia del Departamento 
Agrario y del Departamento de Asuntos Indígenas, el. 
reconocimiento y titulación de la propiedad comunal, y 
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1as cuestiones por 1:!.mites de terrenos comunal.es•• (art. 
55). 

Por 1o que corresponde al. procedimiento, el 
sistema de 1a doble v~a ejidal. continuó (art. 199), só1o 
que ahora para el. caso de utilizarse por cambio en la 
acción ejercitada, se requería de nueva notificación a los 
presuntos afectados. Las pruebas y alegatos continuaron 
presentándose en primera instancia hasta antes de la 
resolución provisional (art. 219) y sólo en segunda 
instancia, para hacer observaciones a los mandamientos de 
posesión (art. 224). 

Para el caso, de que se presentara un conf1icto 
en 1a ejecución de resoluciones presidenciales def ini ti vas, 
prevalecer.:!a 1a primera, de acuerdo con el. principio: "el. 
primero en tiempo, es primero en derecho" (art. 202). 

Se regl.amentó, además el procedimiento para l.a 
titul.ación, desl.inde y conflicto de bienes comunales (arts. 
272 al. 286): l.a nulidad de fraccionamientos (art. 118 y 
269); 1a división y fusión de ejidos (art. 140 y 248); la 
expropiación do bienes agrarios (art. 188 y 255)"~·. 

Final.mente, es de observar, que la vigencia del 
Código Agrario de 1940 fue muy breve, pues a los dos años 
siguientes de su promulgación, fue abrogado por el. Código 
Agrario de 1942. 

!HJosé Ramón Medina Cervantes, perechg Agrario, 
Ed.itoria1 Har1a, Máxico 1987, p.p. 238 y ss. 



2 ... 5 ... coo:r.GO AGRARIO DE 1.942. 

Como ya se ha dicho, para sustituir a1 Código 
Agrario de 1940 se dictó un nuevo ordenamiento "el 31 de 
diciembre de 1942, publicado en el Diario Oficial de la 
Federación el 27 de abril de 1943, resultado de 25 años de 
elaboración jurídica sobre 1a Reforma Agraria. Conten~a 
innumerables lagunas, deficiencias y preceptos 
anticonstitucionales, entre ellos los relativos a 1as 
concesiones de inafectabilidad ganadera, institución esta, 
si es que se le puede llamar as~, se conservó a pesar de 
l.as críticas que había suscitado porque favorecía a un 
sector poderoso de terratenientes; pero que lesionada los 
intereses de un campesinado desvalido, incapaz de 
destruirla por medio del Juicio de Garantías". 

Tenía un contenido de trescientos sesenta y dos 
artícul.os, más dos transitorios. distribuidos en cinco 
libros, intitul.ados de la siguiente manera: Libro Primero 
"Organización y Competencia de l.as Autoridades y Organos 
Agrarios y Ejidales", Libro Segundo "Redistribución de l.a 
Propiedad Agraria", Libro Tercero "Régimen de Propiedad y 
Expl.otación de Bienes Ejidal.es y Comunales". Libro cuarto 
"Procedimientos Agrarios" y Libro Quinto "Sanciones en 
Materia Agraria". 

De esta forma, como se puede apreciar para fines 
de1 estudio que nos ocupa, la atención del. presente punto 
1.a vamos a centrar en 1os l.ibros primero y cuarto del. 
Código Agrario de 1942. 

E1 Libro Primero básicamente se sustentó en dos 
capítul.os. Continúa con l.a división entre autoridades y 
órganos agrarios que estableció el. Código de 1940. Se 
precisa l.a distinción entre autoridades agrarias, órganos 
agrarios y l.as autoridades de l.os núcleos de población 
ejidal y de l.as comunidades que posean tierras. Distinción 
que delinea y perfecciona a las autoridades agrarias; pues 
marca las del.imitaciones de l.os órganos que actúan por e1. 
Estado y los que tienen representación de l.os ejidos y 
comunidades. 

Así, el articul.o 10. del Código en cuestión, 
considera como autoridades agrarias, a las siguientes: 

"a) Presidente de l.a República. 
b) Gobernadores de los Estado y Territorios 

Federal.es y Jefe del. Departamento del. Distrito 
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Federal.. 
e) Jefe de1 Departamento Agrario. 
d) Secretario de Agricul.tura y Fomento. 
e) Jefe de1 Departamento de Asuntos IndJ:qenas. 

Se el.iminan como autoridades a los ejecutores de 
l.aa resol.uciones agrarias, 1os Comités Ejecutivos Agrarios 
y l.os comisariados Ejidal.es y los de Bienes comunales. 

General.es 
Ejidal.es 
Ejidal.. 

Se cl.asificaban como órganos agrarios (art. 20.): 

a) Departamento Agrario, con todas 1.as oficinas 
que integraban. 

b) cuerpo Consultivo Agrario. 
e) Comisiones Agrarias Mixtas. 
d) secretaria de Agricul.tura y Fomento, que 

ejercJ:a sus funciones por conducto de 1.a 
Dirección de General de Organización Agraria 
Ejidal. y el. Departamento de Asuntos Indl:genas. 

Se excluyen de este apartado a las Asamb1eas 
de Ejidntarios, 1os Consejos de Vigilancia 

y de Bienes comuna1es y al Banco de Crédito 

Se reagrupa como autoridades de los núcl.eos de 
pob1ación ejida1 y de l.as comunidades que posean tierras 
(art. 4o.): 

a) Asambleas Generales de Ejidatarios y de 
miembros de núcl.eos de pobl.ación, dueños de 
bienes ejidal.es. 

b) Comisariados Ejidales y de Bienes Comuna1es. 
c) Consejos de Vigilancia Ejidal.es y de Bienes 

Comunal.es"-

Reservándoles a los comités Ejecutivos Agrarios, 
l.a representación de los núcleos de población solicitantes 
de ti.erras o aguas en el procedimiento correspondiente 
(art. 3o.). se aceptaba la reelección de l.os Comisariados 
y de l.os Consejos de Vigilancia, si era por un m~nimo de 
1as dos terceras partes de la Asamblea (art. 20)-

El. libro Cuarto: intitulado "Procedimientos 
Agrarios", comprendía los relativos Restitución 
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y dotación de tierras y aguas, dotación de aguas, 
ampl.iación de ejidos, nuevos centros de pobl.ación aqrícol.a, 
permutas de bienes ejidal.es, fusión y división de ejidos, 
expropiación de bienes ejidal.es, propiedades inafectabl.es, 
concesiones de inafectabil.idad ganadera, nul.idad de 
fraccionamiento, titulación de bienes comunal.es, confl.ictos 
por l.ímites de bienes comunal.es y, concluía con el. Registro 
Agrario Nacional. .. 

Los procedimientos de dotación y restitución, en 
sus disposiciones comunes, reiteraban la doble v:i..a ejidal. .. 
En procedimiento de restitución no se apartaba de l.os 
l.ineamientos de1 Código de 1940, excepto en al.gunos 
apartados como el de accesiones de aguas, no previstas en 
los mandamientos, ni en las resoluciones presidenciales que 
hubieran concedido tierras de riego. Procedía dictamen 
de1 Cuerpo Consultivo Agrario y acuerdo de1 Jefe de1 
Departamento Agrario (art. 223). 

El. procedimiento de dotación continuaba segregado 
en dos instancias: la primera que abarcaba de la solicitud 
de1 núcl.eo de población, a e1 mandamiento dictado por e1 
Gobernador de la entidad correspondiente: y la segunda 
instancia que se desarrollaba en el Departamento Agrario, 
Cuerpo Consultivo Agrario, resolución presidencial, y en su 
caso, en el. acto de posesión de los bienes dotados. Tampoco 
había variado el procedimiento de dotación de aguas. 

En el. Código anter~or se pod~a interponer la 
acción de ampliación antes de la ejecución de l.a resolución 
presidencial. (art. 238), en cambio en el Código de 1942 
procedía de oficio la acción de ampliación, después de l.a 
ejecución de la resolución presidencial. (art. 270). 

El procedimiento de nuevos centros de población 
agrícola se iniciaba a petición de parte, con la sal.vedad 
que si l.os peticionarios hab.ían solicitado dotación o 
ampl.iación, y no ten.ían la posesión provisional, ni 
resolución presidencial; debían optar entre el. 
procedimiento de nuevo centro o el. dotatorio directo (art. 
271 y 273). 

Se establece el. procedimiento para "permuta de 
bienes ejidales", cuya conformidad de l.os permutantes se 
manifestaba en asamblea general de ejidatarios, que 
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deb~a aprobar 1a permuta por un m.fnimo de l.as dos terceras 
partes de 1os asamb1e.1stas. E1 procedimiento cu1minaba con 
1.a reso1ución presidencial, previo dictamen del. 
cuerpo consul.tivo Agrario. Dichos l.ineamientos fueron 
vá1idos también, para l.a permuta de terrenos ejidales por 
terrenos particulares (arts. 278 a 281). 

Donde no se introdujeron cambios era en el. 
procedimiento de fusión y división de ejidos (arts. 282 a 
285). 

Procedimiento de "Expropiación de Bienes 
Ejidal.es",. establ.ec.fa como requisitos a cumplir por los 
promoventes (art. 286): 

I. Los bienes concretos que se proponen como 
objeto de la expropiación; 

II. El. destino que pretende dárseles: 
rrr. La causa de util.idad pública que se invoca; 
IV. La indemnización que se proponga, y 
v. Los planos y documentos probatorios y 

compl.ementarios que se estimen indispensables 
para dejar establecidos los puntos anteriores. 

Se tomaba como base el avalúo, para determinar e1 
monto de la expropiación. Asegurándose por el Departamento 
Agrario, que la indemnización fuera debidamente cubierta, 
o su pago garantizado en los términos del. decreto 
presidencial, si fuere en dinero, y la aplicación del. 
numerario (art. 289). 

El procedimiento de "propiedades inafectables", 
comprend~a a los predios agrícolas y ganaderos. se 
reafirmaba el de los propietarios de fincas afectables y se 
modificaba el de los dueños de predios, que por su 
extensión eran inafectables y los de aquellos que hubieran 
quedado reducidos a las extensiones inafectables: que 
deb~an instaurar su acción ante el Delegado Agrario, en 
tanto que el Código anterior estab1ecía que se iniciaría el 
procedimiento ante e1 Jefe del Departamento Agrario (art. 
294). 

El procedimiento para "Concesiones de 
inafectabi1idad", se segu.ia fincando en los estudios tecno
jur~dico-económico a cargo del. Departamento Aqrario, 
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secretar.i.a de Agricultura y Fomento y de 1os Del.eqados 
Agrarios, para continuar con el. dictamen del Cuerpo 
consu1tivo Agrario y conc1uir con 1a reso1ución 
presidencia1. 

E1 decreto-concesión de inafectabil.idad, proteq.ía 
por un pl.azo de veinticinco años 1os predios ganaderos en 
cuestión. Para l.as concesiones provisional.es válidas por un 
año, el Departamento Agrario las pod.ía tramitar de oficio, 
para transformarlas en definitivas (art. 300). 

Procedimiento de "Nulidad de fraccionamientos". 
No sufre cambios importantes, excepto que descarta como 
alternativa la formación de cooperativas de producción, 
cuando se declaraba la nulidad de un fraccionamiento (art. 
305). 

Los procedimientos para dirimir la propiedad de 
las comunidades agrarias y los conflictos por límites se 
dividían; titulación de bienes comunal.es y, conflictos por 
límites de bienes comunales, con primera instancia ante la 
magistratura agraria y segunda instancia ante la Suprema 
corte de Justicia de la Nación. 

En el Código Agrario de 1940 el procedimiento de 
titu1ación tenía como objeto, el. titular correctamente las 
propiedades que no tuvieran conflictos de linderos. Pero el. 
Código Agrario de 1942 ampliaba el procedimiento"··· para 
reconocer y ti tul.ar correctamente los derechos sobre bienes 
comunal.es •.. así como J.os que correspondan individual.mente 
a los comuneros" ( art. 306). Se continuaba separando l.os 
procedimientos respaldados con títulos, que los resolvía e1 
Departamento Agrario. Y el procedimiento cuando no 
existieran títulos o no pudiera determinarse el área de la 
propiedad comunal que culminaban con resolución 
presidencial. 

"Primera Instancia para los Conflictos por 
Límites de Bienes Comunales", se enfocaban a dirimir los 
conflictos de hecho o de derecho por l.ímites entre terrenos 
comunal.es, de éstos con los e ji dos ( art. 314) .. No 
presentaba cambios la substanciación del 
procedimiento, en relación al Código de 1940, que terminaba 
con l.a resolución presidencial; si la aceptaban l.os pueblos 
era irrevocable. Por primera ve contemplaba la situación 
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cuando 1os pueblos no aceptaban 1a resolución: pero 
aunque no estuvieran conformes se ejecutará por el 
Departamento de Asuntos Indígenas y se notificará a los 
ejecutivos locales" (art. 320). Medida que complicaba los 
conflictos entre los comuneros, ya que no obstante que era 
ejecutada se ten~a la posibilidad de inconformarse ante la 
Suprema corte de Justicia de la Nación. 

"Segunda Instancia para los Conflictos por 
L.:í.mites de Bienes Comunal.es", procedía cuando un pobl.ado 
contendiente no aceptara la resolución de l.a primera 
instancia, e instauraba el juicio de inconformidad ante la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación. No se presentan 
cambios en comparación con el Código anterior. 

"Registro Agrario Nacional", presenta mínimas 
modificaciones. Se reitera su carácter público, más el 
acceso a su documentación y el derecho a obtener copias 
certificadas de sus constancias, estaban limitadas a los 
que tuvieran derechos sobre los predios inscritos y a sus 
representantes (art. 336). 

Para las modificaciones y rectificaciones de las 
inscripciones del Registro Agrario se incorpora el 
procedimiento para los errores debidamente comprobados " ••• 
cuya corrección no modifique substancialmente el fondo de 
la inscripción, podrán corregirse por acuerdo del Jefe del 
Departamento Agrario y bajo su estricta responsabilidad" 
(art. 340). 

El Libro Quinto de "Sanciones en Materia 
Agraria", tipificaba los delitos conforme a la Ley de 
Responsabilidades de Funcionarios y Ernpl.eados Públicos, 
y los reservaba a la competencia federal (art. 341). 
Quedaban encuadrados a la normatividad penal agraria, las 
siguientes autoridades y órganos agrarios: 

Ejecutivos Locales. 
Jefe del Departamento de Asuntos Agrarios. 
Jefe del Departamento de Asuntos Indígenas. 
Secretario de Agricultura y Fomento. 
Miembros del Cuerpo Consultivo Agrario. 
Miembros de las Comisiones Agrarias Mixtas. 
Delegados del Departamento. 

- Personal técnico y administrativo federal y de 
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1as Comisiones Agrarias Mixtas que intervengan 
en 1a ap1icación de1 Código Agrario. 
Miembros de 1os Comités Ejecutivos Agrarios. 
Miembros de 1.os Comisariados Ejida1es. 
Jefes de las Oficinas Rentísticas o Catatrales 
y del Registro Público de la Propiedad. 

No se incluía 1.a responsabi1idad agraria de1 
Presidente de la República, ni la suspensión y/o privación 
de los derechos agrarios de ejidatarios y comuneros••~~. 

Por último, en este Código se observa en forma 
re1evante 1a dinámica de1 Derecho Agrario, ya que este 
ordenamiento, aunque no un producto final. de todo un 
proceso permanente como 1o es J.a Reforma Agraria, si 
contuvo formas, procedimientos e instituciones más 
delineadas y más perfeccionadas; y no obstante las 
deficiencias que contuvo, significó una nueva etapa en el 
desarro11o jurídico de J.a Reforma Agraria en nuestro pa.i.s, 
cump1iendo con su función dentro de1 proceso histórico de 
su vigencia. 

r~José Ramón Medina Cervantes, Qp Cit , p. 262 y ss. 



2.6. LEY FEDERAL DE LA REFORMA AGRARIA DE 1971. 

E1 Código Agrario de 1942, tuvo una vigencia de 
cerca de 30 años; la experiencia acumulada de su 
aplicación, fue recogida en una nueva 1ey a1 ser sustituido 
por 1a Ley Federal de la Reforma Agraria de 16 de marzo de 
1971. Pues se hacia indispensable renovar a dicho Código de 
acuerdo con 1as exigencias de la práctica, los fines 
constitucionales y los principios de la justicia social; 
para fortalecer la Reforma Agraria. 

La denominación de ésta nueva legislación -dice 
Lucio Mendieta y Núñez- "acaso no sea del todo correcta 
desde el punto de vista académico. Se presta 
disquisiciones teóricas sobre lo que es una Ley y un 
Código; pero desde el punto de vista político la 
sustitución del Código Agrario por una Ley Federal de 
Reforma Agraria, resultó atinada pues el Código Agrario 
había perdido prestigio, si alguno tuvo, después de su 
larga vigencia y sustituirlo por uno nuevo habría sido un 
Código más que a juzgar por los efectos del anterior se le 
habría recibido con pesimismo o cuando menos con 
indiferencia. En cambio la Ley Federal de la Reforma 
Agraria lleva en su propia denominación el signo de 
renovaciones fructíferas". 

Si bien es cierto -continúa el citado autor- que 
"tiene muchas deficiencias'', también es cierto que ''ofrece 
cuatro innovaciones fundamentales que le hacen muy superior 
a1 Código Agrario de 1942 del que, sin embargo, conserva 
gran parte de su estructura y articulado; pero que cambian 
totalmente la orientación de la Reforma Agraria. Estan 
innovaciones están comprendidas en las partes de la Ley 
referentes a la Rehabilitación Agraria, a las futuras 
dotaciones de tierras, a la organización del Ejido y a la 
p1anificación''~6 • 

Esta Ley estaba conformada por cuatrocientos 
ochenta artículos, divididos en siete libros: Primero, de 
1as autoridades agrarias y cuerpo consultivo; Segundo. de1 
ejido; Tercero, de la organización económica del ejido; 
Cuarto, de la redistribución de la propiedad agraria; 
Quinto. de los procedimientos agrarios; sexto, del registro 
y p1aneación agraria; Séptimo, de J.a responsabilidad en 
materia agraria; y ocho transitorios. 

96Lucio Mendieta y N\lñez, op cit., p. 291 y 305. 
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Ahora bien, con e1 objeto de seguir con 1a 
temática de 1as anteriores 1egis1aciones comentadas, se 
procede a1 estudio de las autoridades agrarias vertido en 
1os libros primero, segundo y quinto de ésta Ley. 

E1 art.í.cu1o 20. de 1a Ley Federal de Reforma 
Agraria -después de su reforma publicada en e1 Diario 
Oficial de la Federación e1 17 de enero de 1984- sefia1ó 
como autoridades agrarias, a las siguientes: 

I. Presidente de la República. 
II. Gobernadores de los Estados y e1 Jefe del. 

Departamento de1 Distrito Federal. 
III. Secretaría de la Reforma Agraria. 

IV. Secretaría de Agricultura y Recursos 
Hidráulicos. 

v. Cuerpo Consultivo Agrario. 
VI. Comisiones Agrarias Mixtas. 

Estas autoridades tuvieron su fundamento en la 
fracción XI, XII y XIII del Artículo 27 Constituciona1, hoy 
derogadas por la reforma constitucional de 1992, quienes 
seña1aban como autoridades, a las siguientes: 

a) Presidente de la República .. 
b) Gobernadores de los Estados y Jefe de1 

Departamento del Distrito Federal. 
e) Secretaría de la Reforma Agraria .. 
d) Cuerpo Consultivo Agrario .. 
e) Comisión Mixta .. 
f) Comités Particulares Ejecutivos .. 
g) Comisariados Ejidales .. 

como se observa, el artículo 20.. de la Ley 
Federal cita como autoridad agraria ·a la Secretari.a de 
Agricultura y Recursos Hidráulicos, más no así el arti.culo 
27 constitucional; sin embargo, éste a su vez menciona a 
1os Comités Particulares Ejecutivos y a los Comisariados 
Ejidales como autoridades agrarias, situación que omite la 
Ley Federal.. No obstante estas contradicciones, tales 
autoridades contribuyeron a la aplicación de las 
disposiciones agrarias correspondientes en la esfera de su 
competencia, que más adelante corroboraremos .. 

Las atribuciones de las citadas autoridades, 



- 85 -

respectivamente, se exp1ican en 1o subsecuente. 

Como es sabido, a1 Presidente de 1a República se 
1e consideró como autoridad agraria, desde la Ley del 6 de 
enero de 1915, pues en su artícul.o 9o. se di jo: "y en vista 
de1 dictamen que rinda el. encargado del. Poder Ejecutivo de 
1a Unión, sancionará l.as reivindicaciones o dotaciones 
efectuadas, expidiendo l.os títulos respectivos".. No 
obstante, fue el. Decreto del. 19 de septiembre de 1916 {que 
reformó la citada l.ey) el.. que se declara al. Presidente de 
la República como autoridad agraria; ya que la resolución 
de los Gobernadores sería provisional. ºy deberá ser 
revisada por el. encargado del Poder Ejecutivo de l.a 
Nación".. Desde entonces, la autoridad Presidente de l.a 
Repúbl.ica se mantuvo vigente hasta l.a Ley Federa1 de 1a 
Reforma Agraria de 1971. 

Tanto en el. Código Agrario de 1934, como en el. de 
1940, el. Presidente de l.a República como suprema autoridad 
agraria, por medio de una resolución definitiva ponia fin 
a un expediente de restitución, dotación o ampliación de 
ejidos; de creación de un nuevo centro de población 
agrícola o de localización de la pequeña propiedad 
inafectabl.e. 

Bajo el. Código Agrario de 1942 -afirma Martha 
Cávez Padrón- siguió señal.ando al Presidente de la 
República como l.a máxima Autoridad Agraria (art. 33). Se 
dispuso que sus resoluciones no podían ser modificadas, 
considerándose resoluciones definitivas l.as que pusieran 
fin a un expediente agrario de: restitución, dotación de 
tierras o aguas; de ampliación; de creación de nuevos 
centros de población ejidal; de reconocimiento de la 
propiedad inafectabl.e. Estas resoluciones deberian dictarse 
"de acuerdo con este Código", corno l.o señaló el. artículo 33 
citado en su fracción v, consideración que deb~a regir para 
todos 1os casos mencionados en el precepto número 33 del. 
Código Agrario. Es de observarse que el Presidente de la 
Repúb1ica dictaba otras reso1uciones que no se encontraban 
mencionadas en el. citado artículo 33 de referencia. como 
son 1as relativas a: fusión de ejidos; división de ejidos; 
permutas ejidal.es o comunal.es; nulidad de fraccionamiento; 
de privación y nuevas adjudicaciones de derechos agrarios 
individual.es, co1ectivos y temporal.es; de modificación de 
derechos de usuarios sobre aguas de propiedad 
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naciona1 (art. 89); de modificación o de rectificación de 
1as inscripciones en e1 Registro Agrario Nacíona1; y todas 
aqué11as que se preve~an en 1a 1egisl.ación agraria; por 1o 
que puede deducirse que e1 art~cu1o 33 (C.A. 1942) tuvo un 
carácter meramente enunciativo y no exhaustivo, y que no 
se refirió a 1as resol.uciones presidencia1es que son 
verdaderos ju~cios, pues no incluyó el privativo de 
derechos agrarios e incl.uyó e1 de i.nafectabil.idad. La 
definitividad de l.a cosa juzgada en materia agraria parece 
referirse sólo a los puntos que integraron 1a litis en un 
verdadero juicio agrario y no a la posibilidad de que 
dicha resol.ución presidencial. pudiera ser modificada 
mediante el. juicio de garant~as"~~-

Posteriormente, el Presidente de la Repúbl.ica 
"suprema autoridad agraria", instancia decisoria en 1os 
asuntos aqrarios, como se sabe, tuvo su fundamento en la 
fracciou XIII, hoy derogada, del artículo 27 de la 
Constitución; en relación con la fracción I, del artículo 
20. y So. de la Ley Federal de 1971, reformada el 17 de 
enero de 1984; los que, respectivamente, estipularon: 

"XIII. La dependencia del Ejecutivo y el Cuerpo 
Consultivo Agrario dictaminarán sobre la 
aprobación, rectificación o modificación de los 
dictámenes formulados por las Comisiones Mixtas, 
y con l.as modificaciones que hayan introducido 
1os gobiernos locales, se informará el ciudadano 
Presidente de la República, para que éste dicte 
resolución como suprema autoridad agraria" 

"el presidente de la República es la suprema 
autoridad agraria, está facul.tado para dictar 
todas las medidas que sean necesarias a fin de 
alcanzar plenamente los objetivos de esta ley y 
sus resoluciones definitivas en ningún caso 
podrán ser modificadas". 

De éste último articulo se desprende que "las 
reso1uciones definitivas ningún caso podrán ser 

5~artha Chávez Padrón, El Proceso Social Agrario y sus 
prgcedimientos, Editorial Porrúa, Sexta edición, México 
1989, p. 59-
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modificadas"; no obstante, para entonces exist~a contro1 
jurisdicciona1 de 1os actos del encargado de1 Poder 
Ejecutivo Federal (resoluciones presidenciales), mediante 
el juicio de garant~as. 

Asimismo, especifican sus atribuciones 
seña1ándo1o como suprema autoridad en materia agraria; 
facultado para tomar las medidas que fueran necesarias a 
fin de realizar los objetivos de la ley y dictar 
resoluciones definitivas inmodificables en los expedientes 
de restitución o dotación de tierras, bosques y aguas; 
ampliación de los ya concedidos; creación de nuevos centros 
de población; reconocimiento y titulación de bienes 
comunales; expropiación de bienes ejidales y comunales; 
establecimiento de zonas urbanas de ejidos y comunidades y 
1as demás que señale 1a ley. 

Comenta Martha Chávez Padrón, que 11 1.a autoridad 
de1 Presidente de la Rep\1blica es tan grande en materia 
agraria, que no sólo se considera una especie de juez 
supremo que dicta la última resolución e interpretaba las 
leyes, sino que además tiene facultades legislativas en 
materia agraria; estas facultades se localizan en el 
art~culo 480 de 1a L.F.R.A. de 1971 (cuyo antecedente está 
en el artículo 362, C.A. de 1942), mediante al cual puede 
establecer interpretaciones o 11.enar 1.agunas 1.egales; 
además sabido es que e1 Presidente de la República puede 
proveer reglamentando 1as cuestiones agrarias, desde el 
Decreto de las Bases de 1921, el artículo 89, fracción I, 
de la Constitución Federal, y los artículos 473 y 476 de la 
L.F.R.A. DE 1971, cuyos antecedentes se encuentran en los 
artículos 361 y 357 del Código de 1942) """". 

Por lo que hace a la fuerza de las resoluciones 
presidenciales que dirimían controversias agrarias, es 
pertinente tener presente el criterio sustentado por el 
P1eno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, visible 
en 1a página 859, tomo XIX, Quinta época, del Semanario 
Judicial de la Federación, que a la letra dice: 

"RESOLUCIONES AGRARIAS. Las resoluciones 
presidenciales en materia agraria, ponen fin al 

&"Martha Chávez Padrón, Op. Cjt , p. 61. 
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procedimiento administrativo, porque dichas 
reso1uciones tienen e1 carácter de irrevocab1es, 
ya que contra e11as no cabe más recurso que e1 de 
acudir ante 1os tribuna1es, dentro del. término de 
un año, que fija 1a Ley Agraria: siendo, por 
tanto, dichas resoluciones intocabl.es y 
obligatorias, aun para el mismo Presidente de 1.a 
Repúb1ica, quien podrá apl.icar1as, pero no 
modificar1as, en sus términos substancia1es, ni 
revocar1as, sea de oficio o a petición de parte; 
y si se deja pasar el. término dQ un año, sin 
rec1amar1as ante l.os tribunal.es, ni aun por 
resol.ución judicial pueden ser nul.ificadas o 
modificadas, quedando, en consecuencia, con l.os 
efectos legal.es de l.a cosa juzgada: y es por 
tanto, inútil. iniciar nuevos procedimientos para 
conceder restitución o dotación de tierras al. 
puebl.o, a quien 1.c fueron negadas, pues en ningún 
caso l.e podrán ser concedidas dentro de los 
estrictos términos de l.a Ley Agraria, por más que 
se diga que l.a admisión de l.a nueva sol.icitud no 
prejuzga sobre su resul.tado; y además, como la 
firmeza de 1a reso1ución prcsidencia1 que niega 
l.a.s tierras, crea derechos en favor de 1.os 
propietarios cuyas fincas iban a ser afectadas, 
1a nueva admisión, vial.a, en perjuicio de l.os 
mismos, 1as garantías del artículo 16 
constitucional., porque se 1es mol.esta en sus 
derechos, sin orden de autoridad competente, que 
funde y motive la causa 1ega1 del.. procedimiento, 
y, asimismo, se viola el artículo 27 
constitucional., porque una vez resue1 to en 
definitiva un expediente agrario, 1.as autoridades 
administrativas carecen de toda jurisdicción, 
como no sea para l.a ejecución o cumplimiento de 
1.a resolución presidencial. que se haya dictado. 
No obsta que en la ley no exista prohibición 
expreBa para tramitar nuevas solicitudes en el. 

caso de que se trata, porque esa prohibición se 
deriva de 1os términos del. artícul.o 10 de la Le!y 
Agraria, precepto que resu1taría vulnerado y sin 
efecto al.quno, si, para desvirtuar cua1quiera 
resolución, se admitiese una nueva so1icitud, aun 
después de transcurrido un año". 
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La intervunción presidencia1 -manifiesta Sergio 
Garc:ía Ramírez- "fue "pensada" y sirvió a cierta 
"racional.idad po1.ítica", cuando nos hal.1abamos en pl.ena 
época de reparto agrario. E1 presidente que había 
concentrado las promesas y 1os poderes de la Revolución en 
este ámbito, podía y debía ser visto como el. gran 
ad.ministrador de la justicia del Estado revolucionario ante 
los campesinos despojados o desvalidos .. Estos eran !.os 
personajes fundamentales -con los obreros- en la formación 
de las "grandes mayorí.as nacionales", eje del Estado .. La 
"a1ianza"entre campesinos y gobierno se hallaba fuertemente 
influida por 1a promesa de tierra, que fue justamente lo 
que negó a aquéllos el régimen prerevolucionnrio". Tierra 
que se entregaba en nombre de la Nación y a cargo de l.a 
primera autoridad del. país. 

El. reparto agrario -prosigue e1 citado autor
"p1anteó severos problemas a ese modo de ver las cosas y de 
actuar en la continuación de la reforma agraria .. Comenzó la 
transferencia de facultades del. Presidente a otros órganos, 
que ejercieran la ingrata misión de negar tierras, pues no 
!.as había disponibles, a los peticionarios esperanzados .. 
Era evidente la necesidad de actuar de esa manera: habida 
cuenta de los factores que condujeron a depositar en el 
Presidente de la República la potestad de repartir -o 
devolver- la tierra, ¿qué sentido tenia, desde el punto el 
punto de vista político, dominante en este orden de cosas, 
como es natural, convertirlo en el "negado:::-" de la tierra, 
con base en una serie de consideraciones de hecho y 
jurídicas, que podían ser justísimas desde el ángulo 
normativo, pero que acaso no serían vistas como "justas" 
desde la perspectiva social, y que en todo caso no eran 
qratas para los sucesores de qujenes "hicieron la 
Revol.ución?"~ ... 

De ta1 suerte, que con el tiempo la falta de 
tierras para proseguir el reparto agrario masivo y la no 
pertinente situación de hacer del Presidente el "negador" 
de 1a tierra, influyó de forma decisiva para el nacimiento 
de los tribunales agrarios .. El relevo de las magistraturas 
ha sido, el fruto de un relevo de etapas en la vida del 
campo, más que el resultado de las constantes 

59Sergio García Ramírez, Op Cit , p. 138 y 139. 
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recomendaciones de l.os juristas. 

Actua1mente e1 encargado de1 Poder Ejecutivo de 
l.a Unión, ya no se le considera como máxima autoridad 
agraria, a raíz de 1-a reforma al artículo 27 constitucional. 
de 1992, que derogó l.a Ley Federal. de 16 de marzo de 1971. 
Sin embargo, al. proponer a l.os magistrados de l.os 
Tribunales Agrarios a l.a Cámara de Senadores y, en los 
recesos de ésta a l.a comisión Permanente del. Congreso de la 
Unión, aún conserva facul. tades administrativas. Además, 
retiene l.a potestad expropiatoria para l.a materia agraria. 

La autoridad agraria ''Secretaría de la Reforma 
Agraria'', que l.o fue el. Departamento Agrario, Departamento 
de Asuntos Agrarios y Colonización y, últimamente, 
Secretaría de la Reforma Agraria, plantea 1.o siguiente: 

Como ya es de nuestro conocimiento, el. 
Departamento Agrario (y Cuerpo Consultivo), sustituyó a 1.a 
antigua Comisión Nacional Agraria creada en la Ley del 6 de 
enero de 1915, en el Código Agrario de 1934; 
posteriormente,,. el denominado Departamento Agrario fue 
conocido como Departamento de Asuntos Agrarios y 
Colonización, el cual cambió su nombre a 11 Secretar~a de la 
Reforma Agraria" (denominación actual), en virtud del. 
Decreto de 29 de diciembre de 1974 por el. que se reforma la 
Ley de SecretarLas y Departamento de Estado. 

"En la exposición de motivos del Código Agrario 
de 1942, se dijo que "el. principio que ha regido l.a 
distribución de competencias, es el de reservar para el 
Departamento Agrario la generalidad de las funciones 
fundamentales de la acción administrativa en la materia, 
como son aquél.1.as en virtud de las cuales se reconocen, 
crean, modifican y destruyen derechos agrarios". Y en 
efecto, el art.ículo 25 del Código Agrario de 1942 y el. 
precepto 10 de la Ley Federal de 1.a Reforma Agraria de 
1971, al. tratar del. titul.ar de J.a Secretar.ía de l.a Reforma 
Agraria como autoridad, tienen como punto fundamenta1, el 
señalado por la exposición de motivos: l.a creación, 
modificación, transmisión y extinción de los derechos 
agrarios, o sea, una. actividad esencialmente jur.l:.dico
agraria11. 

E1 fundamento consti tuciona1 de ésta autoridad se 
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encontraba consignado en 1a fracción XI, hoy derogada, 
~nciso a, de1 artícu1o 27 constituciona1, que dec~a: ••una 
dependencia directa del Ejecutivo Federal encargada de 1a 
aplicación de 1as leyes agrarias y su ejecución". En 
relación con la fracción III, del artículo 20. de 1a Ley 
Federal de la Reforma Agraria. 

"Forman parte de la Secretaría de la Reforma 
Agraria sus respectivas Delegaciones Agrarias en cada 
Entidad Federativa (al frente de las que se haya un 
Delegado Agrario). Pueden ser Delegudos, las personas que 
no posean predios rústicos mayores de la superficie 
señalada a la propiedad inafectable; que no desempeñen 
cargos de elección popular; ti tulndos en una profesión 
relacionadas con las cuestiones agrarias; contar con una 
experiencia suficiente a juicio del Presidente de 1a 
República y que sean de reconocida honorabilidad; y son 
nombrados y removidos por el Presidente de la República 
(art .. 7 y 15 LFRA). 

La innovación que presenta esta loy es que en 
cada Entidad Federativa habrá por lo menos una Delegación 
Agraria y que el Delegado Agrario tendrá bajo sus órdenes· 
a varios subdelegados. El subdelegado será nombrado y 
removido por el titular de la Secretaría de la RE:?forma 
Agraria y deberá ser profesionista titulado con experiencia 
en materia agraria. son facul tadcs de éstos Delegados, 
representar en el territorio de su jurisdicción al 
Ejecutivo Federal y a la secretaría de la Reforma Agraria 
en los asuntos de la competencia. de dicha Secretaría; 
presidir y vigilar el buen funcionamiento de las Comisiones 
Agrarias Mixtas; tratar con el Ejecutivo Local los 
prob.lernas agrarios de la competencia da éste; organizar, 
dirigir y controlar al personal adscrito a la Delegación y 
al que comisiones dentro de su jurisdicción para algún 
problema específico: y las demás que la ley les 
señalan (artículo 13 LRFA, cuyo antecedente fue el artículo 
37 del CA de 1942). Sus responsabilidades acumulativas 
están especificadas por el artículo 466 de la Ley Federal 
de 1971, cuyo antecedente se encuentra en el artículo 350 
del Código de 1942". 

Por lo que respecta al Secretario de la Reforma 
Agraria es nombrado y removido libremente por el Presidente 
de la República (art. 3o. LFRA). Sus facultades se prevén 
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en e1 art~culo 10 de la Ley Federal de 1971, las cuales 
son: 

Acordar con e1 Presidente de la República. 
Firmar juntamente con el Presidente las resoluciones 

y acuerdos que dicte en materia agraria y hacerlas ejecutar 
bajo su responsabilidad. 

- Resolver los conflictos que se susciten en los 
ejidos, con motivo del deslinde o señalamiento de las zonas 
de protección o por cualquier otra causa, cuando su 
resolución no esté especialmente atribuida a cualquier otra 
autoridad. 

- Informar al Presidente de la Reptiblica de los casos 
en que procedan las consignaciones de que se trata el 
artículo 471 de la Ley Federal, cuyo antecedente fue el 
artículo 344 del Código de 1942. 

Nombrar y remover al personal técnico y 
administrativo de la secretaría de acuerdo con las leyes de 
la materia. 

- Representar al Presidente de la Reptlblica en todo 
acto que se relacione con la fijación, reconocimiento, 
modificación u otorgamiento de cualquier derecho fundado en 
la Ley, salvo en casos expresamente reservados por la ley 
a otra autoridad. 

- Marca~ lin~amientos generales a la actividades de la 
Secretaría 1 ac.::itando instrucciones del Presidente de la 
República. 

- Las demás que J.a legislación agraria le señale. 

Es pertinente decir, que las explicaciones 
re1ativas a1 titular de la Secretaria de la Reforma Agraria 
como autoridad,, son aplicables a la Secretaría corno órgano 
agrario. 

El artículo 10 antes referido fue reformado el 30 
de diciembre de 1983,, publicado en el Diario Oficial de la 
Federación el 17 de enero de 1984: con la finalidad de que 
el Secretario de la Reforma· Agraria pudiera "expedir 
y cance1ar los certificados de inafectabilidad'', los que en 
adelante ya no serán expedidos, ni cancelados por el 
Presidente de J.a República. Cabe señalar, que en los 
artícu1os 40. y So. transitorios del Decreto del 30 de 
diciembre de 1983,, se dio la facultad al Secretario para 
expedir los títulos de lotes de las colonias agropecuarias 
y los títulos respectivos a 1os baldieros y nacionales. 
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Fundamenta1mente 1as facultades del Secretario se 
relacionaron con 1a creación, tramitación, modificación y 
extinción de derechos agrarios, o sea con facultades 
jurídico-agrarios. La Ley Federal de la Reforma Agraria de 
1971 prevé los casos en que el titular de la Secretaría 
incurre en responsabilidades (art. 460 LRFA, antecedente 
343 del CA 1942)"""º. 

Sin embargo, actualmente al ser derogada la Ley 
Federal de la Reforma Agraria por la Ley Agraria; cuestión 
que incidió en el ámbito de las autoridades agrarias, entre 
ellas en la Secretaría de la Reforma Agraria, dicha 
autoridad subsiste en el marco transitorio do; la Ley 
Agraria. Uno de los cambios dados a raíz de que el 
Presidente de la Rapública ya no es autoridad agraria, es 
1a de que el S~cretario dejó de ser ejecutor de las 
resoluciones presidenciales en materia agraria; facultad 
que ahora es asumida por los Tribunales Agrarios. 

El Cuerpo Consultivo Agrario, tiene su 
antecedente en la reforma al articulo Z7 constitucionul de 
9 de enero de 1934 y, por tanto, en el Código Agrario de 
1934; reforma que lo in~cgró co1, esa denominación, pues en 
la Ley de 1915, su equivalente lo fue la Comisión Nacional 
Agraria (tribunal revisor). En éste primer Código, corno ya 
se dijo, el Cuerpo Consultivo Agrario estaba integrado por 
cinco miembros nombrados por el Presidente de la República; 
cuya responsabilidad estribó en el dictemen de los 

expedientes agrarios, a efecto de apoyar las resoluciones 
presidenciales; asi como la revisión y autorización de los 
p1anos y proyectos de las resoluciones presidenciales, 
consultor del jefe del Departamento Agrario y perito de las 
iniciativas de leyes agrarias del Presidente de la 
República (art. 7o. CA 1934). 

En los Códigos posteriores ( 1.940 y 1942) el 
cuerpo Consultivo, se amplió de cinco a ocho miembros; sus 
funciones eran las nismas que en el Código de 1934, sólo se 
ampliaban para discutir y aprobar los planos y expedientes 
de ejecución de resoluciones presidenciales, 

"'º~ Martha Chávez Padrón, Op Cit., p. 62 y 63: 
Sergio García Ramírez, Op Cit , p. 140 y 141. 
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que no hubieran sido ejecutadas en todos sus términos. 

En la Ley Federal de 1971 -después de su reforma 
publicada en e1 Diario Oficial de la Federación el 17 de 
enero de 1984- 1a citada autoridad se seña1ó en 1a fracción 
V, del artículo 20.; y su fundamento constitucional en la 
fracción XI, hoy derogada, inciso b, de1 arti:cu1o 27 
consti tuciona1, que deci:a: "Un Cuerpo Consu1 ti vo 
compuesto de cinco personas que serán designadas por el 
Presidente de 1a República y que tendrá las funciones que 
las leyes orgánicas reglamentarias 1e fijen". 

Así:, el cuerpo Consultivo Agrario que menciona el. 
inciso b, se integrará por cinco titulares y por e1 número 
de supernumerarios que decida e1 Ejecutivo Federal; dos de 
los miembros titulares y la misma proporción en el caso de 
los supernumerarios, actúan como representantes de 1os 
campesinos. El Secretario de la Reforma Agraria preside 
este Cuerpo, contando con voto de calidad. Sus funciones 
principales consisten en dictaminar sobre los expedientes 
que deban reso1verse por el Presidente de la República; 
revisar y autorizar los planos, proyectos relativos a sus 
dictámenes y opinar sobre los conflictos que se originen 
por la ejecución de 1as reso1uciones presidenciales (arts. 
14 y 16 LFRA de 1971). 

El Cuerpo Consultivo Agrario, hoy en día, aun 
subsiste desempeñando funciones administrativas: auxiliando 
a los Tribunales Agrarios, actuales órganos de 1a justicia 
agraria, a la substanciación de los expedientes, con el fin 
de concluir con el rezago agrario. Ello, en virtud de la 
última reforma hecha a1 artículo 27 de la Constitución y, 
por tanto, de la sustitución de la Ley Federal de 1971. 

Otra de las autoridades agrarias que señaló la 
Ley Federal en cuestión, fuo la Comisión Agraria Mixta 
(art. 20. fracc. VI). 

De las autoridades agrarias reglamentadas en la 
Ley del 6 de enero do 1915, como ya se sabe, se encontraba 
1a Comisión Local Agraria (una por cada Estado de la 
República), autoridad que cambia de denominación por 
Comisión Agraria Mixta a partir de 1934 con el primer 
Código. Tal Comisión se integró por cinco miembros, dos que 
representaban a 1a Federación, dos más a 1os gobiernos 
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1oca1es y uno a 1os campesinos; cuya función consist~a en 
emiti.r un dictamen una vez que l.e era remitida l..a so1icitud 
de dotación o restitución por el. gobernador, e1 que a 
su vez emit~a su resolución provisional. 

En 1os Códigos de 1940 y 1942 l.as Comisiones 
Mixtas, quedan en aspectos más concretos, substanciar l.os 
expedientes de tierras y aguas; dictaminar los restitución, 
dotación, ampl.iación de tierras; opinar sobre l.a creación 
de 1os nuevos centros y expropiación de tierras y aguas. 

Posteriormente, l.a fracción VI de la Ley Federal 
de l.a Reforma Agraria,, que consigno o. las Comisiones 
Agrarias Mixtas, tuvo su fundamento en l.a fracción XI, 
hoy derogada, inciso e, del. artículo 27 constitucional, en 
l.a que se dacia: "Una Comisión Mixta compuesta de 
representantes igual.es de l.a Federación, de l.os gobiernos 
l.ocales, y de un representante de los campesinos, cuya 
designación se hará en l.os términos que prevengo l.a l.ey 
regl.amentaria respectiva, que funcionará en cada Estado y 
en el Distrito Federal, con las atribuciones que las mismas 
1eyes orgánicas y reg1amentarias dictaminen". 

Estas Comisiones se integraran por un presidente, 
un secretario, y tres vocal.es. El Presidente es el de1egado 
Agrario que reside en la capita1 del Estado y el primer 
vocal, son 1os representantes de1 gobierno federa1 y e1 
secretario y e1 segundo voca1, los del gobierno del Estado. 
Sus funciones principa1es consisten en substanciar los 
expedientes (primera parte de la instrucción) de 
restitución, dotación y arnpl iación de tierras, bosques 
y aguas; así como juicios privativos de derechos agrarios 
individua1es y nuevas adjudicaciones; dictaminar en 1os 
expedientes que deban sQr resueltos por los gobernadores 
y decidir sobre diversas controversias agrarias (art. 13 
LFRA de 1971). 

Esta autoridad, de igua.l forma, que el Cuerpo 
Consultivo Agrario, subsiste en el panorama agrario 
desempeñando tareas administrativas, tendientes en auxi 1 iar 
a l.os Tribuna1es Agrarios en 1a substanciación de los 
expedientes, en v~as de conc1uir con el. rezago agrario. 

Los Comités Particul.ares Ejecutivos, cabe 
recordar, existen desde el. nacimiento de l.a Ley de1 6 de 
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enero de 1915; integrados por tres personas, designados por 
e1 qobernador, cuya función consistía en ejecutar la 
reso1ución provisional, esto es, identificar, des1indar 
y medir los terrenos a fin de proceder a su entrega. 

Durante 1a vigencia del Código de 1934 1os 
comités cambian de cierta forma en cuanto a sus funciones, 
pues representaban a1 núcleo de población solicitante desde 
e1 inicio de la acción agraria, hasta la ejecución de la 
posesión y la correspondiente entrega de las tierras y 
aquas a1 Comisariado Ejidal y la documentación inherente a 
su gestión. Por lo que hace a su integración se compuso de 
igual forma por tres miembros (presidente, secretario y 
vocal) de los solicitantes de J_a tierra, nombrados por el 
gobernador. 

En la vigencia de los Códigos de 1940 y 1942, 
continuaban los Comités Ejecutivos, como cuerpos 
transitorios de gestión de las acciones ejidales, que 
culminaban con el mandamiento de posesión provisional, o en 
su caso con la posesión definitiva. 

Encontraron su fundamento en la mul.ticitada 
fracción XI, hoy día derogada, inciso d, del. artículo 27 de 
1a Constitución; en relación con los artículos 20. y 17 al 
21 de la Ley Federal de la Reforma Agraria. 

Los comités Particulares Ejecutivos que menciona 
el inciso d, se constituyen con los miembros del núcleo de 
población o grupo de solicitantes (presidente, secretario 
y vocal, con sus respectivos suplentes, electos en asamblea 
general del núcleo) cuando se inicia un expediente de 
restitución, dotación, ampliación o creación de un nuevo 
centro de población, y cesan en sus funciones al ejecutarse 
e1 mandamiento del gobernador o la resolución presidencial., 
en su caso. 

Estos comités Particulares -manifiesta Sergio 
García Ramírez- "han ejercido funciones administrativas de 
l.os núcleos o peticionarios correspondientes, e 
intervinieron colegiadamente en los procedimientos 
respectivos. La jurisprudencia ha examinado el punto desde 
diversas perspectivas, entre ellas la relativa al delicado 
acto del. emplazamiento. En este orden de cosas, la Suprema 
Corte de Justicia ha sostenido que para la eficacia del. 
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acto de emp1azamiento es necesario acreditar que 1os 
representantes con quienes se entendió e1 emplazamiento 
efectivamente desempeñan los cargos de presidente, 
secretario y vocal de1 comité particular ejecutivo de1 
nt.l.c1eo de interesado en el procedimiento del que se 
trata"61

• 

Igualmente, la jurisprudencia del. Apéndice al 
Semanario Judicial de la Federación 1917-1975, Tercera 
parte, Segunda Sala, A.R. 1918/70 y otros, ha considerado 
al respecto en el examen de la legislación agraria, que: 

"La representación de nuevo centro de 
población ejidal rec~e correspondiente 
comité ejecutivo agrario, integrado por un 
presidente, un secretario y un vocal, actuando 
conjuntamente. De entenderse el emplazamiento a1 
juicio de amparo con el. presidente, que por si 
solo no constituye al comité ejecutivo agrario 
respectivo, debe revocarse l.a sentencia a 
revisión y ordenarse la reposición del 
procedimiento para el efecto de que el juez de 
distrito provea lo conducente al correcto 
emplazamiento del núcleo de población 
relacionado". 

Procede considerar aquí, igualmente que con las 
ya citadas autoridades agrarias, que éstas a pesar de haber 
sa1ido de la escena constitucional, mantienen su presencia 
bajo las normas transitorias de la actual Ley Agraria, como 
auxiliares de los Tribunales Agrarios, en el rezago 
agrario. 

La integración de los Comisariados Ejidal.es 
proviene de la reforma al. artículo 27 constitucional del 9 
de enero de 1934 y, como consecuencia del primer Código 
Agrario de ese mismo año. Estaban conformados, como ya 
sabemos, por ejidatarios del núcleo de pobl.ación 
(presidente, secretario y tesorero),, designados por l.a 
Asamblea General. de Ejidatarios; cuya función era de 
mandatario del ejido. 

•
1sergio Garci.a Ram:.C.rez, on cit ,, p. 98. 
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En e1. código Agrario de 1940 se amp1ió 1a función 
de1 comisariado a: administrar los bienes comunales de1 
ejido: convocar mensua1mente a asamblea general de 
ejidatarios; administrar el aprovechamiento de aguas, entre 
otras. situación que se mantuvo durante e1 Código de 1942-

Durante 1a Ley Federal de 1a Reforma Agraria de 
1971, tuvo su fundamento en 1a fracción XI, hoy derogada, 
inciso e, de1 artículo 27 de 1a Constitución; en relación 
con 1os artículos 20., 22, 37 y 48 de 1a citada Ley. 

Los Comisariados Ejida1es previstos en el inciso 
e, que también pueden ser de bienes comunales, tienen 1a 
calidad de autoridades internas de los núcleos agrarios, 
junto con las asambleas generales y los consejos de 
vigilancia (por eso no aparecen como autoridades agrarias 
en e1 artícu1o 2o de 1a LFRA). Dicho Cornisariado esta 
constituidos por un presidente, un secretario y un 
tesorero, propietarios y suplentes; tienen la 
representación del ejido o comunidad y son responsables de 
ejecutar los acuerdos de las asambleas genera1os. 

Es necesario recordar que al lado de los 
Comisariados Ejida1es, los Códigos de 1940 y 1942, así como 
la Ley Federal de 1971, señalaron como órganos agrarios y 
como autoridades internas de los núcleos de población 
ejidal. y de las comunidades, a l.a Asamblea General de 
Ejidatarios y a1 Consejo de Vigilancia Ejidal. Actualmente, 
dichas autoridades (Asamblea, comisariado Ejidal y Consejo 
de Vigilancia) ya no se consideran autoridades internas, 
sino órganos de representación y gestión administrativa del 
ejido, como se desprende de la sección tercera, capítulo 
primero, Título Tercero (artículos 21 al 42) de la Ley 
Agraria (Ley vigente que derogó a la Ley Federal de la 
Reforma Agraria de 1971). De tal forma el artículo 21 de 
esta Ley, dice: 

''Artículo 21. Son órganos de los ejidos: 
I. La asamblea; 
II. El comisariado ejida1; y 
III. El consejo de vigilancia''· 

A la luz de la Ley Agraria, se conserva la figura 
de los Comisariados Ejida1es y de Bienes Comunales, como 
representantes del ejido o de 1a comunidad, estrechamente 



- 99 -

subordinados a l.a autoridad de l.a Asamb1ea (en 1a que 
partici.pan todos l.os ejidatarios), órgano supremo del. 
n~c1eo de pob1ación (art. 22 y 23); y bajo 1a 
supervisión del. consejo de vigil.ancia, integrado por un 
presidente y dos secretarios, propietario y sup1entes (art. 
35 y 36). Siendo l.os miembros del. Comisarido y del. 
Consejo de Vigilancia, el.actos por 1a Asamblea (art. 37). 

El. comisariado ejida1 es el. órgano encargado de 
l.a ejecución de los acuerdos de 1a asamblea, así como de l.a 
representación y gestión administrativa del ejido. Estará 
constituido por un presidente, secretario y tesorero, 
propietarios y sus respectivos supl.entes. Entre sus 
facul.tades y obligaciones se encuentran, el representar al 
núcleo de población ejidal y administrar sus bienes 
comunes: el procurar que se respeten los derechos de los 
ejidatarios: convocar a la asamblea y dar cuenta a ésta de 
las labores efectuadas, tanto de las tierras como de los 
movimientos económicos (art.32, 33 y 99). 

Estos Cornisariados son partes formales en cuanto 
ostentan dicha representación, y son partes materiales 
cuando el conflicto es directamente contra ellos por parte 
de ejidatarios, comuneros, posesionarios o avecindados, que 
es una de las hipótesis contempladas por la Lrucción VI del 
articulo ia de la Ley Orgánica de los 'I'ribunales Agrarios. 

Manifiesta Sergio García R~m~rez, que ••para la 
validez del emplazamiento -con sus consecuencias 
sustantivas y procesales- de un núcleo de población, es 
necesario que se acredite la personillidad de los 
~ntegrantes del Comisar~ado Ejidnl respectivo'': pues ''debe 
practicarse con los tres miembros que integran el 
Comisariado Ejidal (presidente, secretario y tesorero) que 
l.o representa. Ninguno de 1.os miembros de éste tiene, 
aisladamente, la representación del núcleo, la que 
únicamente existe cuando concurren los tres miembros del 
comisariado ejidal correspondiente''ª~. Esto es, que para 
que sean eficaces los actos del comisariado, sus 
integrantes funcionarán conjuntamente, por regla general; 
y no por separado, ya que ninguno de esos miembros tiene, 
de forma aislada, la representación del núcleo. Salvo 

.. :zsergio García Ramírez, Op. Cit., p.p .. 100 a 102. 
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10 que se disponga en e1 reglamento interno de1 ejido. 

Sirve de apoyo a 1a anterior consideración, la 
tesis jurisprudencial visible a fojas 2973, tomo LIX, 
Quinta época, de1 semanario Judicial de la Federación: 

"COMISARIAOOS EJIDALES, PERSONALIDAD DE LOS. EN 
EL AMPARO. A los comisariados ejida1es 
corresponden 1a representación juridica de 1os 
n~c1eos de población ante las autoridades 
administrativas y judiciélles; pero para que tal 
representación se realice, es necesaria la 
concurrencia de los tres miembros componentes del 
Comisariado respectivo, de manera que si el 
juicio de ümparo es interpuesto por uno o dos de 
e1los, debe desecharse la demanda por 
improcedente, por fa.Ita de instancia de parte 
leg.í.tima". 

La fracción II del artículo 20. de la Ley Federal 
de la Reforma Agraria en comento, tamhién señaló como una 
de las autoridades agrarias a los Gobernadores de los 
Estados y Jefe del Departamento del Distrito Federal. 

Dicha autoridad aparece desde la Ley del 6 d~ 
enero de 1915 hasta la Ley Federal de 1971. can facultades 
para intervenir en la primera instancia del procedimiento 
de restitución o dotación de tierras o nguas, inclusive 
dotación complementaria y ampliación de ejidos, y para 
ejercer 1a muy importante atribución de ordenar que se 
diera posesión inmediata a los nUcleos de población, de las 
superficies afectables, en concepto del mismo gobernador 
(fracción XII, hoy derogada, del artículo 27 
constitucional), medida de carácter provisional o 
precautorio, que, sin embargo, determinaba consecuencias 
materiales y procesales relevantes (por ejemplo los 
plazos). 

Las diversas atribuciones de los Gobernadores de 
los Estados y del Jefe del Departamento del Distrito 
Federal, en su condición de autoridades agrarias, quedaron 
previstas en e1 artículo 90. de la Ley Federal de la 
Reforma Agraria, de la fortna siguiente: 

- Dictar resolución para resolver en primera instancia 
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1os expedientes relativos a restitución, dotación de 
tierras y aquas, dotación complementaria y ampliación de 
ejidos .. 

- Opinar en los expedientes sobre creación de nuevos 
centros de población y en los de expropiación de tierras, 
bosques y aguas ejidales y comunales. 

- Proveer en lo administrativo lo necesario para la 
sustanciación de los expedientes y ejecuciones de las 
resol.uciones .. 

- Nombrar y remover libremente a sus representantes en 
las comisiones Agrarias Mixtas. 

- Expedir los nombramientos a los integrantes de los 
Comités Particulares Ejecutivos que elijan los grupos 
solicitantes. 

- Hacer del conocimiento de la Secretaría de la Reforma 
Agraria, las irregularidades en que incurran los 
funcionarios y empleados dependientes de ésta_ Y las demás 
que señale la ley. 

Actualmente los Gobernadores de las Entidades 
Federativas y Jefe del Departamento del Distrito Federal, 
después de la reforma de 1992 al artículo 27 constitucional 
y la nueva Ley Agraria, dejan de ser autoridades agrarias, 
para ser consideradas autoridades administrativas 
auxiliares de los Tribunales Agrarios. 

Finalmente, según se observa de la fracción IV, 
del artículo 20. de la Ley Federal de 1971, fue considerada 
también como autoridad agraria la Secretaria de Agricultura 
y Recursos Hidráulicos-

A través de la historia del país, la Secretaría 
de Agricultura y Recursos Hidráulicos sufrió diversos 
cambios en su denominación. De esta forma -refiere el 
maestro Miguel Acosta Romero- ''por la Ley del 22 de abril 
de 1853 se creó el Ministerio de Fomento, Colonización e 
Industria, que estuvo encargado tanto dQ Jns funciones de 
la entonces Secretaria de Agricultura y Ganadería, como de 
aquellas que pertenecen a la Secretaría de Comercio. Dicho 
Ministerio se subdividió, por decreto de 31 de marzo de 
1917, en dos Secretarias, que fueron: la de Fomento y la de 
Industria, Comercio y Trabajo. La denominación de 
Secretaría de Fomento fue cambiada por la Ley de 
Secretarías de Estado de 25 de diciembre de 1917, por 1a 
Secretaría de Agricultura y Fomento. Este nombre 1o 
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conservó hasta el 31 de diciembre de 1946, en que 1a Ley de 
Secretar.ías y Departamentos de Estado de 1 7 de diciembre de 
ese año, y que entró en vigor el 1o. de enero de 1947, le 
señaló e1 nombre de Agricultura y Ganadería. La Ley 
Orgánica de la Administración Pública Federal, de 29 de 
diciembre de 1.976, une a las Secretarías de Recursos 
Hidráulicos y a 1a de Agricultura y Ganader.ía, en la 
Secretar.!a de Agricu1 tura y Recursos Hidráulicos""'~ .. Dando 
origen así, a la denominación actual de la Secretaria que 
nos ocupa como autoridad agraria. 

E1 antecedente más lejano que se tiene de ésta 
autoridad agraria como tal, se encuentra en el Código de 
1942; en la exposición de motivos de ese Código, entre 
otras cosas, se encomendó a la entonces llamada Secretaría 
de Agricul.tura y Fomento 1o propiamente agrícola. 
Posteriormente, el artículo 20. del citado Código determino 
que ésta Secretaría, ejercería sus funciones por conducto 
de 1a Dirección General de Organización Agraria Ejidal y el. 
Departamento de Asuntos Indígenas. 

El artículo 11 de la Ley Federal de la Reforma 
Agraria, enumeró .las atribuciones de la Secretaría en 
comento, de la siguiente manera: 

- Determinar loS medios técnicos adecuados para el. 
fomento, la explotación y el mejor aprovechamiento de los 
frutos y recursos de los ejidos, comunidades, nuevos 
centros de población y colonias con miras al mejoramiento 
económico y social de 1a población campesina. 

- Establecer en l.os ejidos o en l.as zonas aledañas, 
campos experimentales agrícol.as de acuerdo con las 
posibilidades del. lugar y sistemas de cultivo adecuados a 
las características de la tenencia de la tierra en las 
distintas regiones del país. 

- Intervenir en la fijación de las reglas general.es o 
particul.ares, en su caso, para l.a explotación de los 
recursos nacional.es agropecuarios y si1v1colas ~ aconsejando 
las prácticas más provechosas y 1.as técnicas más adecuadas. 

- Incluir en los programas agrícolas~ nacionales o 
regionales, las zonas ejidal.es que deban dedicarse temporal. 
o definitivamente los cultivos que, en virtud de 

ª 3 Miguel Acosta Romero, op cit , p. 153. 
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sus condiciones ecológicas, sean más apropiados o 
remunerativos, en colaboración con 1a Secretar.ía de la 
Reforma Agraria. 

Fomentar la integración de la ganader.ía a la 
agricultura con plantas forrajeras adecuadas y e1 
establecimiento de silos y sistemas intensivos en la 
explotación agropecuaria que sean más idóneos en relación 
con algún ejido, comunidad o nuevo centro de población. 

coordinar las actividades de sus diversas 
dependencias en función de los programas agrícolas 
nacionales, a fin de que concurran a mejorar la agricultura 
de los ejidos, comunidades y nuevos centros de población y 
colonias. 

- Sostener una política enérgica sobre conservación de 
suelos, bosques y aguas y comprobar di rectamente o por 
medio de sus subalternos, la eficacia de sistemas cuya 
aplicación se haya dispuesto en coordinación con la 
Secretaría de la Reforma Agraria, a afecto de establecer 
como una de las obligaciones de los ejidatarios e1 
constante cuidado que deben tener en la preservación y 
enriquecimiento de estos recursos. 

En resumen las atribuciones de la Secretar~a, 
fundamentalmente se orientaron, y se siguen orientando, a1 
desarrollo de la producción en el agro mexicano. 

De esta forma; se ha mostrado el panorama de las 
autoridades agrarias en la Ley Federal de la Reforma 
Agraria del 1.6 de marzo de 1.971, en relación con su 
necesaria vigencia en la nueva legislación agraria. 

La Ley Federal que se comenta tuvo reformas y 
adiciones tendientes a perfeccionar su texto. La primera de 
e1.1as, -afirma Lucio Mendieta y Núñez- proviene del 
"decreto do 29 de diciembre de 1974, al ser reformada la 
Ley de Secretarías y Departamentos de Estado para 
transformar al Departamento de Asuntos Agrarios y 
Co1onización y al de Turismo, en secretarías. El primero 
cambio su denominación por la de Secretaría de la Reforma 
Agraria"; siendo necesario modificar la Ley de la Materia, 
mediante "decreto de 30 de diciembre de 1974". Por lo 
tanto, la reforma consistió en cambiar ".la denominación 
Departamento de Asuntos Agrarios y Colonización por la de 
Secretaría de 1a Reforma Agraria, en cada uno de los 
artículos de .la Ley Federal que por su redacción ameritaban 
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e1 cambio""•. 

Con independencia de la reforma citada, para 
fines de la década de los setentas ya se mencionaban otros 
teraas, de tal forma se detectó en el fondo del. artículo 27 
constitucional. y del concepto de Reforma -Agraria derivado 
de él, que había todavía otros conceptos que debían 
aclararse, entonces en febrero de 1983 se produjeron las 
reformas constitucionales al citado articulo 27 que 
consagraron el. desarrol.l.o rural integral. y la justicia 
agraria expedita; -comenta David García Estrada
consagradas en las fracciones XIX y XX "en las que se 
dispuso que el. Estado dispondrá las medidas para la 
expedita y honesta impartición da justicia agraria, con 
objeto de garantizar la seguridad en la tenencia de la 
tierra ejidal, comunal y de la pequeña propiedad, 
promoviendo además, el Estado, las condiciones pa~a el 
desarrollo rural integral, a efecto de generar empleos y 
garantizar a la población campesina el bienestar y su 
participación e incorporación en el desarrollo nacional". 

Como consecuencia de lo antes expresado, fue 
reformada la Ley Reglamentaria en las disposiciones en los 
que incidió tal reforma, como lo fue "la organización 
económica, registro agrario nacional, derechos agrarios 
individuales, etc. Entre los artículos que se reformaron se 
encuentran los siguientes: 2o., fue adicionado con una 
fracción más para incluir al Cuerpo Consultivo Agrario como 
autoridad: Bo. fracción IV, precisa la denominación de 
reconocimiento y titulación de bienes comunales: 10 
fracción XX, confiere atribuciones al. Secretario de la 
Reforma Agraria; 12, Sú adicionan 1as fracciones I y II, 
para dar celeridad a los procedimientos agrarios: 41 
fracción VIII, obliga al Cornisariado y Consejo de 
Vigilancia a hacer que se respeten las tierras ej ida les 
evitando su utilización para otros fines: 241, el. trámite 
de las solicitudes se sujeta a examen previo de la 
capacidad colectiva del núcleo solicitan te: 292, suprime la 
remisión del expediente al Delegado Agrario: 298, dispone 
1a publicación de los mandamientos negativos del 
Gobernador; 326, 366, 431 y 432, superan las situaciones 
problemáticas que pequeña parte en conflicto 

••Lucio Mendieta y Núñez, Op. Cit , p.p. 306 a 308. 
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invo1ucraban todo el expediente, lesionando a la totalidad 
de los comuneros; por último, los art~culos cuarto y quinto 
transitorios facultaron al Secretario de la Reforma 
Agraria, a regularizar l.as colonias agrícolas y 
ganaderas"'"'. 

Final.mente, la Ley Federal de 1971 tuvo una 
vigencia de poco más de veinte años, pues como es sabido 
fue derogada por la Ley Agraria del 23 de febrero de 1992. 

Desde el inicio de l.a gesta revolucionaria con la 
que surgió la reforma agraria, hasta nuestro d.ías, la 
situación del suelo mexicano ha cambiado considerabl.emente. 
Tal fue como lo expuso el entonces Presidente Carlos 
Salinas de Gortarí en su iniciativa de reformas de 1991, 
tendiente a modificar el artículo 27 constitucional y la 
1ey reglamentaria de1 mismo (Ley Federal de la Reforma 
Agraria de 16 de marzo de 1971); en las que se determinó 
que e1 Presidente de la República, ya no sería considerado 
como suprema autoridad agraria; por cuanto hace a las demás 
señaladas como autoridades agrarias, éstas salen de 1a 
escena constitucional 1 pero mantienen su presencia en el 
juicio agrario mientras perdure 1 bajo las normas 
transitorias de 1a nueva regulación constitucional 
y secundaria, el despacho de los asuntos que constituyen e1 
llamado rezago agrario; consideradas como autoridades 
administrativas auxiliares de los Tribunales Agrarios, 
actuales órganos de 1a justicia agraria. De esta forma, e1 
párrafo cuarto del artículo tercero transitorio, dice: 

"La autoridad agraria deberá prestar a los 
tribunales la colaboración que le soliciten para 
la adecuada substanciación de los expedientes, a 
fin de que se encuentren en aptitud de dictar 1a 
resolución que corresponda''. 

No es óbice acentuar, que la Ley Agraria vigente 
respecto a la Asamblea, el Comisaria.do Ejidal y el Consejo 
de Vigi1ancia 1 la Ley Agraria vigente, ya no considera a 
éstas como autoridades internas, sino como órganos de 
representación y gestión administrativa del ejido • 

.. 5La Evolución del Derecho Agrario en México 1 Obra 
Jur~dica Mexicana, op. Cit., p. 921 a 924. 



CAPITULO III 

LOS ORGANOS DE LA JUSTICIA AGRARIA EN LA NUEVA LEY 

1. TRIBUNALES AGRARIOS. 

Antes de proceder al desarro11o de1 presente 
capi.tulo, es necesario hacer las siguientes 
consideraciones: 

como complemento legal de la iniciativa de 
reformas al artículo 27 constitucional de 1991, el 
Presidente de la RepUblica envió a la Cámara de Diputados, 
una iniciativa de Ley Reglamentaria de la disposición 
constitucional para que fuera aprobada; la cual dio origen 
a la Ley Agraria y Ley orgánica de los Tribunales Agrarios 
(así como a diversos Reglamentos), ambas, del 23 de febrero 
de 1992, publicadas en el Diario oficial de la Federación 
el 26 de febrero de ese mismo mes y año. 

La Ley Agraria, como ya se ha dicho, derogó a la 
Ley Federal de la Reforma Agraria; además, a la Ley General 
de CrédiLo Rural; la Ley de Terrenos Baldíos, Nacionales y 
Demasías; la Ley del Seguro Agropecuario y de Vida 
Campesino (en tanto no se expidan las disposiciones 
correspondientes, continuarán aplicándose); la Ley de 
Fomento Agropecuario, salvo las disposiciones que rigen el 
Fideicomiso de Riesgo Compartido y, todas las disposiciones 
que se opongan a las previstas en la presente ley (arts. 
segundo y sexto transitorios LA). 

No obstante la anterior decisión derogatoria, es 
necesario referir algunas cuestiones referentes al régimen 
transitorio contemplados en la Ley Agraria, éstos son: el 
11amado rezago agrario, J.os certificados de inafectabilidad 
y el régimen de colonias agrícolas y ganaderas. 

En cuanto a la primera salvedad, el artículo 
tercero transitorio de la Ley Agraria, prevé que en l.os 
asuntos en materia de ampliación o dotación de tierras, 
bosques y aguas, y creación de nuevos centros de población 
(a l.os que se les conoce con el nombre de "rezago agrario") 
en trámite a la fecha de entrada en vigor de la reforma 
constitucional, para no interrumpir su deshago, que l.as 
autoridades agrarias que habían venido desahogando dichos 
asuntos continUen haciéndolo, sujetándose a la legislación 
reg1amentaria del reparto agrario (Ley de 1a Reforma 
Agraria que se deroga); que los asuntos que le correspondan 
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conocer a 1os tribuna1es agrarios, 1e sean turnados por 1a 
Comisión Agraria Mixta o e1 Cuerpo Consultivo Agrario, 
una vez que 1os tribunales entren en funciones: asimismo, 
el párrafo cuarto dice que 1a autoridad agraria, preste a 
1os Tribuna1es agrarios 1a colaboración que necesiten para 
1a adecuada substanciación de 1os expedientes, a fin de que 
se dicte la resolución respectiva. 

De esta forma, como ya se ha dicho, 1as 
autoridades agrarias contempladas en 1a Ley Federal de la 
Reforma Agraria salen de la escena constitucional, 
manteniendo su presencia en el juicio agrario mientras 
perdure, bajo las normas transitorias de la nueva 
regulación constitucional y secundaria, el despacho de los 
asuntos que constituyen el llamado rezago agrario; como 
autoridades agrarias administrativas, auxiliares de los 
tribunales agrarios. El apoyo es únicamente el compatible 
con 1a función jurisdiccional de quien lo requiere (los 
tribunales agrarios) y administrativo de quien lo brinda 
(autoridades agrarias). 

La norma transitoria sólo enfatiza la 
colaboración de los asuntos turnados al amparo de 1a 
transferencia de potestades, pero en modo alguno limita a 
éstos el posible auxilio de la autoridad agraria 
(básicamente la Secretaría de la Reforma Agraria y sus 
Delegaciones 1 así como las Comisiones Agrarias Mixtas) 
hasta su extinción, que sólo puede ocurrir cuando concluyan 
los trabajos que la ley pone a su cargo. 

En relación a los certificados de 
inafectabilidad, bajo la legislación anterior 
(constitucional y secundaria) los pequeños propietarios 
podían solicitar y obtener certificados de inafC'?ctabilidad, 
que ponían sus tierras al abrigo de afC?ctaciones dentro del 
reparto agrario, sa1~10 que se acordara la cancelación de 
ese título por las causas legalmente estipuladas. Estos 
certificados, hoy en dia han perdido fuerza, en virtud de 
haber concluido el reparto agrario; sin embargo, conservan 
utilidad para f incs procesales 1 pues "podrán ofrecerse como 
prueba en los procedimientos previstos por esta ley y 
tendrán validez para efectos de determinar la calidad de 
las tierras•• (artículo cuarto transitorio). 

Respecto al régimen de colonias agrícolas 
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y ganaderas; el artículo octavo transitorio determina que 
"1as col.onias aqr.ícol·as y ganaderas (existentes a1 tiempo 
de expedirse el nuevo ordenamiento) podrán actuar y 
continuar sujetas al régimen establecido en el Reglamento 
de co1onias Agrícolas y Ganaderas o por adquirir el dominio 
pleno de sus tierras, en cuyo caso se regirán por la 
1egislación civil de .la entidad en que se encuentren 
ubicadas". Por ende, el. Reglamento aludido con las 
particul.aridades que establece en materia de relaciones 
sustantivas, órganos y procedimientos permanecerán en 
vigor, sin fijar día, mientra~ exista una colonia de ese 
carácter en el país. 

La Ley Agraria vigente recoge 1as instituciones 
central.es del régimen agrario -refiere Sergio García 
Rami.rez-, ''considera la po1i.tica de desarrollo y fomento 
agropecuario, los sujetos del Derecho agrario, las formas 
de tenencia de la tierra, las operaciones a propósito del 
uso y aprovechamiento de los inmuebles rurales, y diversas 
instituciones llamadas a intervenir en este ámbito''~b- En 
concreto, los rasgos esenciales de la Ley Agraria actual, 
son los siguientes: 

a) Otorga como primer presupuesto la seguridad 
juri.dica a las tres formas de tenencia de la tierra 
reconocidas constitucion.::ilmcnte, éstas son: ejidal, comunal 
y pequeña propiedad-

b) Dispone la creación de Tribunales Agrarios_ 
c) Contempla la definitividad de derechos sobre 

sus tierras a ejidatarios y comuneros: clasificando a éstas 
como: tierras de asentamientos humanos, tierras de uso 
común y tierras parceladas-

d) Da una especial protección a las comunidades 
indi.genas-

e) Crea una nueva organización interna del ejido, 
con la finalidad de liberar la iniciativa de ejidatarios y 
comuneros. 

f) Abre la posibilidad de nuevas formas de 
asociación para los ejidatarios y de participar en el agro 
de sociedades civiles y mercantiles, con la finalidad de 
capitaiizar al campo_ 

g) Trata de resolver, mediante algunas 

••sergio Garc.í.a Rami.rez, op cit., p. 43-
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disposiciones, 1a conservación de 1os recursos naturales, 
al impedir la degradación de la tierra y del medio 
ambiente, especialmente en la selva y e1 bosque. 

h) Propone 1a creación de 1a Procuradur~a 
Agraria, como un organismo descentra1izado de 1.a 
Administración Pública Federal. 

La Ley Agraria se conforma por diez títulos, en 
doscientos artículos y ocho transitorios, en l.os que se 
encuentran los rasgos esenciales antes mencionados~ y en 
los que se incluyen los instrumentos necesarios para hacer 
efectivos l.os objetivos y principios del. precepto 
constitucional.. 

Ahora bien, en relación con los actual.es órganos 
de l.a justicia agraria motivo de éste trabajo, se encuentra 
en ésta l.ey, el. Titulo Décimo de la Ley Agraria (arts. i63 
a 200), denominado ''De la justicia agraria''; así como, 1as 
instituciones que tienen gran interés e injerencia en la 
justicia agraria, y que se hallan inmersas en los Títulos 
Séptimo: "De la procuraduría agraria" (arts. 134 a i47); y 
octavo: "Del registro agrario nacional'' (arts. i4B a i56). 
Cuestiones que son materia fundamental para estudio del 
presente capitulo. 

Además de 1a Ley Agraria, tiene gran importancia 
para los efectos que nos ocupan, la Ley orgánica de los 
Tribunales Agrarios, reglamentaria de la fracción XIX del 
artículo 27 constitucional; ley emanada (junto con la Ley 
Agraria) de l.a Constitución, que rige y organiza, en el 
máximo orden normativo la justicia agraria. 

La Ley Agraria se ocupa en conjunto de los temas 
agrarios; la Ley orgánica de los Tribunales Agrarios, como 
ley especial, tiene precisamente como tema exclusivo el de 
los Tribunales Agrarios, actuales órganos de la justicia 
agraria; asimismo, en caso de conflicto de normas entre 
ésta y la Ley Agraria, prevalecerá la Ley Orgánica en lo 
que respecta a los tribunales agrarios, no porque tenga 
jerarquía superior, sino en virtud de su carácter de ley 
especial. 

Esta Ley orgánica, consta de ocho capítulos, en 
treinta artículos y cinco transitorios; dichos capítulos 
son los siguientes: Primero, "Disposiciones Generales": 
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Segundo, "Del Tribuna1 Superior Agrario"; Tercero, "De 1os 
magistrados"; Cuarto, "De 1a designación de 
1os magistrados"; Quinto, "De 1os Tribunales Unitariosº: 
Sexto, 11 Del Secretario General. de Acuerdos y demás 
servidores públicos"; Séptimo, "De 1os impedimentos y las 
excusas"; y Octavo, "De las responsabi1idades". 

Finalmente, cabe señalar que desde su aparición 
en e1 ámbito jur~dico, la Ley Agraria y Ley Orgánica de los 
Trib~nales Agrarios, después de la experiencia reunida a lo 
1argo de varios meses de trabajo (casi un año, a partir de 
la última designación de los Magistrados, que fue en agosto 
de 1992), por Decreto del 7 de julio de 1993, publicado en 
el Diario Oficial de la Federación el 9 de julio de ese 
mismo año, tuvieron algunas reformas; entre éstas, 
encuentran l.as siguientes: "De integración adecuada y 
oportuna del órgano jurisdiccional. y sus auxil.iares, 
art~cul.os B, fracción IV y 26 de la LOTA; de imparcialidad 
y objetividad del órgano jurisdiccional., a través de l.a 
intervención de l.a Procuraduría Agraria en la formulación 
de demandas, artículos 170 y 178 de l.a LA; de competencia 
suficiente de los tribunal.es agrarios, artículos 9o. 
fracción I y II, 18. fracciones I. II, XI y XII, de la 
LOTA, y 198, fracción I, de l.a LA; de seguridad jurídica, 
artículos 185, fracción VI de l.a LA, y 18, fracción XIII, 
de 1a LOTA; de conocimiento para efectos de audiencia, 
defensa y pruebas, artículos 170, 173 y 183 de 1a LA; de 
justicia expedita, articulo 9o. de la LOTA; y de 
satisfacción del interés jurídico por medio de la 
sentencia, art.ícul.os 166 y 191 de l.a LA""'7

• 

Después de haber expuesto las aseveraciones 
anteriores, que apoyaran en gran medida a la mejor 
comprensión y desarrol.lo del presente capítulo, se pasa al 
estudio del. mismo. 

El. concepto como la práctica de los tribunales 
agrarios data de hace muchos años; órganos depositarios de 
jurisdicción, para resol. ver las controversias que se 
susciten en el agro, es decir, los l.itigios derivados de la 
tenencia y aprovechamiento de l.os bienes del campo: 
tierras, aguas y bosques • 

.... Sergio García Ramíre2, Op. Cit., p.p. S3 a SS. 
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Antes de anal.izar e1 régimen actual de l.os 
tribu~a1es agrarios en México, a 1a luz de l.a legislación 
agraria, conviene recordar que éste se ha modificado 
integralmente en el pasado reciente (esto es, en el año de 
1992). Por tal. motivo se hace necesario exponer, con algún 
detall.e, cuál fue e1 régimen jurídico vigente en e1 país en 
la mayor parte del sigl.o XX. 

sin embargo, también en la perspectiva histórica 
de otras regiones, se encuentran (como ejemplo) otros 
antecedentes que merecen referencia. Entre el.l.os se hal.l.an, 
"el antiguo Tribunal de 1os Acequieros de la Vega de 
Valencia. Este tribunal de las Aguas existía ya cuando 
Jaime I, en 1239, hizo donación de las acequias de 1a Vega 
de Val.encia. Atin hoy sesiona el Tribunal., con buenos 
resultados, producto de una largísima tradición y de una 
bien ganada respetabilidad. En él participan los vecinos de 
la región, beneficiarios y administradores del agua; 
como un órgano social investido de jurisdicción". As! como, 
el "Juzgado del Beneficio y Composición de Tierras, o 
Juzgado de Tierras, que aparece en 1692 como un órgano del 
sistema de composiciones. No le correspondía resolver 
cuestiones entre campesinos, sino entre el monarca y los 
poseedores de tierras sin tí tul.o bastante. Era, pues, una 
suerte de agente de ventas y cobranzas en beneficio del 
patrimonio real''~". 

Por cuanto hace a nuestro pa!s -Manifiesta Martha 
Chávez Padrón-, "si nos ponemos con paciencia a pensar en 
los tribunales agrarios no sólo como noticia de hoy, sino 
como acervo del pasado, lo curioso es que el tema nos 
resulta tan viejo como la lucha agrarista, de tal manera 
que puede decirse que el. pionero en esta cuestión fue el 
mismo Emiliano Zapata; afortunadamente para comprobarl.o 
basta consultar el Plan de Aya1n del 28 de noviembre de 
1911, en su cláusula sexta, donde las fuerzas surianas 
pidieron "tribunales especiales que establezcan al 
triunfo de la Revolución", a fin de que ante ellos se 
presentaran los usurpadores de las tierras de los pueblos 
que se consideraran con derecho a ellas. Por una parte este 
Plan es un documento histórico de existencia y contenido 
irrebatible que nos hace aceptar, querámoslo o no, que 

Aftsergio Garc~a Ram~rez, op cit , p. 143 y 144. 
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el. ejército zapatista fue el. que, dentro de todas l.as 
fuerzas revol.ucionarias, desde 1911 por 1o menos, 
expresó formal. y cl.aramente su deseo de l.uchar por 
11.egar a obtener tribunal.es agrarios, con una estructura 
diferente a 1.os hasta entonces existentes, que fuera si no 
excepcional.·, sí especial.izado en el. tratamiento de 1os 
probl.emas campesinos por 1.os cual.es luchaban, refiriéndose 
expresamente a 1.a restitución de tierras, pues siempre 
usaron ese término y no el. de reinvidicación"~ 

Emil.iano Zapata -continúa l.a citada autora
"11.eg~ a ser jefe de la Junta de Defensa de la comunidad 

.agraria de Anenecui1-co; por tanto, depositario de las 
copias de l.os títulos de propiedad comunera de sus tierras 
que databan de la época de la Colonia, pues los originales 
se perdieron en el incendio del viejo palacio nacional en 
donde estaba el. archivo ( a-VI-1-692). Estos documentos y 
muchos otros pasaron de mano en mano, de un calpuleque al 
calpuleque siguiente. Cuando la comunidad agraria de 
Anenecuilco, como tantas otras, se vio despojada de sus 
tierras, empezó su peregrinar de juez en juez, de tribunal 
en tribunal. y todos ellos desechaban sus demandas por falta 
de personalidad y por inexistencia de la propiedad social 
de un pueblo, o sea por falta de acción y de procedimiento. 
En esta lucha nació, creció y vivió Zapata y por ello no 
creyó en los tribunales del fuero común o federales, ni en 
el poder judicial tradicional, soñando por tanto en 
tribunales especial.izados que entendieran las 
peculiaridades de los problemas comuneros agrarios; una y 
otra vez intentó ante los jueces y los tribunales de acción 
reinvindicadora y una y otra vez resultó improcedente; por 
eso cuando en el art~culo 3o. del Plan de San Luis del s de 
octubre de 1910, se mencionó la palabra restitución, Zapata 
y sus fuerzas se adhirieron. Luego cuando sus anhelos no se 
cumplieron, emitió su Plan de Ayala, convencido de que sólo 
una verdadera revolución la que sustituye un régimen 
jurídico por otro lograría la justicia para los comuneros. 
Todo esto motivó la frase consagrada en el Plan de Ayala de 
que los usurpadores, y no los comuneros, tendrían que ir 
a defender sus derechos ante tribunales especiales que se 
establecerían al triunfo de la revolución, porque su 
revolución sí quería un cambio jurídico, no como la 
preconizaba el Plan de San Luis que su artículo 10. declaró 
vigentes todas las leyes anteriores a la revolución. Zapata 
estaba convencido de que con esas leyes no se 
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obtendría justicia y quería otras 1eyes y otros tribuna1es. 
Su primer lema fue precisamente "Reforma, libertad, 
justicia y ley" que después sintetizó en "Tierra y 
1ibertaa11••. 

Así, la solicitud de establecer tribunales 
agrarios, para conocer de las controversias que se 
suscitasen en materia del campo, como medio de fincar la 
seguridad jurídica en la tenencia y aprovechamiento de 1a 
tierra, proviene del Plan de Ayala, máximo texto zapatista, 
por excelencia, de la revolución agraria. 

Para 1. 915, el Decreto del 6 de enero de ese mismo 
año, como ya sabemos, dispuso un esquema de organización 
que fue la solución de nuestro orden positivo en el tema de 
las autoridades agrarias, naciendo desde entonces la idea 
de resolución de los conflictos agrarios mediante órganos 
administrativos. Situación que se mantuvo en la sucesión de 
las legislaciones agrarias: Códigos Agrarios de 1934, 1940 
y 1942, así corno la Ley Federal de la Reforma Agraria de 
1971. Aquí, cabe recordar que en los Códigos de 1940 y 
1942, se clasificaron a los órganos agrarios con el fin de 
destacar entre los que realizaban las tareas de resolver 
conflictos, y los que tenían el cometido de aplicar la Ley: 
situación, que si bien la Ley Federal de 1971 expresamente 
no contempló, de forma implícita sí. 

Hasta entonces, los litigios quedaron sujetos a 
autoridades administrativas para que, en ejercicio de 
facultades cuasijusrisdiccionales expresamente atribuidas 
a ellos por la Constitución, dirimieran las controversias 
en esta materia. Actualmente, tras la reforma de 1992, 
esa función fue asumida por órganos jurisdiccionales 
en sentido estricto, dotados de "autonomía y plena 
jurisdicción", corno dice el segundo párrafo de1 articu1o 27 
constitucional: pues tales órganos, denominados Tribuna1es 
Agrarios, están investidos de los elementos que integran a 
integran la jurisdicción: notio, que permite al juzgador 
conocer del litigio: vocatio, que lo faculta para convocar 
a las partes, abligándo1as a comparecer ante su autoridad: 
coertio, que le permite proveer en forma coercitiva al 
cumplimiento de sus resoluciones: juditium, que le confiere 

º"'Martha Chávez Padrón, Op Cit , p. 31 y 34. 
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1a potestad de dictar sentencia; y executio, que J..e 
autoriza a imponer, con el auxi1io de 1a fuerza pública, la 
ejecución de sus determinaciones. Radicando en todos estos 
atributos 1a 11 p1ena jurisdicción" que 1e fue conferida. 
Creados, precisamente, con J.a finaJ.idad de realizar una 
funci.ón jurisdiccional. concreta: administrar justicia 
agraria; de ahí, su denominación de órgano de justicia. 

De esa manera, a raíz de la reforma del artículo 
27 de J.a Constitución en 1992, se introduce un sistema 
totalmente diverso al que imperó durante la mayor parte del.. 
siglo XX; al. derogarse las fracciones relativas a las 
autoridades agrarias del régimen anterior, que como se ha 
dicho, actuarán en tanto continúen desahogando los asuntos 
que deben resolverse de acuerdo con la ley que la reforma 
constitucional derogó. 

Ahora bien, desde hace muchos años, la doctrina 
nacional, generada por los diversos especialistas del 
Derecho, así como pretensiones aportadas como resultado de 
algunos congresos jurídicos, sostuvieron que los conflictos 
agrarios debían ser resueltos por órganos de carácter 
jurisdiccional y no por órganos administrativos. 

Así tenemos por ejemplo, -cita e1 jurista Héctor 
Fix-Zamudio- las conclusiones del VIII Congreso Mexicano de 
Derecho Procesal de 1a Comisión Tres, dedicada al estudio 
de1 tema "Perspectivas para la creación de Tribunales 
Agrarios" (realizado en Jalapa Veracruz en 1979); tales 
conclusiones, entre otras, son: 

"Primera. El VIII Congreso Mexicano de Derecho 
Procesal se pronuncia por la creación de Tribunales 
Agrarios especializados, enmarcados formalmente dentro del 
ámbito de1 Poder Ejecutivo, pero dotados de plena autonomía 
e independencia para dictar sus fallos, por lo que no 
existirá, en este respecto~ dependencia jerárquica alguna 
entre ellos y cualquier autoridad administrativa. 

Segunda. Los Tribunales Agrarios actuarán 
en forma colegiada y serán órganos de justicia retenida 
respecto de las acciones .de dotación, ampliación y 
restitución de tierras, bosques y aguas, por lo que los 
dictámenes que sobre esta materia formulen serán sometidos 
a J..a aprobación del Ejecutivo Federal para la emisión de la 
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resolución presidencial correspondiente. Asimismo, actuarán 
en forma colegiada cuando se impugne un acto de autoridad. 

Tercera. Los Tribunales Agrarios, a través de sus 
magistrados serán órganos jurisdiccionales unitarios para 
1a instrucción y resolución de l..as controversias entre 
particulares (comuneros, ejidatarios y pequeños 
propietarios)". 

"Décima. Los Tribunales Agrarios gozarán de 
imperio, por lo que se les dotará de las facultades 
necesarias para obtener de la autoridad administrativa la 
debida ejecución de sus fallos~ pero sin que ello implique 
su interferencia en la política agraria o en el ámbito 
ad.ministra ti vo".,.º. 

La misma pretensión de establecer tribunales 
especializados en materia agraria -refiere Samuel A1ba 
Leyva- expreso la Comisión de Justicia Agraria, integrada 
para la Consulta Nacional sobre Administración de Justicia 
y Seguridad Pública en 1983~ de la sigui~nte manera: 

"La creación de los Tribunales Agrarios 
constit;.uye uno de los temas que ocupó gran número de 
ponencias, tanto de agrupaciones campesinas como de 
pequeños propietarios. 

Existe el consenso de su necesaria instauración 
para resol.ver tanto los conflictos sobre derechos agrarios 
individual.es, como entre ejidos y comunidades, así como 
entre estos últimos y pequeños propietarios. 

Una de las causas principales del rezago en 
materia agraria l.o constituye el hecho de que, de 
acuerdo la ley, cada dos años deben actual.izarse, 
mediante resolución presidencial. de reconocimiento, 
privación y adjudicación de derechos agrarios, más de 26 
mil ejidos existentes en el. pais. 

?°E1 Juicio de Amparo en Materia Agraria, Memorias del 
VIII Congreso Mexicano de Derecho procesal_ Instituto 
Mexicano de Derecho Procesal. A.C. Talleres Gráficos de la 
Secretaría de la Reforma Agraria, México 1979-1980, p. 531. 
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Si esta función, entre otras de carácter 
jurisdiccional no menos importantes, se atribuye a los 
Tribunales Agrarios dotados de un procedimiento expedito, 
uninstancial, en el que priven los principios de economía 
procesal, ausencia de recursos, brevedad en los plazos 
e inmediatez, se habrá logrado un gran avance en el proceso 
de consolidación de la Reforma Agraria integral 11 ""~. 

En el citado VIII Congreso, de igual forma se 
pronuncio el jurista Gonzalo Armienta Calderón al sugerir 
la creación de tribunales agrarios y examinar el grave 
problema del rezago agrario; aquél los consti tuirian un 
sistema de salas regionales y desempeñarían sus 
atribuciones jurisdiccionales al amparo de una ley de 
justicia agraria. También, Osear Ramírez Mi jares, Raúl 
Lemus García y Pastor Murguía González sostuvieron la 
necesidad de establecer tribunales agrarios como un 
"organismo de gobierno¡ que con estricto apego a la ley¡ 
resuelva ese ct.imulo de controversias (distintas de las 
relacionadas con el reparto agrario) y complemente la 
justicia distributiva dentro del contexto de la justicia 
social¡ sin interferir en los pilares estructurales de la 
política agraria en materia de reparto agrario; planeación 
y organización económica de la producción agropecuaria i que 
constituciona1mente se dejan a cargo del jefe del Ejecutivo 
Federal¡ como primera autoridad agraria su esfera de 
competencia debe ser aquel renglón de controversias 
jurídicas que la ley vigente no ha otorgado en forma 
expresa al Poder Ejecutivo 1 como ocurre especialmente en el 
campo del reparto agrario''· 

Los distinguidos juristas Martha Chávez e Ignacio 
Burgoai igua1mente manifestaron su inquietud sobre e1 tema 
en cuestión; de tal forma ~1 primero de ellos¡ hizo ver 
la existencia de órganos y procedimientos específ ices, para 
la justicia agraria en México, bajo conceptos diferentes de 
1os que tradicionalmente han regido en otros campos del 
Derecho. Por su parte¡ el segundo de los citados sostuvo 
que "para dirimir toda clase de controversias 

71Consulta Nacional sobre Administración de Justicia 
y Seguridad Ptlblica (1.983), La Reforma Jurídica de 1983 en 
la Administración de Justicia¡ Procuraduría General de la 
República, México 1984¡ p. 37. 
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materia agraria, salVo el caso de conflictos por razón de 
tierras entre dos o más poblados, deben imp1antarse los 
Tribunales Agrarios con todas las características y 
el.ementos de un auténtico Tribunal, principa1mente el que 
concierne a la autonomía" y que "sólo mediante el 
funcionamiento de Tribunales Agrarios se puede rea1izar 1a 
Justicia Agraria" .. 

Por último 1 de éste VIII Congreso hemos de citar 
la opinión del especialista José Hinojosa Ortiz quien dijo 
que "1as cuestiones parcelarias y demás simi1ares pueden 
encomendarse a los Tribunales Agrarios que al efecto se 
creen; estos Tribunales estarán ubicados dentro de la 
Secretaría de la Reforma Agraria 1 pero sus trámites 
j~'f~I~~~~ _ .. n _1as formas procesales ae auténticos 

Así como 1 lo manifestado por el maestro Luis H. 
Ponce de León Armenta en su libro Derecho Procesal Agrario; 
pues en aqué1 1 planteó un sistema de tribunales agrarios 
muy semejante al que estableció la reforma de 1991 1 en el 
sentido de que se conformaran de una ºinstitución de un 
tribunal superior de derecho social agrario que se 
constituiría en tribuna1 de apelación para procesos de 
dob1e instancia 1 y de tribunales locales desconcentrados en 
cada entidad federativa y en el Distrito Federal con plenas 
facul.tades de decisión y ejecución 1 pero dependientes 
administrativamente del tribunal superior .... """"' .. 

De este 
constitucional de 
manera definitiva 1 

modo 1 1a reforma al artículo 27 
1991-1992 con la que se resolvierón de 
todas las pretensiones sobre l.a creación 

"~crz:....z_ No existe Justicia Agraria en México; 
Perspectivas de los Tribunales Agrarios en el Derecho 
Agrario Mexicano: Comunicado sobre el Establecimiento de 
los Tribunales Agrarios; Algunos Comentarios sobre el Tema 
de los Tribunales Agrarios: y Perspectivas para la Creación 
de Tribunales Agrarios; Memorias del VIII Congreso, Ql2...._ 
~, p.p. 277 y ss. 

">Luis M. Ponce de León Armenta. 1 Derecho Procesal 
Agrarig 1 Editorial Trillas, Primera edición 1 México 19BB, 
p. l.45-
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de tribunal.es aqrarios dadas con anterioridad a el.l.a. cuya 
creación imprime el. propósito de modificar a fondo el 
concepto y el método para la solución de controversias 
agrarias, es decir, un cambio sustancial a los métodos 
de tramitación y decisión de los litigios en el campo. Para 
lo cual, como se sabe, se procedió a la reconstitución del 
citado precepto constitucional, así como, a la sustitución 
de la legislación agraria. 

Tras l.a citada reforma, la fracción XIX del 
art~cul.o 27 constitucional, dispone que: 

"para la administración de justicia agraria, la 
l.ey instituirá tribunales dotados de autonomía y plena 
jurisdicción, integrados por magistrados propuestos por el 
Ejecutivo Federal y designados por l.a Cámara de Senadores 
o, en los recesos de ésta, por la Comisión Permanente". 

Asimismo, aparece publicada la Ley Orgánica de 
l.os Tribunal.es Agrarios, reglamentaria de la fracción XIX 
del. artículo 27 constitucional, antes transcrita. La cual 
pondera la seguridad jurídica estableciendo los mecanismos 
y reg1as para 1a so1ución de las controversias en el campo, 
a través de un sistema de administración de justicia 
agraria: Los Tribunal.es Agrarios. 

Al. efecto. el artículo lo. de la Ley dispone que: 

"Los tribunales agrarios son 1os órganos 
federales dotados de plena jurisdicción y 
autonomía para dictar sus fallos, a los que 
corresponde, en l.os términos de la fracción 
XIX del Artículo 27 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, la 
administración de justicia agraria en todo el 
territorio nacional''· 

Por su parte, el articulo 2o. de la misma Ley, 
dispone que los tribunal.es agrarios se componen por 
Tribunal Superior Agrario y por los Tribunales Unitarios 
Agrarios.. Mismos que a continuación, trataremos por 
separado. 



1.1. TRIBUNAL SUPERIOR AGRARIO. 

E1 Tribuna1 superior Agrario -define Jes~s 
Sotomayor Garza- "es e1 órgano reconocido por 1a 
Constitución General. de 1a República como máxima autoridad 
agraria, en el. que se dirimen l.as controversias que se dan 
con motivo de l.a actividad agraria y administra l.a justicia 
agraria revisando fa11os y resoluciones de los tribunal.es 
unitarios"""• .. 

se integra por cinco magistrados numerarios, uno 
de l.os cual.es lo presidirá y un supernumerario que 
sustituye a aquéllos en sus ausencias (art. 3o. LOTA). E1 
nombramiento de l.os magistrados, conforme a l.a Ley 
Orgánica, ésta a cargo de la Cámara de senadores y, en sus 
respectivos recesos, por la Comisión Permanente del. 
Congreso de la Unión, de la lista de candidatos a propuesta 
del Presidente de la República (art. 15 LOTA). Para el caso 
de que el Senado no apruebe l.a lista de 1os designados por 
el. Ejecutivo Federal., éste enviará una nueva propuesta para 
cubrir 1as plazas vacantes, hasta cubrir todas por completo 
(art. 16 LOTA). 

El presidente del. Tribunal. Superior es nombrado 
por el. Pleno de entre los magistrados agrarios, durará en 
su cargo tres años y podrá ~;;er reelecto; será suplido en 
sus ausencias por un magistrado designado por el mismo 
Tribunal Agrario (art. 4o. LOTA). 

Como se puede observar, entre las designaciones 
de los magistrados del. Tribunal Superior Agrario, se 
distinguen dos regimenes: externa e interna. La designación 
externa se refiere a las de los magistrados en general, 
propuestos, en primer lugar, por el. Presidente de 1a 
República y designados, en segundo lugar, por 1a Cámara de 
Senadores del Congreso; por lo que toca a la designación 
interna, ésta se refiere a 1a del presidente del Tribunal 
Superior Agrario, pues se cu.mpl.e en el seno del mismo 
Tribunal.. 

Los magistrados designados durarán en su cargo 
seis años, si al cabo de éstos son ratificados en el cargo, 
entonces deviene 1a inamovilidad (art. 17 LOTA). Sin 
embargo, la inamovilidad puede cesar por dos causas: retiro 
o remoción. El retiro puede ser voluntario o forzoso; 

""•Jesús Sotomayor Garza, Op. cit , p. 111. 
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e1 vo1untario ocurre con 1a renuncia a1 cargo, de 1a que 
conoce e1 Tribuna1 Superior conforme a 1a fracción III 
de1 art~cu1o so. de la Ley Orgánica. Por 1o que hace a1 
retiro forzoso, éste procede en dos supuestos: por cump1ir 
setenta y cinco años de edad, que es, por otra parte, 1a 
edad 11.mite para que una persona pueda ser designada 
magistrado de 1a justicia agraria; o por padecer 
~ncapacidad f~sica o mental para desempeñar el cargo (art. 
13 LOTA). 

Para ser magistrado se requiere (art. 12 LOTA): 

I. ser mexicano en pleno ejercicio de derechos, 
tener por 1o menos 30 anos cumplidos el d~a de la 
designación. 

Para efectos de ésta fracción, es necesaria 1a 
plenitud del ejercicio de derechos civiles, pues la 
suspensión o privación de alguno, aun cuando no 
entorpeciera su cargo, mancharía el buen concepto público. 
En re1ación a la edad, para la designación de diversos 
juzgadores, se denota que la ley contempla la misma edad 
requerida para e1 desempeño de cargos de elevada 
responsabilidad, por ejemp1o, para secretarios de1 despacho 
o candidatos a senadores ( arts. 58 y 91 de la 
Constitución) .. 

II. Ser 1icenciado en derecho con título expedido 
cuando menos cinco años antes de 1a fecha de 1a 
desiqnación .. 

III. Tener una práctica profesiona1 de a1 menos 
cinco años. 

IV. Gozar de buena reputación y no haber si.do 
condenado por delito intencional que amerite pena privativa 
de libertad. 

El 1egis1ador, como se nota, exige e1 grado 
académico mínimo, así como, una razonable experiencia en 1a 
práctica que todo profesionista debe poseer. Por lo que se 
refiere al último requisito, tratándose de otros juzgadores 
e1 legislador ha sido más benévolo, por ejemplo, para la 
designación de 1os ministros de la suprema Corte de 
Justicia, se dispone que éstos no hayan sido condenados por 
de1ito que amerite pena corporal de más de un año de 
prisión; pero si se tratara del delito de robo, fraude, 
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abuso de confianza u otro que 1astime l.a buena fama en e1 
concepto púb1ico, se 1e inhabi1itará para e1 cargo, 
cua1quiera que haya sido 1a pena (fracc. IV de1 art. 95 
const.). 

Además de l.os magistrados designados, conforme a1 
Reglamento Interior de 1os Tribunales Agrarios, el. Tribunal 
Superior contará a título de órganos, unidades 
administrativas y servicios públicos, con: 

1. Secretaría General de Acuerdos. 
2. Oficialía Mayor. 
3. Contraloría Interna. 
4- Dirección General de Asuntos Jurídicos. 
S. Unidades de Actuarios y Peritos. 
6. Unidad de Atención e Información al Ptll>l.ico. 
7. Unidad de Informática. 
8. Unidad de Publicaciones. 
9. Centros de Estudio de Justicia Agraria 

y Capacitación (art. 20. RTA). 

En las normas que rigen cada uno de los órganos, 
unidades y servicios citados, se advierte que no sólo 
atienden necesidades de1 Tribunal. Superior, sino que 
también son instrumentos de la gestión de éste con respecto 
a 1os tribunales unitarios, es decir, en lo que corresponde 
a1 sistema de la justicia agraria, de forma integral. 

De igual forma, el citado Reglamento dispone que 
éstos cuenten con secretarios de acuerdos y de estudio y 
cuenta (quienes darán fe de los actos en que intervengan); 
asimismo, "con los subsecretarios de acuerdos y, en general 
1os tribunales agrarios, con los directores general.es, 
directores de área, subdirectores, secretarios, jefes de 
departamento, jefes de oficina, asesores, actuarios, 
peritos y demás servidores técnicos y administrativos" 
necesario para cump1ir con la función que 
constitucionalmente les ha sido encomendada, y teniendo en 
cuenta 1as previsiones presupuestaJ.es (art. 3o. y 60. RTA). 

Los secretarios de acuerdos, de estudio y cuenta, 
actuarios, peritos y demás categorías de servidores 
púb1icos que desempeñen l.as funciones a que se refiere 1a 
fracción II del. artícul.o So. de 1a Ley Federal. de 1os 
Trabajadores al. Servicio del Estado, son trabajadores 
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de confianza; cuya se1ección se supedita al régimen de 
convocatoria y concurso, para cada puesto (art. 26 LOTA). 

El. orden jur.í.dico dota a los órganos de la 
justicia agraria de atribuciones espec.íficas, para que 
actllen en el marco estricto de esas atribuciones, que 
encierran sus obligaciones y facultades funcional.es. Dichas 
atribuciones, se pueden clasificar en jurisdiccional.es y no 
jurisdiccionales. Las primeras, son sus poderes 
caracter.í.sticos, que les distinguen de otras autoridades 
ptlbl.icas, se re1.acionan directamente con su desempeño: 
resol.ver controversias. Las segundas, son una condición 
natural. para el. buen despacho de l.as primeras; cuyo 
carácter es, evidentemente, administrativo. 

En tanto órgano de gobierno de 1a tota1idad de 
1os tribunales agrarios, e1 Tribunal superior tiene 
conferidas diversas atribuciones de carácter no 
jurisdicciona1, éstas son (art. So. LOTA): 

1. Establecer el número y 1ímite territorial de 
los distritos en que se divide el territorio de 1a 
Rep~blica. Así como, e1 número y sede territoria1 de 1os 
tribuna1es unitarios que existirán en cada distrito 
aqrario .. 

2.. conocer sobre licencias y renuncias de los 
magistrados .. 

3 .. Determinar cuándo el magistrado supernumerio 
de1 tribuna1 debe sup1ir la ausencia de algún magistrado .. 
Asimismo, designar al supernumerio que deba suplir la 
ausencia de a1gtln magistrado del tribunal unitario. 

4. Elegir de entre los magistrados al Presidente 
del Tribunal Superior Agrario .. 

5.. Vigilar y cambiar la adscripción de los 
magistrados de los tribunales unitarios .. Nombrar a los 
secretarios, actuarios y peritos de los tribunales 
agrarios, aceptar sus renuncias, cambiarlos de adscripción 
y en general, resolver todas las cuestiones que se 
reiacionen con sus nombramientos .. 

6 .. Aprobar el anteproyecto de presupuesto 
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anua1 de egresos. 

7. Aprobar e1 reg1amento interior de 1os 
Tribunales Agrarios 1 as.! como 1os demás reglamentos 
y disposiciones necesarias para su buen funcionamiento. 

Dentro de las atribuciones de carácter 
jurisdiccional conferidas al Tribunal Superior Agrario, se 
encuentran las siguientes (art. 9o. LOTA): 

1. Conocer del recurso de revisión en contra de 
sentencias dictadas por los tribunales unitarios, en 
juicios que se refieran a conflictos de límites de tierras 
suscitados entre dos o más núcleos de población ejidales 
o comunales, o concernientes a límites de tierras de uno 
o varios núcleos de población con uno o varios pequeños 
propietarios o sociedades mercantiles. Así como, la 
revisión de sentencias de esos mismos tribunales unitarios, 
relativas a restitución de tierras ejida1es o comunales y 
de juicios de nulidad contra resoluciones emitidas por 
autoridades agrarias. 

Actualmente el recurso de revisión, es e1 único 
medio ordinario de modificación de la sentencia de primera 
instancia; sin embargo, c1 juicio de amparo sigue teniendo 
cabida como un medio extraordinario. 

El artículo tercero transitorio de la Ley 
Agraria, como se recordará, ordena que los asuntos del 
rezago agrario, seguirán substanciándose por las 
autoridades que tenían competencia para ello y conforme a 
la Ley Federal de la Reforma Agraria; y que ya debidamente 
integrados se remitirán al Tribunal superior Agrario para 
que éste resuelva conforme a derecho corresponda; es decir, 
a partir de 1a reforma de 1992 al artículo 27 
constitucional no será ya la autoridad administrativa la 
que resuelva sobre la afectación de tierras, sino que 
tendrá que ser un acto jurisdiccional, una sentencia 
dictada por el Tribunal Superior Agrario; al efecto el 
artículo 200 de la Ley Agraria, en su segundo párrafo, 
establece que en contra de la resoluciones definitivas de 
1os Tribunales Superior o Unitarios Agrarios, procede el 
amparo directo; y tratándose de otros actos de los 
Tribunales Unitarios, en los que por su naturaleza proceda 
el amparo, procederá el amparo indirecto. 
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En éstas condiciones, dichas disposiciones -dice 
e1 ministro Gui11ermo I. Ortiz Mayagoi tia- "dan lugar a un 
cambio de v~a para 1a impugnación de resoluciones 
dotatorias: Todas aquellas que se dictaron hasta antes de 
1a reforma constituciona1 fueron atacables en amparo 
indirecto ante un juez de Distrito; y en 1as que en 1o 
futuro dictará e1 Tribunal Superior Agrario serán atacables 
a través de amparo directo, también bajo el principio de 
estricto derecho"-. ... 

2. Resolver los problemas que se susciten entre 
1os tribunal.es unitarios, con motivo de la competencia 
territoria1. 

3. De los impedimentos y excusas de los 
magistrados (y secretarios de acuerdos), tanto del Tribunal 
Superior como de los tribunales unitarios. 

La imparcialidad y objetividad en la 
administración de justicia pudieran verse alteradas, si el 
funcionamiento se encuentra personalmente relacionado de 
a1quna manera con el tema de 1a controversia o con las 
personas que figuran en ésta; tal relación podr~a 
menoscabar la imparcia1idad del juzgador. No obstante, ante 
esta situación, ia ley establece una serie de impedimentos 
para conocer de determinados asuntos. La legislación 

Í~~=~t:~nt~~~ ::f;. ~~ba~~~~ie~;: a~nti:~~;;i~~o d~rºf!º L=; 
Orgánica de los Tribunales Agrarios remite al artículo 82 
de la Ley orgánica del Poder Judicial de la Federación, que 
contiene una extensa lista de impedimentos. 

Como se sabe, el impedimento se plantea por medio 
de una excusa que propone el propio impedido, o mediante 
una recusación que presenta alguna de las partes en el 
proceso. En materia agraria, los magistrados no son 
recusables, pero deben excusarse si están impedidos para 
conocer, manifestando la causa do la excusa. No obstante, 
cuando el magistrado no se excuse debiendo hacerlo, o lo 
haga "sin causa 1eg~tima, cualquiera de las partes puede 
acudir en queja al Tribunal Superior. Si éste encuentra 

7 scurso de Amparo en Materia Agraria, Manual del Juicio 
de Amparo, Op. Cit , p. 216. 
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justificada 1a queja impondrá 1a sanción correspondiente" 
(art_ 28 LOTA). De ta1 forma, que 1a queja es e1 medio para 
11evar a1 conocimiento de1 Tribunal Superior 1a existencia 
de un impedimento, pese a no ser recusables los 
magistrados; a fin de ejercer 1a atribución en cuestión. 

4- Establecer 1a jurisprudencia agraria de 
acuerdo a 1as reformas a la Ley orgánica de los Tribunales 
Agrarios, publicadas en el Diario Oficial de la Federación 
el 9 de julio de 1993. La jurisprudencia que emita el 
Tribunal Superior Agrario, se establecerá cuando existan 
cinco sentencias en un mismo sentido no interrumpidas por 
otras en contrario, que hayan sido aprobadas por cuatro 
magistrados.. Podrá ser interrumpida cuando cuatro 
magistrados den su voto favorable en ese sentido; la 
interrupción debe estar debidamente fundada, moti va da y 
expresada en la resolución que se pronuncie. 

En el supuesto de quC? varios tribunales 
unitarios, sustenten tesis contradictorias en sus 
sentencias, el Tribunal Superior Agrario resolverá qué 
tesis debe prevalecer; resolución que se transformará en 
jurisprudencia, sin que ésta afecte las sentencias 
pronunciadas en los procedimientos en los que se haya 
originado la contradicción que dio origen a la resolución 
del tribunal referido. 

La obligatoriedad de la jurisprudencia que 
establezca el Tribunal Superior, es para los tribunales 
unitarios; surtiendo sus efectos desde el momento en que es 
publicada en el Boletín Judicial Agrario. 

5. Conocer de las excitativas de justicia cuando 
los magistrados del propio Tribunal Superior no formulen 
sus proyectos o los magistrados de los tribunales unitarios 
no respondan dentro de 1os plazos establecidos. 

La excitativa de justicia -comenta Sergio García 
Ramírez- "es una especie de recurso o remedio 
jurisdiccional que se dirige a vencer 1a inercia -que es 
una forma de negligencia- en el despacho de 1os asuntos que 
competen a un tribunal unitario"·,...~-

7~ergio García Ramírez, Op cit , p. 248. 
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cabe seña1ar, que a diferencia de l.os recursos en 
sentido estricto, 1a excitativa no apareja l.a consecuencia 
de que una resolución sea combatida por e1 órgano que 
resue1ve e1 recurso, puesto que en ésta no existe, 
precisamente, 1a reso1ución que es debido emitir. Asimismo, 
que 1a potestad del. órgano superior, no sustituye a 1a del. 
inferior; éste conserva intacta su competencia, a menos que 
e1 superior resue1va atraer e1 conocimiento del. caso, pero 
en ese supuesto se estarían tomando en cuenta 1as 
características especia1es de1 asunto desatendido, y no la 
desatención misma. 

6. Conocer de 1os juicios agrarios, mediante e1 
ejercicio de 1a facultad de atracción, que por sus 
características especia.les así J.o ameriten, bien sea de 
oficio o a petición fundada de1 procurador agrario (art. 10 
LOTA). 

Esta facul.tad de atracción, deviene de 1a 
atribución prevista para la Suprema Corte de Justicia de 1a 
Nación, en el párrafo segundo de1 inciso b, fracción VIII, 
de1 artícul.o 1.07 constitucional., la cual. dice que ".la 
Suprema Corte de Justicia, de oficio o a petición fundada 
del correspondiente Tribunal. Colegiado de Circuito, o de1 
Procurador General de 1a República, podrá conocer de .los 
amparos en revisión, que por su interés o trascendencia así 
lo ameriten". De tal forma, que bajo esos precedentes e.l. 
1egisl.ador estipu16 en articulo 10 de la Ley Orgánica de 
.los Tribunal.es Agrarios, que "e1 Tribunal Superior podrá 
conocer de los juicios agrarios que por sus características 
especia.les así lo ameriten. Esta facultad se ejercerá a 
criterio del Tribuna1, ya sea de oficio o a petición 
fundada del Procurador Agrario". 

Por lo tanto, e.l. Tribunal. superior deberá 
establecer 1.a razón que le asista para considerar que un 
asunto tiene "características especiales", de ta.l. suerte 
que "notificará e1 acuerdo a1 tribunal. unitario 
correspondiente, dentro de las veinticuatro horas 
siguientes a 1a fecha de la resolución, para que, una vez 
cerrada 1a instrucción, remita e1 expediente original. en 
estado de resol.ución al Tribunal Superior, sin perjuicio de 
que éste pueda acordar 1a práctica, apJ.icación o 
perfeccionamiento de cual.quier dil.igenc.ia, que sea 
conducente para el. conocimiento de 1a verdad sobre 1.os 
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puntos cuestionados" (art. 17 RTA). 

7. Determinar l.as responsabi1idades en que 
incurra e1 Presidente de1 Tribuna1 Superior Agrario, en el 
desempeño de su cargo (fracción V del. art. so. LOTA). As~ 
como, cesar y suspender en sus funciones a secretarios, 
actuarios y peritos {fracc. VIII del art. Bo. LOTA). 
Genéricamente, conocer de l.as denuncias o quejas que se 
presenten en contra de l.os miembros de 1o::; tribunal.es 
agrarios y determinar las sanciones administrativas que 
deban aplicarse en caso de determinarse 1a responsabilidad 
(fracc. IX del art. so. LOTA). 

El Capítulo XVIII del Reglamento Interior de los 
Tribunal.es Agrarios se titula "De la responsabilidad de los 
servidores públicos de los Tribunales Agrarios". Recoge e1 
principio de responsabilidad de los magistrados y otros 
servidores públicos de los tribunales (art. 69 RTA), 
dispone que las responsabilidades administrativas y las 
correspondientes sanciones "se identificarán, investigarán 
y determinarán'' conforme a la Ley Federa J. de 
Responsabilidades y ai propio Reglamento Interior (art. 70 
RTA), afirma que "los servidores públicos de los tribunales 
agrarios tienen la obligación de salvaguardar la l.egalidad, 
honradez, lealtad, imparcialidad y eficacia en el desempeño 
de su empleo, cargo o comisión, cuyo incumplimiento dará 
lugar a las sanciones que correspondan y que se encuentran 
previstas en la Ley Federal de Responsabilidades de los 
Servidores Públicos, aplicable de acuerdo con el artículo 
30 de la Ley Orgánican (art .. 71 RTA) .. 

El artículo 74 del Reglamento de los Tribunales, 
ha establecido que el. Tribunal. Superior "hará 1a 
determinación de la responsabilidad administrativa y fijará 
las sanciones a los magistrados y a los servidores de 
confianza y de base de los tribunales agrarios; pudiendo 
so1ícitar previamente 1a opínión a la Contraloría Interna". 
Con ello, queda establecido que la única autoridad 
sancionadora es el Tribunal. Superior Agrario. Ahora bien, 
la aplicación de sanciones compete al Tribunal. Superior, 
cuando se trate de sancionar a magistrados en general y 
demás servidores públicos (párr. 20. art .. 74 RTA), y a los 
titulares de los Tribunales Unitarios cuando sea el caso de 
sancionar a los servidores públicos a su cargo (párr .. 3o. 
art. 74 RTA). 
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Por su parte, e1 Presidente de1 Tribuna1 superior 
Agrario cuenta con atribuciones administrativas propias, 
l.as cua1es se enumeran de 1a manera siguiente (art. 11 
LOTA): 

1. Tramitar 1os asuntos administra ti vos de 1a 
competencia del. Tribunal.. Estas, abarcan actividades a1 
interior y exterior, ante otras autoridades que de alguna 
forma concurran en actividades conectadas con la justicia 
agraria (coordinación informática y estadística, 
hacendarias, gobi.ernos 1ocales, dependenci.as u organismos). 

2. Autorizar en unión del secretario general. de 
acuerdoa, l.as actas que contengan las deliberaciones 
y acuerdos de1 Tribunal.; así como, firmar 1os engroses de 
1as reso1uciones de1 propio Tribunal. 

3 - Turnar entre los magistrados los asuntos de l.a 
competencia del. Tribunal Superior, cuando estime necesario 
o~r su parecer, para acordar algún trámite o formular el 
proyecto de resolución que deberá ser discutido por el 
Tribunal .. 

4. Dictar las medidas necesarias para la adecuada 
organización y funcionamiento de los tribunales, así como 
las urgentes que fueren necesarias, y establecer los 
sistemas de cómputo necesarios para conservar los archivos 
de l.os tribunal.es .. 

5. Comisionar a los magistrados supernumerarios 
para 1a práctica de vi.sitas a los tribunal.es unitarios. 

6. Llevar la representación del Tribuna1 - As1. 
como, presidir las sesiones y dirigir los debates en 1as 
sesiones de1 Tribunal superior. 

7. Designar secretarios auxiliares de l.a 
Presidencia. As1. como, nombrar a los servidores públicos 
del. Tribunal superior, cuyo nombramiento no corresponda al. 
propio de1 Tribunal, cambiarlos de adscripción y remover l. os 
conforme a 1a 1ey. 

a .. Comunicar al Ejecutivo Federal. l.as ausencias 
de l.os magistrados que deban ser suplidas mediante 
nombramiento. 
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9. Formu1ar y disponer e1 ejercicio de1 
presupuesto de egresos de 1os tribuna1es agrarios. 

10. L1evar 1istas de 1as excusas, impedimentos, 
incompetencias y substituciones, mismas que estarán a 
disposición de 1os interesados en 1a correspondiente 
Secretar~a Genera1 de Acuerdos. 

Es evidente que e1 Presidente de1 Tribuna1 
superior Agrario, a fin de sacar avante e1 trabajo 
resu1tado de 1as facultades que 1a 1ey 1e otorga, cuente 
con e1 personal administrativo necesario coadyvante para 
ta1es fines. 



1.2. TRIBUNAL UNITARIO AGRARIO. 

Como ya sabemos, a la 1uz de 1a norma orgánica y 
reql.amenta.ria de 1os Tribunales Aqrarios, el sistema de 
ástos se compone de Tribuna1 Superior Agrario y Tribuna1es 
Unitarios Agrarios de distrito, relacionados entre sí en 
función del grado jurisdicciona1 y de 1a jerarquía 
administrativa. Cuestión que se denotó al hacer el estudio 
de1 Tribunal Superior. 

Ahora bien, por 1o que hace a 1os Tribunales 
Unitarios Agrarios, órganos depositarios de jurisdicción, 
para resolver 1as controversias que se susciten en el agro, 
estarán a cargo de un magistrado numerario (art. 3o. LOTA), 
el que ejercerá. sus atribuciones dentro del distrito al 
cual ha11a sido asignado por el Tribunal Superior; puesto 
que a éste último, le incumbe crear mediante acuerdo, 1os 
distritos de 1a justicia agraria y determinar cuantos 
tribunales unitarios residirán y actuarán en cada distrito 
(art. So. y So. fracc. I y II LOTA). 

El conjunto de preceptos aplicable a los 
magistrados del Tribunal superior Agrario, también lo es, 
para el magistrado numerario del Tribunal Unitario; por lo 
tanto, éste debe cumplir con el mismo procedimiento para su 
designación, a cargo de 1os mismos órganos: Ejecutivo 
Federal y Cámara de Senadores o Comisión Permanente del 
Congreso de la Unión (art. 15 LOTA). 

Asimismo, durará en el desempeno del cargo 
seis años, cuya ratificación también traerá aparejada la 
inamovilidad (art. 17 LOTA); la cual cesará por las mismas 
razones que para los magistrados del Tribunal Superior 
(art. 13 LOTA). De igual modo, se deben cumplir con los 
requisitos establecidos por el artículo 12 de la Ley 
Orgánica, para ser magistrado del Tribunal Unitario. 

Este Tribunal contará con las siguientes unidades 
administrativas y servidores públicos (art. So. RTA): 

1. Un secretario de acuerdo. 
2. Secretarios de estudio y cuenta. 
3. Actuarios y peritos. 
4. Un Jefe de Unidad Jurídica. 
S. Un Jefe de Unidad Control de Procesos. 
6. Personal técnico y administrativo. 

Las fracciones I y II del art.i:culo So. de 1a Ley 
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Orgánica, como en su oportunidad se di jo, confieren a.1 
Tribuna1 Superior 1a facu1tad de disponer los distritos de 
justicia agraria; as~ también, el art~culo tercero 
transitorio de la citada Ley Orgánica, estipula que "dentro 
de 1os tres meses siguientes a la fecha en que se 
constituya e1 Tribuna1 Superior, se deberá --- determinar 
el ntímero y competencia territorial de los distritos en que 
se divida e1 territorio de la República para los efectos de 
esta Ley, a fin de que el Ejecutivo Federal proponga a la 
Cámara de Senadores o a 1a Comisión Permanente 1 según 
corresponda 1 una 1ista de candidatos para magistrados de 
los tribunales". 

De conformidad con los preceptos antes citados 1 

el Tribunal Superior dictó un Acuerdo (aprobado el B de 
mayo de 1991 y publicado e1 16 de junio del mismo año) por 
el que estableció el nümero y competencia territorial de 
los Tribunales Agrarios en los diversos Distritos. Para lo 
cual 1 se crearon treinta y cuatro distritos, tomando en 
cuenta, precisamente. la competencia territorial y material 
atribuida a éstos por el artículo 18 de la Ley Orgánica de 
los Tribuna1es Agrarios. Ta1es distritos (con 1os cambios 
de septiembre de 1993) son los siguientes: 

"ENTIDAD FEDERATIVA No-DE REGISTRO SEDE 

1. Aguasca1ientes y 
za ca tecas Distrito 1 Aguascalientes 

2. Baja Ca1ifornia Distrito 2 Mexica1i 
3. Chiapas Distrito 3 Tuxtl.a G. 

Distrito 4 Tapachu1a 
4. Chihuahua Distrito 5 Chihuahua 
s. coahuila Distrito 6 Sa1ti1l.o 
6. Durango Distrito 7 ourango 
7. 01.strito Federal Distrito 8 D.F. 
a. Estado de México Distrito 9 Toluca 

Distrito 10 Naucalpan 
Distrito 23 Texcoco 

9. Guanajuato Distrito 11 Guanajuato 
10. Guerrero Distrito 12 Chi1pancingo 
11. Hidalgo Distrito 14 Pachuca 
12. Ja1isco Distrito 13 Guada1ajara 

Distrito 15 Guadal.ajara 
13. Ja1isco y Co1ima Distrito 16 Guadal.ajara 
14. Michoacan Distrito 17 More1ia 



ENTIDAD FEDERATIVA 

15. More.1os 
16. Nayarit 
17. Nuevo León 
18. Oaxaca 

19. Puebla 
20. San Luis Potes;[ 

y Querétaro 
21. sina1oa. y Baja 

Ca1ifornia Sur 
22. sina.1oa 
23 .. sonora 
24 .. Tabasco 
25. Tamau1ipas 
26. T1axca.1.a 
27. vera.cruz 

28. Yucatán, campeche 
y Quintana Roo 
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No.DE REGISTRO 

Distrito 18 
Distrito 19 
Distrito 20 
Distrito 21 
Distrito 22 
Distrito 24 

Distrito 25 

Distrito 26 
Distrito 27 
Distrito 28 
Distrito 29 
Distrito 30 
Distrito 33 
Distrito 31 
Distrito 32 

Distrito 34 

SEDE 

cuerna vaca 
Tepic 
Monterrey 
O ax a ca 
Tuxtepec 
Pueb1a 

sn.Luis Petos;[ 

Cu1iacan 
Guasa ve 
Hermosi1.1o 
Vi11ahermosa 
Cd. Victoria 
T1axca1a 
Jalapa 
Tuxpan 

Méridaº"'ª 

La atribución de competencia de 1os Tribunales 
Unitarios Agrarios, como se puede observar de.1 art~cu1o 18 
del.a Ley orgánica de 1os Tribunales Agrarios, es de1 orden 
territoria1¡ pues éstos están facultados para conocer, 
por ra:zón del. territorio, de l.as controversias que se 
susciten en relación a cuestiones de1 agro, dentro de su 
jurisdicción¡ a saber, en los supuestos siguientes: 

1. Controversias por 1~mites de terrenos entre 
dos o más núcleos de población ejida1 o comunal, y de éstos 
con pequeños propietarios, sociedades o asociaciones. 

A1 ocurrir un conflicto entre ejidos y/o 
comunidades, se trata, por ende, de un conf.1icto colectivo, 
ya que afecta a personas morales o col.ectivas¡ no a 
individuos ejidatarios o comuneros, cuyos litigios se 
ventil.an por separado. Ahora bien, éstos 

.,..~ Héctor Fix-zamudio y José Ramón Cossio D.íaz, };U.. 
ppder Judicial en el Ordenamiento Mexicano, Editorial. Fondo 
de Cultura Económica, Primera edición, México 1996, p. 234. 
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conf1ictos co1ectivos pueden afectar 1os derechos sobre 
tierras de otras personas (f~sicas o moral.es), como 1o son 
pequeños propietarios, sociedades o asociaciones, 
11evándose a efecto 1itigios con ejidos o comunidades. 

2. Restitución de tierras, bosques y aguas a 1os 
núcleos de población o a sus integrantes contra actos de 
autoridades administrativas o jurisdiccional.es, fuera de 
juicio, o contra actos de particu1ares. 

Se hace referencia como actores de 1a justicia 
agraria a ejidatarios o comuneros; a 1a restitución como e1 
propósito de 1a acción: así como, a1 sujeto de los que 
procede 1a ocupación de tierras, bosques y aguas cuya 
restitución se reclama: autoridades (administrativas o 
jurisdicciona1es) o particulares. Todo e11o como elementos 
y partes de un litigio; sin embargo, la autoridad agraria 
no fue creada para revocar o modificar sentencias de otros 
órganos jurisdiccionales, pues si se desea se pueden 
impugnar por otro medio, no por el juicio agrario. Por lo 
tanto, se reduce la oportunidad de emisión de esos actos de 
autoridad, al decir "fuera de juicio"; quedando como opción 
1a jurisdicción voluntaria, fenómeno de carácter 
administrativo, llevado al cabo ante y por un órgano 
jurisdiccional. Situación que prevé l.a fracción X del. 
artículo 18 de la Ley Orgánica. 

3. De 1os juicios de nulidad contra resoluciones 
dictadas por las autoridades agrarias que al.teren, 
modifiquen o extingan un derecho o determinen la existencia 
de una obligación. Asi como, de las nulidades señaladas en 
1a fracción VIII y IX del artículo 27 constitucional, 
y de aquellas que se den por actos que contravengan las 
leyes agrarias. 

Aquí se plantean dos supuestos en el conocimiento 
de 1os juicios de nulidad contra resoluciones. Primero, 1as 
emitidas por una autoridad agraria, en el que se procede a 
la revisión de una resolución emitida por una autoridad 
agraria, a saber funcionario de cualquier ámbito del Estado 
que debe aplicar normas agrarias con el objeto de 
actualizar el ejercicio de derechos o el cumplimiento de 
obligaciones de Derecho agrario. Segundo, las emitidas por 
un órgano de gobierno, comprendidos en las fracciones VIII 
y IX del artículo 27 constitucional; nulidad que es de otro 
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género de actos (a 1a anterior), que piantea un contencioso 
administrativo en materia agraria, puesto que e1 conf1icto 
se presenta entre 1a autoridad emisora del acto y el 
particu1ar que lo combate. 

4. conflictos y controversias relacionados con 1a 
tenencia de 1as tierras ejidales y comuna1es, entre 
ejidatarios, comuneros, posesionarios o avecindados entre 
a!; las que se susciten entre éstos y los órganos del 
n~cleo de población; así como, las relativas a la sucesión 
de derechos ejida1es y comunales. 

Estos conflictos y controversias conforman en 
gran medida las diversas cuestiones re1ativas al agro, como 
parte de la competencia de ios Tribunales Unitarios; 
materia1izadas en el llamado juicio agrario, que tiene por 
objeto substanciar, dirimir y resolver las controversias 
que se susciten con motivo de 1a aplicación de 1as 
disposiciones agrarias (art. 163 LA). CUyo fundamento se 
hall.a en el párrafo segundo de la fracción XIX del artículo 
27 constituciona1, al estipular que son de jurisdicción 
federal "todas las cuestiones relacionadas con 1a 
tenencia de l.a tierra de los ejidos y comunidades". 

s. Omisiones en que incurra 1a Procuraduría 
Agraria, en agravio de los sujetos a los que debe asistir 
(ejidatarios, comuneros, sucesores de ejidatarios o 
comuneros, ejidos, comunidades, pequeños propietarios, 
avecindados o jornaleros agricolas), a fin de proveer lo 
necesario para que sean eficaz e inmediatamente subsanadas .. 

Esta facultad se ejercita previa demanda del 
afectado ante el Tribunal Unitario, en contra de la 
conducta omisiva de la Procuraduría Agraria, a fin de que 
dicho tribunal mediante resolución, determine de la 
actividad que deba desarrollar la Procuraduría en defensa 
de los intereses de quien presentó l.a demanda .. 

6. Controversias relativas a los contratos de 
asociación o aprovechamiento de tierras ejidales de uso 
común o parceladas, celebrados por los ejidatarios 
titulares de ellas o el. núcleo de población ejidal. Así 
como, para la reversión parcial o total de bienes ejida1es 
y comunales expropiados, destinados a un fin diverso del 
sefi.alado en el decreto respectivo (atender un fin 
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de uti1idad p~b1ica). 

7.. Ejecución de 1os convenios que se ha11an 
celebrado para dar por terminado un juicio agrario, y 1os 
que traten sobre 1audos arbitrales en m.ateria agraria, 
previa determinación de que se encuentran apegados a 1as 
disposiciones legales ap1icab1es. 

Esto es, se estipula que el Tribunal agrario 
cump1ir~a dos actividades una vez emitido el laudo por el 
árbitro designado; primera, verificación de que el laudo se 
encuentre apegado a Derecho e incorporación del mismo a la 
calidad de mandamiento jur~dico individualizado; segunda, 
ejecución de ese laudo, que adquiere la misma eficacia de 
una sentencia formal. 

B. Las sanciones por las faltas en que incurran 
los servidores públicos de los tribunales unitarios, pues 
éstas, serán aplicadas por los magistrados de los Propios 
tribunales (último párrafo del art. 30 LOTA). 

Por otra parte,. el Tribunal Unitario también 
tiene conferidas di versas atribuciones de carácter no 
jurisdiccional, que se orientan, por su final.idad, a apoyar 
1a función decisoria del juzgador. 

Si bien es cierto, que la Ley Orgánica de los 
Tribunales Agrarios, no determina las facultades de éste 
carácter a cargo de los magistrados, 1o cierto es, que 
éstas se desprenden de1 contexto de sus funciones. Pues 
ell.os son los responsabl.es del manejo administrativo del 
tribunal. a su cargo, en la medida en que deban 
distribuir y supervisar los trabajos del personal. adscrito 
al. tribunal.; recibir y ejercer los recursos financieros que 
exige l.a operación de éste; y disponer el. resguardo y 
empleo de los recursos materiales. 

Como es sabido, la ley desplaza hacia el. 
secretario de acuerdos la conducción inmediata para 
desahogar al. magistrado de 1os trabajos administrativos y 
reservar1e, a éste toda 1a atención que requiere su tarea 
jurisdicciona1, a fin de que no afecte 1a marcha de 1a 
justicia. Situación que se desprende de1 artícu1o 21 de l.a 
Ley Orgánica, al señalar que 1os secretarios de acuerdos 
"serán los jefes inmediatos de 1a oficina en e1 
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orden administrativo, y dirigirán 1.as 1abores de e11a de 
acuerdo con 1as instrucciones y determinaciones de1 
magistrado". Asimismo, e1. Req1amento Interior de 1os 
Tribuna1es, como ya se ha dí cho, prevé 1.a presencia do 
otros auxil.iares administrativos, que coadyuven en 1.a 
atención de 1as funciones de ésta ~ndo1.e. 



2 .. REGISTRO AGRARIO NACIONAL .. 

Como se recordará, e.l primer Código Agrario en 
México fue e1 pu.b1icado en 1934, e.l cua.l reunió 1os 
diversos ordenamientos agrarios expedidos hasta esa fecha. 
Entre aqué.l1a compi1ación de ordenamientos, se ha1.laba .la 
Ley Reg.lamentaria sobre Repartición de Tierras Ej~dales y 
Constitución del Patrimonio Parcelario Ejida.l de.l 19 de 
diciembre de 1925, en cuyas "disposiciones generales 
establ.ec.í.a .la creación de.l Registro Agrario y la expedición 
de.l Reg.lamento de.l mismo, registro que debia estar bajo .la 
responsabí.lidad de .la Secretaría de Agricu.ltura y Fomento, 
cuyas funciones deberian ser .las de anotar las posesiones 
definitivas y sus correlativas inscripciones''?9

• 

También en dicha Ley se dispuso que .los Estados 
y Territorios Federa1es, 11evar.fan un registro de l.as 
parce.las y bienes comuna.les del ejido. De conformidad con 
su Reglamento, el Registro Agrario J.levaría dos tipos de 
1ibros por duplicado; uno se destinaría para el regi_stro de 
dotaciones y restituciones de cada Estado de J.a Federación; 
e.l otro, a1 registro parce1ario individual de cada pueblo. 

Como se puede apreciar, ésta institución fue 
regulada desde su creación en 1925 y, por ende, en e1 
Código Agrario de 1934, así como en los subsecuentes 
Códigos Agrarios (1940 y 1942) y en 1a Ley de la Reforma 
Agraria de 1971. En cuyos ordenamientos se reitera su 
carácter público y su función de inscripción de documentos 
sobre creación, reconocimiento, modificación o extinción dP 
1os derechos respecto a l.a propiedad de las tierras ejidal 
y comunal. 

Actualmente, la nueva Ley Agraria también regula 
al Registro Agrario Nacional en el. Titulo octavo, que 
comprende a .los artícu1os l.48 a 156; asf como, el 
Reglamento Interior del Registro Agrario Nacional. 

E.l artículo 10. dc.l Reglamento Interior de1 
Registro Agrario Nacional define a éste, como a un "órgano 
administrativo desconcentrado de la Secretaría de la 
Reforma Agraria, con autonomía técnica, administrativa y 
presupuestal", que "tendrá a su cargo el contro1 de 1a 
tenencia de la tierra y la seguridad documental derivada de 

79~ La Evolución del Derecho Agrario en México, Obra 
Jur~dica Mexicana, Op. Cit , p. 912. 
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1.a ap1icación de l.a Ley Aqraria". 

Las funciones y actividades que ejerce el. 
Registro Agrario Naciona1, de acuerdo con e1 art~cul.o 20. 
de su Regl.amento Interior, son 1os siguientes: 

1. Inscribir y control.ar los documentos en que 
consten l.as operaciones originales y 1as modificaciones que 
sufra l.a propiedad de l.a tierra y los derechos legal.mente 
constituidos sobre ésta (según l.o dispone el. art~culo 148 
de l.a Ley Agraria); así como las cancel.aciones que se 
real.icen respecto de dichas operaciones, en los casos en 
que así lo indique l.a Ley. 

2. Ll.evar el control. e intervenir en la 
regul.arización de l.a tenencia de l.a tierra ejidal. y comunal. 
(como l.o establece l.a fracción V del. artícul.o 155 de la Ley 
Agraria). 

3. Expedir 1os certificados y títulos (como se 
refiere l.a fracción II y III del. artículo 152 de l.a Ley 
Agraria). 

4. Real.izar la inscripción de los terrenos 
ejidal.es, comunidades, de colonias agrícol.as y ganaderas, 
así como de 1os terrenos naciona1es y 1os denunciados como 
bal.díos (en l.os términos del. art~culo 153 de l.a Ley 
Agraria). 

5. Ll.evar l.a inscripción de l.as reuniones ejidos 
o comunidades, asociaciones rural.es de interés colectivo, 
sociedades de producción rural, uniones de sociedades de 
producción rura1 y sociedades de solidaridad social.. 

6. Ll.evar en sección especial, las inscripciones 
correspondientes a la propiedad de tierras de las 
sociedades mercantil.es civiles regul.adas en la Ley 
Agraria y l.as demás inscripciones a que se refiere el. 
art~cu1o 131 de dicho ordenamiento (fine art. 148, fracc. 
VI art. 152 y fracc. II art. 155 LA). 

7. Inscribir las resol.uciones de 1os tribunal.es 
agrarios, o de carácter judicial. o administrativo en l.as 
que se reconozcan, creen, modifiquen o extingan derechos 
agrarios (fracc. I art. 152 LA). 
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s .. Certificar e1 contenido de l..os pl..anos internos 
de 1os ejidos ... 

9 ... Tener en depósito las 1istas de sucesión que 
presenten l..os ejidatarios de conformidad con 10 esta..bl..ecido 
en el.. capítul..o X del.. Títul..o Tercero del.. presente Req1.amento 
(fracc ... III art ... 155 LA). 

10. Ll..evar a cabo l..a inscripción de l..as actas de 
asambl..ea de conformidad con l..o establ..ecido en l..a l..ey y sus 
reql..amentos. 

11. El..aborar, en su caso, los pl..anos general.es de 
l..os ejidos y comunidades en l..os términos del.. artícul..o 56 de 
l..a Ley Agraria (fracc. IV art. 152 LA). 

12. Llevar el.. procesamiento, clasificación, 
control.. y manejo de l..a información: estad.:C.stica, 
documental.., técnica, registral.., catastral.. y de 
pl..anificación objeto de su competencia (fracc. V art. 152, 
I y IV art. l.55 LA) ... 

13. Administrar l..os bienes y 1os recursos 
humanos, material.es, financieros y de inforEática con que 
cuente, para el.. ejercicio de sus atribuciones, conforme a 
l..a normatividad correspondiente a l..a materia. 

No obstante l..as actividades y funciones del.. 
Registro Agrario Nacional, antes mencionadas, la función 
primordial.. que desempeña éste órgano, consiste en 1a 
inscripción de los documentos en que se expresan las 
operaciones originales y las modificaciones que sufra la 
propiedad de las tierras y los derechos de propiedad de l..os 
ejidatarios, comuneros y sociedades autorizadas por l..a Ley 
Agraria (art. 148 LA) .. Función que tiene por objeto el 
contro1 sobre l..a tenencia de la tierra y la seguridad 
documental.. derivados de ia aplicación de la Ley Agraria. 

Las inscripciones en el Registro Agrario de 
dichcs documentos, así como las constancias que de e11as se 
expidan, tendrán pleno valor probatorio en juicio y fuera 
de é1 ante cualquier autoridad. Asimismo, los efectos que 
produce la no inscripción de los documentos, es sól..o entre 
los otorgantes, sin producir perjuicio alguno contra 
terceros, con la sal vedad de que éstos sí podrán aprovechar 
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esa situación en 1o que les sea favorable (art. 150 LA). 

Este órgano es de carácter púb1ico, ya que 
cual.quier persona podrá obtener información sobre sus 
asientos e inscripciones, así como obtener a su costa 1as 
copias que a1 efecto so1icite (art. 151 LA). Respecto a 1a 
obtención de información y copias, cabe recordar que 
durante 1a vigencia de1 Código Agrario de 1942 
estaban 1imitadas, pues sólo tenían acceso los que tuvieran 
derechos sobre los predios inscritos y sus representantes; 
situación que se reforma en 1a Ley Federal de 1971 (art. 
445), para al efecto de que cualquier persona pueda obtener 
información o las copias que necesite, así como el hecho de 
que la expedición de copias a los núcleos de población o a 
sus integrantes, no causaría impuesto o derecho alguno. 
Como se observa, éste último hecho se suprime en la Ley 
vigente, en razón del cambio de régimen paternalista para 
trasladar la responsabilidad de su destino a los propios 
interesados, planteado en la reforma al artículo 27 
constitucional. 

El artícu1o 152 de la Ley Agraria señala los 
actos jurídicos, agrarios, administrativos y judiciales, 
que deben inscribirse en el Registro Agrario Nacional., 
éstos son los siguientes: 

I. Todas 1as resoluciones judiciales o 
administrativas que reconozcan, creen, modifiquen o 
extingan derechos ejidales o comunales. 

Al respecto, la Ley anterior estipulaba que 
deb~an registrarse todas las resoluciones presidenciales, 
cuestión que cambio después de la reforma constitucional en 
ésta materia, al dejar de ser el Ejecutivo Federal l.a 
máxima autoridad agraria. 

II. Los certificados o títulos que amparen 
derechos sobre so1ares, tierras de uso común y parce1as de 
ejidataríos o comuneros. 

III. Los títu1os primordiales 
comunidades, y en su caso, 1os títu1os que 1as 
como comunidades tradiciona1es. 

de 1as 
reconozcan 

IV. Los planos y delimitación de 1as tierras 
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que no estén forma1mente parce1adas, a que se refiere e1 
art~cu1o 56 de esta ley. 

v. Los planos y documentos relativos al catastro 
y censo rurales. 

VI. Los documentos relativos a 
mercantiles o civiles que tengan 
tierras aqr~colas, ganaderas o forestales, 
del t~tulo sexto de esta ley. 

1as sociedades 
en propiedad 
en los términos 

VII. Los decretos de expropiación de bienes 
ejidales o comunales. 

VIII. Los demás actos y documentos que disponga 
esta ley, sus reglamentos u otras leyes. 

En relación al precepto legal antes citado, cabe 
decir que la Ley Federal de la Reforma Agraria, ley 
anterior a 1a vigente, señalaba a los certificados de 
inafectabilidad entre los documentos que debían inscribirse 
en e1 Registro Agrario Nacional, junto con una referencia 
que contuvieran los datos de 1a inscripción, 1os planos, 
escrituras, testimonios, títulos y otros documentos que 
acreditarán la propiedad o la posesión (fracc. VII art 446 
LFRA). como ya sabemos, al darse por terminado el reparto 
agrario, tales certificados ya no son necesarios para 
probar la posesión calificada del bien que se defendía; sin 
embargo, para el régimen transitorio de la Ley Agraria 
(artículo cuarto), podrán ser ofrecidos como prueba en los 
procedimientos previstos por 1a Ley Agraria y tendrán 
va1idez para determinar la calidad de las tierras. 

En éste orden de ideas, el Registro Agrario 
Nacional tiene la obligación de organizar con una óptima 
disponibilidad 1a información de los actos y documentos que 
son de su incumbencia; 11evar clasificaciones respecto a 
ejidatarios, comuneros y sociedades propietarias de tierras 
agrícolas, ganaderas o forestal.es; as.! como clasificaciones 
geográficas de la ubicación de predios de sociedades, con 
indicaciones sobre su extensión, clase y uso; registrar 1as 
operaciones que imp1iquen l.a cesión de derechos sobre 
tierras ejidal.es y l.a garant.!a de usufructo de las tierras 
de uso común y parceladas, y las de los censos ejidal.es; y 
deberá participar en l.a regularización de 
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1a tenencia ejida1 y comuna1 en 1os términos que seña1a e1 
artícul..o 56 de esta 1ey (art. 155 LA). 

Conforme a 1a nueva Ley Agraria l..as figuras de1 
Notario Pllb1ico y Registro Públ..ico de l..a Propiedad son de 
gran importancia para e1 Registro Agrario Nacional, pues 
éstos coadyuvan (aunque sea como una obl..igación que l..a Ley 
l..es imponga) con aqué1 al. hacer de su 
conocimiento cuestiones respecto a cambios del régimen de 
propiedad de tierras. 

De tal forma que, es obligación de los Notarios 
Públicos y de los Registros Públicos de 1a Propiedad, dar 
aviso al Registro Agrario Nacional.. cuando autoricen o 
registren operaciones o documentos respecto a cambios en la 
tenencia de la tierra ejidal o comunal al régimen 
particular, o la incorporación de 1a tierra de dominio 
p1eno al régimen ejidal, así como la adquisición de predios 
rústicos por parte de sociedades mercanti1es, y de la 
traslación de dominio de tierras propiedad de esas 
sociedades (art. 156 LA). 

Asimismo, las autoridades federales, estatales y 
municipales están obligadas a proporcionar al. Registro 
Agrario l.a información estadística, documental, técnica, 
catastral. y de planificación, que requiera para el mejor 
desempeño de sus atribuciones (art. 154 LA). 

Es evidente que para el ejercicio de las 
funciones y despacho de los asuntos que le corresponden, e1 
Registro Agrario contará con direcciones, coordinaciones, 
unidades y delegaciones, las cuales son (art. 7o. RRA): 

a) Director en Jefe. 
b) Director General de certificación, Titulación 

e Inscripción de Sociedades. 
e) Director General de Registro y Asuntos 

Jurídicos. 
d) Director General de Catastro Rura1. 
e) Coordinador Administrativo. 
f) Unidad de Contra1orLa Interna. 
g) Delegaciones del Distrito Federal y de 1as 

Entidades Federativas. 

contará con directores de área, 
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subdirectores, jefes de departamentos, registradores, jefes 
de oficina, asesores y personal técnico, administrativo y 
por honorarios que é1 requiera, para e1 mejor cumplimiento 
de sus atribuciones. 

Por lo que hace al juicio agrario, éste órgano 
desconcentrado puede ser parte en él cuando se reclame su 
negativa a practicar una inspección o expedir una 
constancia, y no se satisfaga la pretensión respectiva por 
medio del superior jerárquico, lo que implicar.!.a 
desatención a sus atribuciones señaladas, como se mencionó, 
en los art..í:cu1os 152 y 153 de la Ley Agraria .. Según se 
dispuso en la Circular 1/93 del Tribunal Unitario Agrario 
el 20 de enero de 1993 y publicada el 4 de marzo del mismo 
año, en el Diario Oficial de la Federación 1 en los términos 
siguientes: ••El. Registro Agrario Nacional es parte en un 
juicio agrario cuando se impugne un acto registral o exista 
negativa a registrar un acto, después de agotado el recurso 
administrativo previsto por el correspondiente 
reglamento"ªº. 

Por último 1 de conformidad con lo vertido 
respecto al Registro Agrario Nacional cabe destacar 1 que 
éste ha desempeñado un papel importante desde se creación 
en 1925 hasta nuestros d~as; para llegar a ser considerado 
como un órgano administrativo desconcentrado de la 
Secretar~a de la Reforma Agraria, con autonom~a técnica, 
administrativa y presupuestal, cuya actividad principal. sea 
el control de la tenencia de la tierra y el resguardo 
documental. derivado de l.a aplicación de la Ley Agraria. 

•
0 sergio Garc.1:.a Ram~rez, Op c:lt., p. l..13 ... 



3- PROCURADURXA AGRARrA. 

Es evidente que desde e1 Decreto del 6 de enero 
de 1915 1 hasta la vigente Ley Agraria y el artículo 27 
constitucional, se han venido plasmando diversas reformas 
que han pretendido recoger las necesidades y reclamos de 
los campesinos, conforme a la evolución de la sociedad y 
del Estado, en relación con el desarrollo del campo. 

Muchos han sido los problemas padecidos por los 
campesinos mexicanos, que nos atrevernos a decir -en 
palabras de Mario Ruiz Massieu- que éstos "son aún los 
grandes pacientes de la Revolución. Han obtenido mucho 
menos beneficios que los esperados y desde luego que los 
merecidos. Sus aportaciones al país son más que los 
servicios que han recibido. En suma, puede afirmarse que no 
obstante el derecho agrario revolucionario, si con a1guien 
que está en duda l.a Revolución Mexicana, con los 
campesinos que la hicieron posible"º· 

Antes de proseguir, resulta conveniente 
considerar al Derecho Agrario en el panorama de la rama 
jurídica a la que pertenece, esto es, al Derecho Social; 
cuyo concepto es necesario repasar, aunque sea brevemente. 

De esta forma, Rubén Delgado Moya, nos dice que 
"el Derechos social nació desde el mismo momento en el que 
aparecieron los primeros grupos sociales, pero que su 
examen al igual que el estudio que se vinó a hacer de los 
mencionados grupos sociales, se comenzó a realizar 
recientemente de una manera anal~tica y crítica". As:t 
también, define al Derecho Social "como el conjunto de 
normas que protegen y reivindican a todos los 
económicamente débil.es" y, ampliando su definición, explica 
que al hablar de los "económicamente débil.es quiere 
significar que la protección y reivindicación de que se 
trata tutela los derechos e intereses de todos aquellos 
que, por ser precisamente los económicamente débi1es en el 
fenómeno de 1a producción y la distribución de la riqueza, 
requieren protección 1abora1, social, agraria 
y económica"ª 2

• 

u.La pz·ocuración Agra.ria en México, Obra Jur.!dica 
Mexicana, ob Cit , p. 4931. 

•2Rubén Delgado Moya, El Derecho Sgcial del Presente, 
Editorial. Porr~a, México 1977, p. 59. 
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Lucio Mendieta y Núñez dice que todos 1os autores 
que han tratado hasta ahora a1 Derecho Socia1, están de 
acuerdo en que 1e corresponden, entre otras, 1as leyes de1 
trabajo, 1as de asistencia socia1, 1as agrarias, las de 
seguridad social, las de economía dirigidas en diversos 
aspectos y las que regulan la intervención del Estado en 
materia económica. Mendieta y Núñez agrega 1a legislación 
cultural y 1os convenios internacionales de carácter 
social. 

Analizando esa legislación, Lucio Mendieta 
considera que en las materias propias del Derecho Social se 
encuentran aspectos comunes tales corno: 

"a) Que no se refieren a los individuos en 
general, sino en cuanto a integrantes de grupos sociales 
o sectores de l.a sociedad perfectamente bien definidos: 
obreros, trabajadores independientes, personas 
económicamente débiles, proletarios, desvalidos. 

b) Que tienen un marcado carácter protector de 
l.as personas, grupos y sectores que caen bajo sus 
disposiciones. 

c) Que son de índole económica, pues regulan 
fundamentalmente intereses material.es (o l.os tienen en 
cuanto, como por ejemplo, las leyes culturales) como base 
del. progreso moral. 

d) Que tratan de establecer un complejo sistema 
de instituciones y de controles para transformar l.a 
contradicción de intereses de el.ases sociales en una 
colaboración pacífica y en una convivencia justa11n. 

Por lo tanto, aun cuando el contenido del Derecho 
Social sea heterogéneo, su objeto establ.ece entre los 
varios aspectos de ese contenido, una unidad esencial.. 

Por su parte, "el derecho agrario mexicano es un 
conjunto de normas que dirigen a un determinado grupo 
social. (1os campesinos) protegiéndol.o, a1 traducir 1a 

nLucio Mendieta y Núñez, El perechg Social, Editorial 
Porrúa, México 1967, p. 53 y 54-
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suma de su patrimonio económicamente negativo por lo pobre, 
en una fuerza jur1'.dica capaz de oponerse a las de un 
interás patrimonialmente positivo; por ende, esas normas 
riqen todas las relaciones jur1'.dicas que surgen a 
consecuencia de 1a organización y exp1otación de 1a parcela 
ejida1, de 1a pequeña propiedad y de 1as comunidades 
agrarias. Por e11o, e1 Derecho Agrario es, en nuestro pa~s, 
una subrrama de1 Derecho Socia1 n••. 

As~, se concluye que 1as caracter~sticas de 1as 
subrramas de1 Derecho Socia1, en las cuales se encuentra la 
razón de ser de 1a procuración en ésta materia, son: 

- Su marcado carácter protector de las personas, 
grupos y sectores que caen bajo sus disposiciones. 

E1 hecho de que traten de establecer un 
completo sistema de instituciones y de controles para 
transformar la contradicción de intereses de las clases en 
una colaboración pac~fica y en una convivencia más justa. 

Ahora bien, con 
función de 1a procuración 
preciso hacer un breve 
antecedentes. 

el objeto 
social en 
recorrido 

de conocer mejor 1a 
materia agraria, es 
de sus principales 

Los antecedentes más lejanos los encontramos en 
la Ley del 6 de enero de 1915, la cual "contempla ya la 
disposición del gobierno por establecer las primeras 
medidas tendientes a favorecer al sector campesino en la 
solución de los problemas agrarios más urgentes, como lo 
eran la necesidad de restituir y dotar de tierras y aguas, 
la nulificación de actos jur~dicos con los que se pretend~a 
despojar ilegalmente de sus tierras a los campesinos, y la 
creación de las comisiones nacional y local.es agrarias, as~ 
como de 1os comités particul.ares ejecutivos, como primeros 
órganos encargados de estas funciones". 

Sin embargo, "no se habla de una procuración 
agraria propiamente dicha, sino hasta el decreto de 17 de 
abri1 de 1922, en cuyo articulado cuarto se crea una 
"Procuraduría de Pueblos" en cada entidad federativa 

••Martha Chávez Padrón, op c:ft,, p. 157. 
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con oficinas centrales en la capital de la Reptíb1ica, 
dependientes de 1a comisión Nacional Agraria. En este 
decreto se estipula que "Se establece en cada entidad 
federativa la instituci·6n de la Procuraduría de Pueb1os, 
para patrocinar a los pueblos que lo desearen, 
gratuitamente en sus gestiones de dotación o restitución de 
ejidos" .. 

En estas condiciones, la "institución vinó a 
llenar una necesidad urgente en virtud de que las leyes 
agrarias están encaminadas a benef ici.ar la población 
campesina de nuestro país / que en su gran mayoría se 
encuentras integrada por indígenas de escasa cultura, .10 
que hizo imposible que extendieran rápidamente su acción 
debido a que la misma ignorancia de los beneficiados 
constituyó el principal obstáculo para su aplicación" .. 

Asimismo, al depender "de .la comisión Naciona.1 
Agraria, y al extinguirse ésta, al promu.lgarse el Código 
Agrario de 1934, que no prevía en su contenido la 
existencia de l.as Procuradurías, éstas dejaron de 
funcionar"ª~ .. 

Por 1o tanto, estas procuradurLas se encontraron 
ante diversos obstáculos, que impidieron que se cumpliera 
eficazmente con el propósito para e1 que fueron creadas, 
como fue la reivindicación y tutela de los derechos 
campesinos. 

Posteriormente, -manifiesta Sergio García 
Ramírez- "el 10. de julio de 1953 se expidió un Acuerdo 
presidencial que ordenó integrar l.a Procuraduría de 
Asuntos Agrarios para el asesoramiento gratuito de los 
campesinos. En sus consideraciones / este acto tomó en 
cuenta la existencia de antecedentes históricos a propósito 
de "procuradurías encargadas de orientar y facilitar l.as 
gestiones de los núcleos de población ante las autoridades 
respectivas para la rápida resolución de 1os problemas 
inherentes a 1a adjudicación y tenencia de la tierra". 

Así "'se dispuso integrar aquél.l.a Procuradur.í.a, 

•ªLa Procuración Aqraria en México, Obra Jur.í.dica. 
Mexicana, op Cit,, p. 4937 y 4938. 
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a fin de contar con procuradores en 1as oficinas centra1es 
y en 1as foráneas de1 Departamento Agrario, que tengan a su 
cargo "e1 asesoramiento gratuito de 1os campesinos que 
necesiten hacer gestiones legales ante las autoridades y 
oficinas agrarias competentes" (artículo primero). El a1to 
rango y la importancia que se asignaron entonces a la 
Procuraduría se manifiestan en la decisión de que 1os 
procuradores de asuntos agrarios fuesen nombrados por el 
Jefe del Departamento Agrario "con aprobación expresa del 
Presidente de la República" (artículo segundo). Para que 
labor "resulte lo más eficiente posible", esos procuradores 
-dijo el artículo tercero- ''dependerían directamente del 
Jefe del Departamento Agrario~ cualquiera que sea la 
adscripción que el mismo les señal.e". 

Las atribuciones de estas Procuradurí.:is, así como 
ias atribuciones y facultades de sus titulares, quedaron 
contempladas en el Regla.mento de la Procuraduría de Asuntos 
Agrarios emitido el 22 de julio de 1954 -continlla el citado 
autor- "que instituyó una oficina coordinadora dependiente 
de la Jefatura del Departamento de Asuntos Agrarios y 
Procuradurías en cada delegación de ese Departamento (art. 
10.), con funciones de "asesoramiento gratuito, a petición 
de parte, a l.os solici tantas de tierras y aguas, a l..os 
campesinos que han sido o en lo futuro sean dotados de las 
mismas, en 1os problemas jurídicos, administrativos, 
etc., que se susciten con motivo de sus gestiones o de 
la defensa de sus legítimos intereses" (art. 3o.)''·~. 

Sin embargo, l.a dependencia jerárquica de esta 
Procuraduría en relación con el Departamento de Asuntos 
Agrarios y Co1onizaci6n 1e restó autonomía, la cual. debía 
tener para cumplir con su cometido. Asimismo, su esfera de 
actuación se veía notablemente restringida al poder actuar 
únicamente a petición de parte, no obstante que su 
actuación primaria era l.a de crear un cuerpo no sólo de 
consultores, sino de expertos asesores encargados de 
orientar y facilitar las gestiones de 1os nllcl.eos de 
población, ante las autoridades respectivas, para obtener 
una rápida sol.ución de 1os problemas relativos a la 
adjudicación y tenencia de la tierra. 

ª'Sergio Garc.ía Ram1.rez, op C:it., p. 203 y 204. 
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De esta forma, a1 enfrentarse a 1as 1imitaciones 
antes citadas 1a Procuradur.i:a de Asuntos Agrarios, poco 
pudo hacer en beneficio del campesino, y su 1abor· dentro 
del Departamento de Asuntos Agrarios fue paulatinamente 
perdiendo importancia hasta 11egar en 1963, en el marco del 
Reglamento Interior del propio Departamento, a convertirse 
en una simple oficina dependiente de .la Dirección General 
de Inspección, Procuración y Quejas. Situación que redujo 
aún más 1a .libertad y poder de actuación de ésta 
institución, con e.l consecuente detrimento en el 
cumplimiento del. propósito para el cual fue creada: la 
defensa de 1.os derechos de1 campesino. 

En estas circunstancias, "la si tuacíón de la 
Procuraduría Agraria permaneció sin cambios substanciales 
hasta .la pubJ.icación de.l Reglamento Interior de la ya 
entonces Secretaría de 1.a Reforma Agraria, el 22 de 
septiembre de 1977, en e.l que, en su artícuJ.o 32, .las 
atribuciones de la Dirección General de Inspección, 
Procuración y Quejas, se ven limitadas a las siguientes: 
llevar a cabo las investigaciones tendientes al. 
esclarecimiento de las recl.amaciones que por violaciones a 
l.a Ley, o en contra del. personal de l.a Secretaría, se 
formulen con motivo de 1a apl.icación de 1.a Legi.sl.ación 
Agraria, de Colonización, de terrenos nacional.es, demasías 
y baldíos, y demás disposiciones conexas; intervenir en l.os 
trabajos tendientes a verificar los informes rendidos por 
l.a Secretaría que hubieran suscitado duda, o que fueran 
motivo de inconformidad de las partes interesadas; estudiar 
y opinar sobre quejas y reclamaciones que formularan 
particul.ares o ejidatarios; ejecutar visitas periódicas a 
1as del.egaciones de la Secretaría; asesorar gratuitamente 
a l.os campesinos, colonos y autoridades ejidal.es ·y 
comunales en los asuntos en que estuvieran interesados y 
representarl.os, si .le fuere conferida personalidad legal en 
esos negocios; y .las demás que le señalaren sus superiores 
y otros ordenamientos". 

Para 1989, "e.l Reg1amonto Interior de l.a 
Secretaría de la Reforma Agra.ria, publicado en el. Diario 
Oficial de1. 27 de agosto de l.985, ya se contemp.1a una 
Dirección General. de Procuración social Agraria, que ten~a 
entre otras atribuciones .1as de asesoramiento, 
conciliación, vigilancia, e incJ.uso de carácter 
para jurisdiccional, como lo era la instrucción 
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nu1idad de fraccionamientos 
( art. 17) .. Institución que fue 
de justicia que existió hasta 
Procuradur..ía Agraria""'"'. 

de 
l.a 
l.a 

No obstante, con e1 tiempo se pretendió dar más 
vigor a 1a Procuración Agraria en México, a fin de que ésta 
1l.egara a ser -dice Mario Ruiz Massieu- "un organismo 
especia1izado con personalidad jurídica y patrimonio 
propios, dedicado exclusivamente a 1a procuración agraria, 
que con toda libertad pueda intervenir en todos aqué11os 
casos en que así lo requiera la defensa los intereses de 
l.os campesinos, sin necesidad de recabar la autorización de 
una autoridad superior""•. Esto es, que fuera un órgano 
creado por la Ley, cuya competencia fuera federal, con 
facultades coercitivas y de apremio, dispusiera de 
delegaciones en todas las entidades federativas, e 
interviniese de oficio en 1os casos en que 1o estimara 
necesario, salvo negativa expresa de l.os campesinos 
interesados. 

Esta pretensión (así como otras relat:i vas a.l. 
tema) cul.minó con la reforma de 1991 al artículo 
27 constitucional, al proponer ésta a un órgano para l.a 
defensa de los derechos de los campesinos y para su 
representación ante l.as autoridades agrarias. As..!, el 
párrafo tercero de la fracción XIX del. actua1 artícul.o 27 
constitucional, dice: "La ley establ.ecerá un órgano para l.a 
procuración de justicia agraria", el. cual es, precisamente, 
l.a Procuraduría Agraria, contemplado en e.l. Título Séptimo 
de 1a Ley Agraria, a través de l.os artículos 134 a 147, as.l: 
como en su Regl.amento Interior. 

A.l. efecto, e1 artículo 134 de la Ley Agraria nos 
dice que l.a Procuraduría Agraria "es un organismo 
descentral.izado de la administración públ.ica Federal, con 
persona.l.idad jur.l:dica y patrimonio propios, sectorizado en 
1a Secretar.t:a de .l.a Reforma Agraria". 

•7z...a Procuración Agraria en México, Obra Jur:l.dica 
Mexicana, op. cit., p.p. 4943 a 4945. 

··~, p. 4949 .. 
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E1 contenido genera1 de l.as actividades de 1a 
Procuraduría Agraria y l.a l.ista de sus beneficiarios o 
destiriatarios, se hal.la en el. texto de1 artículo 135 de l.a 
Ley Agraria al. señal.ar que "tiene funciones de servicio 
social. y está encargada de la defensa de 1os derechos de 
J.os ejidatarios, comuneros, sucesores de ejidatarios o 
comuneros, ejidos, comunidades, pequefios propietarios, 
avencidados y jornaleros agrícolas cuando así l.o 
sol.iciten, o de oficio en los términos de esta ley". 

Pero las atribuciones primordial.es de éste 
organismo, se encuentran contenidas en el artículo 136 de 
l.a Ley Agraria, de la siguiente forma: 

1- Representación y coadyuvancia, que se expresan 
en los deberes de coadyuvar con sus beneficiarios y 
representarlos en asuntos y ante autoridades (fracc. I), 
as~ como ostentar su representación en trámites y gestiones 
para obtener la regularización y titulación de derechos 
agrarios, ante autoridades administrativas judicial.es 
(fracc .. IX) .. 

La representación de 1a Procuraduría se da a 
través de sus abogados agrarios, y es de suma importancia 
para el procedimiento contencioso agrario, pues sus 
representantes figuraran como parte formal en el juicio, 
sosteniendo el interés jurídico de las partes en sentido 
material. En el procedimiento agrario puede haber 
representante particular o/y representante de oficio, 
éste último de la Procuraduría Agraria .. 

2. Asesoramiento, mediante consultas jur~dicas a 
sus asistidos en las relaciones de éstos con terceros, que 
tengan que ver con la aplicación de la Ley Agraria (fracc. 
II), y acerca de trámites y gestiones para obtener la 
requ1arización y titulación de derechos agrarios ante 
autoridades administrativas o judiciales (fracc. IX). 

3. Conciliación de intereses de sus 
beneficiarios, en casos controvertidos relacionados con la 
normatividad agraria (fracc. III). Actividad conci1iatoria 
que constituye una medida preventiva del juicio agrario, 
pues favorece 1a conveniente autocomposición que imp1ica 
una so1ución parcia1 de 1a controversia; y una sa1ida con 
la so1ución arbitra1 que se concreta en un 1audo, 
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que homo1oga el tribuna1, para efectos de ejecución. 

4. Prevención de violaciones a .la l.ey agraria 
(fracc. J:V), como otra medida preventiva, indirecta, de 
1itigios y juicios agrarios. 

s. Promoción en general de autoridades, en cuanto 
debe "instar a las autoridades agrarias a la realización de 
funciones a su cargo" (fracc. IV). 

6. Política agraria, que se expresa en e.l 
cometido de "estudiar y proponer medidas encaminadas a 
fortalecer .la seguridad jurídica en el campoº (fracc. V), 
y que trae consigo tanto propuestas l.egislativas como 
sugerencias de carácter material y social. 

7. Inspección y vigilancia, que se analiza en 
estas actividades con el auxilio y participación de las 
autoridades local.es (aunque debiera también incluirse a las 
federales), para la defensa de los derechos de sus 
asistidos (fracc. VII); investigación sobre acaparamiento 
o concentración de tierras (fracc. VIII), que implica una 
función indagatoria en preparación de las determinaciones 
que adoptarán otras autoridades para reducir l.as 
propiedades a los límites que la ley prevé; y atención de 
denuncias de comí tés de vigilancia sobre irregularidades en 
que incurran los comisariados ejidales (fracc. X), al 
encaminar los asuntos hacia el ámbito jurisdiccional que 
corresponda. 

7.. Denuncia ante diversas autoridades de 
violación de leyes agrarias (fracc. IV); de incumplimiento 
de obligaciones o responsabilidades de 1os funcionarios 
agrarios o de los empleados de la administración de 
justicia agraria ( fracc. VI); de prácticas de acaparamiento 
o concentración de tierras (fracc. VIII), denuncia que es 
la culminación de 1a investigación respectiva antes 
referida; y de hechos que pueden constituir delitos e 
~nfracciones o faltas administrativas (fracc. X), de lo 
cua1 se debe recordar que los particulares o las 
autoridades denuncian hechos, pero la calificación de éstos 
como delitos corresponde sólo a1 Ministerio Público y a 1a 
autoridad judicia1. 

Estas son las atribuciones que señala el art.í.culo 
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136 de 1a Ley Agraria, pero también esta 1ey dispone, una 
serie de intervenciones especificas de 1a Procuraduría, que 
concretan algunas de sus actividades generales antes 
citadas, y cuya omisión pudiera desembocar en la nu1idad 
del acto correspondiente, por vicio en su integración, que 
deberá ser invocada ante la autoridad jurisdiccional; éstas 
intervenciones son: 

"a) Opinión en caso de aportación de tierras 
ejida1es de uso común a una sociedad (fracc. IX art. 23 
LA)• 

b) Dictamen para l.a terminación del. régimen 
ejidal. (fracc. XII art. 23 LA). 

e) Convocatoria a asamblea del ejido, a solicitud 
de veinte ejidatarios o del. veinte por ciento del total. de 
ejidatarios que integran el. núcleo de población (art. 24 
LA)• 

d) Presencia en asambleas en que se traten 
asuntos de especial importancia para el ejido (art. 28, en 
relación con la fracción VII a XIV del artículo 23 de la 
Ley Agraria). 

e) Suscripción del acta de la asamblea de 
ejidatarios por el representante de la Procuraduría en el 
caso al que se refiere el punto anterior (tercer párrafo 
art. 31 LA). 

f) Convocatoria a asamblea del ejido, a solicitud 
del veinticinco por ciento de los ejidatarios, para 
remoción de los miembros del comisariado y del consejo de 
vigilancia (art. 40 LA). 

g) Representación de los núcleos de población 
ante el tribunal, para solicitar la restitución de sus 
bienes (art. 49 LA). 

h) Asistencia a asambleas de ejidatarios en que 
se resuelva por sortea la asignación de parcelas. El 
representante debe certificar el acta correspondiente ( art. 
58 LA), lo cual confiere a 1a Procuraduría una función de 
fe ptlblica. 

i) Impugnación ante el tribunal de la asignación 
de tierras por la asamblea, de oficio o a petición de los 
perjudicados que constituyan el veinte por ciento de los 
ejidatarios (art.61 LA). 

j) Vigilancia para que quede protegido e1 fundo 
l.ega1 del. ejido con motivo del destino de tierras ejidales 
al asentamiento humano (art. 64 LA). 

k) Intervención en caso de que e1 ejido 
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aporte t~erras de1 asentamiento humano a1 municipio o a 1a 
entidad federativa que correspondan, para dedicarl.as a1 
servicios p\.\bl.icos (art. 64 LA). 

l.) Asistencia al. acto de asignación de sol.ares a 
ios ejidatarios (art. 68 LA). 

· m) Opinión sobre el. proyecto de desarrol.1.o y de 
escritura social. cuando se trasmita el. dominio de tierras 
de uso común a sociedades mercantil.es o civil.es en que 
participen el. ejido a los ejidatarios {fracc. II art. 75 
LA)• 

n) Designación de comisariado, si no l.o hace el. 
ejido o l.os ejidatarios, cuando en una sociedad mercantil. 
en que participan ejidatarios, también hay socios ajenos al. 
ejido (fracc. V art. 75 LA). 

ñ) Vigilancia de l.a preferencia que tienen el. 
ejido y l.os ejidatarios para recibir tierra en pago, cuando 
ocurre 1a 1iquidación de 1a sociedad en que participaron 
aquél.1os (penúltimo párr. art. 75 LA). 

o) Conciliación de intereses entre ejidatarios 
indemnizados como consecuencia de una expropiación, para 
definir la proporción que a cada uno corresponde en e1 
monto de 1a indemnización (art .. 96 LA). 

p) Coadyuvancia en 1a formulación de 1a demanda, 
cuando el. actor 1a presenta por comparecencia ( art. 1 70 LA) .. 

q) Coadyuvancia en 1a formulación de l.a 
contestación de 1a demanda, cuando el. demandado presenta 
aquél.1a por comparecencia ( art. 178 LA) ""'9 

.. 

Ahora bien, para cumpl.ir con sus funciones l.a 
Procuraduría Agraria tiene un domicilio, el. cual. se 
encuentra en l.a ciudad de México; asimismo, cuenta con 
del.egaciones en todas las entidades federativas y oficinas 
en diversas poblaciones (art .. 137 LA) .. As~ también, l.as 
autoridades federal.es, estatal.es, municipal.es y l.as 
orqanizaciones agrarias socia1es, serán coadyuvantes de l.a 
Procuradur~a en e1 ejercicio de sus atribuciones (art. 138 
LA). 

Para e1 ejercicio de sus funciones, 1a 
Procuraduría estará a cargo de un Procurador Agrario y 
contará con l.as siguientes unidades administrativas 

y técnicas (art. B RPA): 

••sergio Garc~a Ram.~rez, op cj t , p.. 27 a y 279. 
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1. Oficina del. Procurador Agrario. 
2- subprocuraduria Genera1. 
3. secretaría General.. 
4.. Coordinación General. de Programas 

Interinstitucional.es. 
s. Dirección General Jurídica y de 

Representación Agraria. 
6. Dirección General. de Quejas y Denuncias. 
7 ... Dírecc:ión General. de Conciliación, Arbitraje 

y servicios Pericial.es. 
a. Dirección General. de Organización Agraria. 
9... Dirección General. de Apoyo al. Ordenamiento de 

l.a Propiedad Rural.. 
10 ... Dirección General. de Estudios y 

PUb1icaciones • 
.1...1... Dirección General. de Programación,. 

Organización y Presupuesto. 
12. Dirección General. de Administración. 
13. Dirección General. de Comunicación Social.. 
14. contral.oría Interna. 
15 ... Delegaciones • 
.1..6. Residencias .. 
17. Visitadurías Especial.es. 

Asimismo, podrá contar con subprocuradurías para 
el. conocimiento y atención de asuntos que para su 
trascendencia, interés y características así l.o ameriten; 
as~ como, con direcciones de área, subdirecciones, 
jefaturas de departamento y de oficina, abogados y 
visitadores agrarios,. y demás personal. técnico y 
administrativo que determine el. procurador, en base al. 
presupuesto. 

Las atribuciones de 1os servidores públicos, de 
1as unidades técnicas y administrativas se ha11.an 
comprendidas en l.os artículos 9o. al. 35 de1 Reglamento 
Interior de l.a Procuradur~a Agraria. 

E1 Procurador Agrario, 1os subprocuradores y el. 
Secretario General., serán nombrados y removidos l.ibremente 
por el. Presidente de ia Rept1bl.ica,. estos dos ll.J.timos a. 
propuesta del. secretario de la Reforma Agraria (arts. 142 
Y l.43 LA). 

Para ser Procurador Agrario se deberán satisfacer 
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1os siguientes requisitos (art. 140 LA): 

r.. ser mexicano, mayor de edad y estar en p1eno 
ejercicio de sus derechos políticos y civi1es. 

rr. Contar con experiencia mínima de cinco años 
en cuestiones agrarias. 

III. Gozar de buena reputación y no haber sido 
condenado por de1ito intencional que amerite pena corpora1. 

Para ser Subprocurador Agrario debe reunir casi 
1os mismos requisitos que e1 Procurador, la diferencia 
estriba en que éste (pese a que es de grado inferior que 
aquél) se le pide cédula profesional como licenciado en 
derecho, así como tener dos años de experiencia profesional 
como mínimo (art. 141 LA). 

Por último, cabe decir que la Procuraduría 
Agraria es un organismo de suma importancia y digno 
representante de nuestro derecho socia1, en virtud de 1as 
funciones que rea1iza en beneficio de aque11as sujetos a 
1os cuales asiste de forma bondadosa. Asimismo, que dado 
1as funciones de representación, asesoramiento, inspección 
y vigi1ancia que rea1iza tendientes a 1a defensa de 1os 
derechos de sus beneficiados, no tiene 1as caracter~sticas 
de una autoridad agraria. 



CONCLUSIONES 

1. E1 art~cu1o 27 constitucional. es uno de los 
preceptos de mayor mérito y trascendencia del. constituyente 
de 1917. 

2. La finalidad concreta. de 1a iniciativa de 
reformas al. artícu1o 27 constitucional de 1991-1992 fue la 
de ponerle fin al reparto agrario; decisión que fue 
acompañada de otros propósitos que la compensan, entre 
otros, el establecer la justicia agraria a través de nuevos 
Tribunal.es especializados. 

3. El Decreto del 6 de enero de 1915 constituye 
el primer paso legislativo en materia agraria, que marca el. 
principio de la Reforma Agraria; cumpliendo así con uno de 
los postulados revolucionarios. 

4- A partir de la promul.qación del Decreto del 6 
de enero de 1915, se han 11.evado a efecto en diversos 
momentos históricos de México 1 reformas tendientes a 1a 
vanguardia de l.a legislación agraria, en virtud de1 
desarrol.l.o del. Estado y l.a sociedad mexicana. 

s. La actual Ley Agraria contempla a través de 
sus preceptos, los instrumentos necesarios para hacer 
efectivos los objetivos y principios del articulo 27 
constitucional.. 

6. E1 Presidente de la República, Secretar~a de 
l.a Reforma Agraria, Gobernadores de los Estados, entre 
otros, a raíz de la reforma del artículo 27 constitucional. 
de 1992, ya no son considerados autoridades agrarias. 

7. De conformidad con el. nuevo régimen agrario, 
actual.mente los Tribunal.es Agrarios son l.os únicos órganos 
facu1tados para impartir justicia agraria. 

a. El. Registro Agrario Nacional. es un órgano 
aclninistrativo que ha desempeñado un papel importante en el. 
desarrollo de 1a reforma agraria, en virtud de sus 
facu1tades de resguardo documental y control.. de la tenencia 
de 1a tierra, que 1a Ley l.e otorga. 

9. La Procuradur~a Agraria no es una autoridad, 
no obstante, es de suma importancia en l.a procuración de 
justicia agraria. 
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